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SÍNTESIS DE LA TESIS 

Introducción 

  

El arbitraje es un mecanismo alternativo de solución de conflictos, en el cual 

particulares que no revisten la calidad de jueces comunes, resuelven controversias 

susceptibles de transacción con exclusión de la justicia ordinaria. 

 

El procedimiento arbitral es sencillo y ágil, por lo que permite a las partes 

rápidamente resolver sus conflictos; el laudo o sentencia arbitral, que pone fin al 

litigio y a la jurisdicción de los árbitros, tiene el mismo status que una sentencia 

judicial, puede ejecutarse como tal y tiene efecto de cosa juzgada. Sin embargo, en 

caso de incumplimiento, su ejecución no puede ser llevada a cabo por el árbitro o 

tribunal arbitral que lo emite, sino que la justicia ordinaria es la encargada de 

ejecutar lo juzgado por los árbitros, a través de un trámite especial y vía de apremio; 

y, es en este punto donde surge la problemática del presente trabajo, los límites de la 

ejecución de los laudos arbitrales en la justicia ordinaria. 

 

Para una mejor comprensión, se ha estructurado a este trabajo en cuatro 

capítulos; el primero contiene las nociones generales del arbitraje: su historia, 

concepto, naturaleza jurídica, clasificación, ventajas y desventajas. El segundo 

capítulo estudia el procedimiento arbitral: la jurisdicción, la competencia y el 

desarrollo del proceso en el Ecuador.  

 



El tercer capítulo se refiere al laudo arbitral: definición, naturaleza jurídica, 

contenido, consecuencias-efectos, requisitos para su validez, inapelabilidad y 

nulidad. Y finalmente, el cuarto capítulo trata la ejecución de los laudos arbitrales: 

definición de ejecución, generalidades, estudio comparado y las posibles soluciones 

para agilitar el proceso de ejecución.   

 

Es preciso recordar que el Estado es quien tiene la obligación de velar por sus 

ciudadanos, debe preocuparse por que la administración de justicia sea eficaz al 

punto de resolver los conflictos de una manera práctica; por lo que debe admitir y 

fomentar la utilización del arbitraje y la mediación como métodos alternativos de 

solución de conflictos, ya que mantener el mito de que el Estado es proveedor 

exclusivo del servicio de justicia, ha generado una sobreutilización del sistema 

judicial al punto de llegar a colapsar. 

 

El mismo enfoque de agilidad debe darse a la ejecución de los laudos 

arbitrales, pues la falta de conocimiento o disposiciones claras y precisas, hace que 

se presenten inconvenientes en el proceso de ejecución, retardándose de esta manera 

la efectividad y cumplimiento de la resolución fruto del proceso arbitral; 

desvirtuando a la institución del arbitraje en sí, por incumplir con la celeridad 

procesal que la caracteriza. 



 

INTRODUCCIÓN 

 

El arbitraje es un procedimiento alterno a la justicia ordinaria, creado para 

solucionar de una manera ágil las controversias, su proceso sencillo le ha permitido 

adquirir importancia en la actualidad, sin embargo, una vez que se ha obtenido la 

resolución o laudo arbitral, el proceso de ejecución de los mismos, en la práctica, 

presenta varias limitaciones y se vuelve tedioso ante el órgano de Justicia Estatal. 

 

El Laudo Arbitral es el pronunciamiento de los árbitros o tribunales arbitrales que 

han sido designados dentro de un proceso arbitral; estas resoluciones deben apegarse 

a lo alegado y debidamente probado por las partes, de la misma manera que las 

sentencias dictadas por los jueces de primera instancia. Los laudos arbitrales una vez 

ejecutoriados deben ser cumplidos de inmediato, sin embargo, la falta de 

acatamiento permite a cualquiera de las partes recurrir a la justicia ordinaria para que 

un juez ordene la ejecución. 

 

La ejecución del laudo arbitral se sistematiza en un proceso tedioso con varias 

trabas que dificultan el cumplimiento de obligaciones adquiridas por acuerdo mutuo. 

Desde un punto de vista objetivo el proceso de ejecución de los laudos arbitrales 

ante la justicia ordinaria, desvirtúa el fin con el que se crearon los métodos 

alternativos, debido a que se requiere mayor tiempo para hacer efectivos los 

derechos que se reconocieron en la resolución.  

 



Es importante buscar la simplificación del proceso de ejecución de los laudos 

arbitrales, debido a que en la actualidad la mayoría de contratos incorporan una cláusula 

arbitral con la cual se pretende resolver de una manera ágil los problemas que se puedan 

presentar en el futuro o que ya se presentaron en base al contrato; y con el afán, de 

buscar y dar posibles soluciones al proceso de ejecución de laudos arbitrales se realiza 

esta investigación. 



CAPÍTULO I 

EL ARBITRAJE 

 

1. Nociones Generales del Arbitraje 

 

1.1 Consideraciones Previas 

 

Etimológicamente arbitraje proviene del latín adbiter que es la proposición de dos 

palabras: ad y arbitre que significa tercero que se dirige a dos litigantes para 

entender sobre su controversia, (Gozaíni).1  

 

La locución latina “Arbitrium boni viri”2 significa arbitraje de un hombre de bien 

o de un hombre bueno, en el sentido de la buena fe y el proceder recto. 

 

El arbitraje es un sistema de resolución de conflictos, una herramienta con la cual 

particulares que no revisten la calidad de jueces ordinarios resuelven conflictos de 

intereses con exclusión de los órganos judiciales. 

 

La estructura del arbitraje es semejante a la de un litigio, el árbitro se desenvuelve 

como juez, y las partes presentan el caso, prueban los hechos y en base a ello se 

decide la controversia, sin embargo, la decisión que pone fin al conflicto no proviene 

                                                 
1
 HERNANDEZ PALACIOS, Ma. Gertrudis. “Beneficios del Arbitraje Internacional Comercial”. 

www.consensus.com.ni/index-5.html. 

 
2
 CABANELLAS DE LAS CUEVAS, Guillermo. “Diccionario Jurídico Elemental”. Editorial Heliasta. 

Buenos Aires – Argentina, 2005, pág. 36. 



de jueces del Estado, sino de particulares que fueron libremente elegidos por las 

partes.3 

 

La decisión de un proceso arbitral se llama “laudo”, pero la eficacia de su 

ejecución radica en la voluntad de las partes o en la intervención judicial estatal. 

 

1.2 Origen del Arbitraje en la Historia 

 

Previo al desarrollo del tema fundamental del presente trabajo, realizaré una 

breve síntesis histórica del Arbitraje, con el fin de conocer su origen, debido a que 

las causas de su existencia servirán de guía para comprender mejor ésta institución 

jurídica y la problemática que se ha planteado. 

 

Antiguamente, la fuerza era sinónimo de derecho, el proverbio judío “ojo por ojo 

y diente por diente” daba pie a que una injusticia sea pagada con otra injusticia; pero 

con el paso del tiempo dentro de la civilización se dio un gran avance que consistía 

en medir la proporción del daño en dinero o bienes, sin embargo, el paso más 

importante se dio cuando los litigantes dejaron de lado la idea de hacer justicia por 

su propia mano y decidieron someterse al juzgamiento y decisión de una tercera 

persona imparcial, que desde aquel tiempo recibió el nombre de árbitro. 

 

Este componedor no tenía ninguna jurisdicción obligatoria, solo intervenía en 

asuntos que las partes le sometían voluntariamente, es por ello que no podía imponer 

                                                 
3
 www.correoperu.com.pe “ARBITRAJE. El más eficiente mecanismo de solución de conflictos”. 25 de 

Julio del 2009. Díaz Macedo, Anshella Lisbeth.   

http://www.correoperu.com.pe/


coercitivamente sus decisiones, pues la única fuerza radicaba en el compromiso de 

las partes a acatarlas. 

 

De esta forma, el delicado oficio de impartir justicia se confió en primer lugar a 

particulares, hombres distinguidos, honorables y prudentes; después este oficio se 

confió a la organización estatal, ya que el Estado surgió para realizar el Derecho, 

para ejercer la Administración de Justicia.  

    

1.2.1 Edad Antigua 

 

En la edad antigua, existieron dos grandes civilizaciones que dieron paso a la 

justicia arbitral, estas civilizaciones fueron Grecia y Roma. 

 

Los relatos griegos muestran casos de disputas entre héroes mitológicos que 

fueron resueltas amigablemente por terceros sabios, elegidos por los contendientes; 

en la mitología podemos recordar a Paris, quien sirvió de árbitro entre Atenea, Hera 

y Afrodita, adjudicando a ésta última la manzana que fue causa de varias discordias.4  

 

De la misma forma, se encuentran pasajes Bíblicos como la disputa entre Jacob y 

Laban, redactada en Génesis XXXI. Dicho pasaje señala que Jacob inspirado en un 

llamado divino decide volver sin dar aviso alguno a las tierras de su padre, con sus 

dos esposas y bienes generados a lo largo de veinte años de trabajo al servicio de 

Laban, éste último al enterarse del hecho y por la falta de algunos bienes de su 

                                                 
4
 Ver: http://www.nunez-abogados.com/servicios-de-arbitraje/juicio-de-paris 



propiedad, decide salir en búsqueda de Jacob con sus parientes, y al darles alcance 

requisa todo el equipaje sin encontrar los bienes esperados, en ese momento Jacob 

montado en cólera le reclama la actitud con la que ha actuado y le propone poner 

como jueces a sus hermanos para que sean ellos quienes decidan entre los dos, 

Laban en respuesta a la propuesta planteada le sugiere hacer un pacto entre ambos, y 

que éste sirva de testimonio de reconciliación. Finalmente, Jacob acuerda con Laban 

que respetará y no dañará a sus hijas, poniendo a Dios como testigo y jurando por el 

cumplir con lo acordado. 

 

En este punto, es importante comprender el cumplimiento de los acuerdos entre 

las partes, en este caso específicamente, el temor a Dios es lo que genera el 

acatamiento de lo resuelto. No cabe duda que las formas precursoras del arbitraje se 

encuentran en las épocas más remotas de la historia de la humanidad.  

 

La justicia arbitral surgió en Grecia en el año 1520 A.C., los asuntos que se 

sometían a arbitraje eran aquellos de poca importancia que surgían entre las 

ciudades estados; y, en Atenas las leyes sobre el arbitraje daban al laudo carácter 

definitivo, es decir, inapelable. A medida que evoluciona el derecho y se organiza el 

Estado, el arbitraje adquiere carácter más o menos obligatorio, pierde su carácter 

voluntario y pasa a formar parte de la mecánica jurídica. 

 

Por otra parte, Roma ha sido considerada la patria del Derecho y por ello, sin 

duda fue la ciudad de árbitros, los romanos crearon esta institución con todos los 

elementos que actualmente posee; el sistema era práctico y ágil; la persona que 



deseaba resolver una controversia proponía a la otra el arbitraje, si la otra parte 

aceptaba se designaba un árbitro y con la decisión del mismo terminaba el litigio; 

pero en caso de rechazar la propuesta se consideraba que esa parte reconocía su falta 

declarándose vencida, es decir, la negativa equivalía a confesión. 

 

En Roma, durante el Imperio se dio un cambio fundamental en la justicia, el 

nuevo procedimiento estaba fundado en el Imperium5 del magistrado, que era 

competente para evaluar las alegaciones y emitir fallos; sin embargo, siguió 

subsistiendo la posibilidad de someter las controversias a un tercero designado, de 

común acuerdo, entre las partes sin intervención de autoridad pública alguna. 

Justiniano fue quien introdujo nuevas regulaciones y cambios. 

 

Dos pactos pretorios son los que dan paso al arbitraje privado, y son: el 

compromiso y el receptum arbitrii.  

 

El compromiso es un acuerdo con cláusula penal al que llegan los litigantes, para 

que la decisión de un particular de su confianza “arbitro” termine con el litigio, sin 

intervención de la autoridad pública competente en combinación con un juez privado 

que ella lo nombra o confirma. “El compromissum consiste en estipulaciones 

recíprocas mediante las cuales el legitimado pasivamente promete pagar una 

cantidad como pena si no cumple el laudo arbitral, y el legitimado activamente, 

                                                 
5
 ENCICLOPEDIA JURÍDICA OMEBA, “Tomo XIV”. Editorial Driskill S.A. SARANDI 1370. Buenos 

Aires – Argentina. Pág. 989. “Imperium*”.- El contenido de la palabra Imperium en la antigua Roma  

significaba el derecho de tener el supremo poder judicial, ejecutivo y militar. (*Por el Dr. Cornel  Zoltan 

Mehesz). 



promete atenerse al resultado del arbitraje”6. Se puede hacer compromiso sobre 

cualquier materia, a menos que se refiera al orden público o al estado de las 

personas. 

 

El receptum arbitrii, “es el pacto o convención por el que una persona se 

compromete a actuar como árbitro en cuestión que le es confiada por dos personas 

que tienen pendiente un litigio”7; consiste en aceptar el papel del árbitro entre las 

partes, ya que nadie está obligado a aceptar el cargo, pero si lo hace está obligado a 

cumplirlo, cuando un árbitro se comprometía a examinar y decidir el litigio y no lo 

cumplía, el juez podía obligarle a que cumpla su promesa, aún amenazándole con 

una multa. El receptum arbitrii se extingue por su cumplimiento o por la muerte del 

árbitro.  

 

En Roma, la elección de los jueces árbitros se realizaba entre personas calificadas 

por su buen proceder, si el árbitro no era experto en cuestiones jurídicas podía pedir 

consejos a aquellos que lo eran, los árbitros romanos no ordenaban nada, solamente 

ayudaban en base a sus conocimientos a resolver las disputas, y es por eso que la 

ejecución le correspondía al interesado y de esta misma forma procedían los jueces 

comunes; es decir, el árbitro romano era como un juez, con la única diferencia de 

que lo elegían las partes y no era impuesto por el Estado.  

 

                                                 
6
 BETANCOURT, FERNANDO “Derecho Romano Clásico”. Universidad de Sevilla. Tercera Edición. 

Sevilla  – España, 2007, pág. 254. 

 
7
 GARCÍA GARRIDO, Manuel Jesús. “Diccionario de Jurisprudencia Romana”. Madrid – España, 

2000, pág. 296. 



En este punto, se puede notar la similitud con el rol que desempeñan actualmente 

los árbitros, quienes únicamente declaran el derecho mediante el dictamen de un 

fallo, pero no tienen atribuciones para ejecutar los mismos; sin embargo también es 

posible, diferenciar el rol del juez en la antigüedad y actualmente, pues antes ellos 

no podían ejecutar los laudos arbitrales, pero en la actualidad, son los únicos 

facultados para realizar la ejecución del laudo. 

 

Otra diferencia que se encuentra es en lo relativo a la elección de los árbitros, ya 

que hoy por hoy, si se trata de un arbitraje en derecho, éstos deben ser abogados 

obligatoriamente y sólo al tratarse de un arbitraje en equidad, existe la posibilidad de 

que el árbitro no tenga conocimiento en derecho; antiguamente esto no era 

reconocido.  

 

La fuerza del laudo dependía del compromiso de las partes, pues, sin pacto de 

aceptación previa no había arbitraje y, es por esa razón, que arbitramento y 

compromiso se hicieron términos indisolubles. El laudo arbitral o sentencia arbitral 

era irrevocable, lo que significa que no era susceptible ni de apelación ni de 

ejecución forzada, esto debido a que no era un fallo judicial.8 Posteriormente, 

Justiniano dispuso que el laudo arbitral tuviera carácter obligatorio cuando las partes 

lo habían firmado o habían dejado pasar diez días sin oposición. Los tribunales 

romanos no podían ejecutar el laudo que se llegaba a dictar en una controversia. 

 

                                                 
8
 SOHM, Rodolfo. “Instituciones de Derecho Privado Romano”. Madrid – España, 1928, pág. 415. 



En conclusión, cabe destacar que las dos características principales del arbitraje, 

en Roma son: la necesidad de acuerdo previo de las partes y que los árbitros 

únicamente deciden, no ejecutan las resoluciones. Haciendo una breve comparación 

con la actualidad, para someterse al arbitraje, como método alternativo de solución 

de conflictos, las partes deben tener un acuerdo o compromiso arbitral previo, 

además, al igual que ocurría en la antigüedad, los laudos arbitrales no son 

susceptibles de apelación, y los árbitros juzgan pero no ejecutan lo juzgado, ya que 

la justicia ordinaria es la encargada de la ejecución de los fallos dictados por árbitros 

o tribunales arbitrales. 

 

1.2.2 Edad Media 

 

Según el tratadista francés François De Menthon9 la justicia en la Edad Media 

tiene un fuerte carácter arbitral. El arbitraje fue la forma de resolución de 

controversias por excelencia. 

 

En la Edad Media el Arbitraje se presenta como uno de los métodos de solución 

de controversias más aplicados en conflictos surgidos entre comerciantes, los cuales 

se resolvían dentro de los gremios, esto, debido a que los feudos carecían de una 

organización política, social - económica, se encontraban muy fragmentados, lo que 

hubiera significado que un fallo judicial fuera difícilmente acatado en otra 

jurisdicción y normalmente los conflictos surgían entre personas perteneciente a 

diferentes territorios feudales, siendo la autoridad casi nula. 

                                                 
9
 DE MENTHON, Francois. “Le role de l’arbitrage dans l’evolution  judiciaire”. Paris – Francia, 1926. 

Pág. 17. 



 

De este modo los gremios y corporaciones, se convierten en los sitios donde los 

miembros, burgueses, comerciantes y artesanos, buscan justicia, y para el efecto 

designaban como árbitros a los señores feudales o al mismo Rey. 

 

Según el tratadista Patricio Aylwin Azócar, a medida que los poderes reales se 

fortalecían, el arbitraje tendió a ser sometido al propio rey o a practicarse con su 

autorización, llegó al punto, en que el arbitraje sustituyó a la justicia pública.10 

 

En esta época, la burguesía encontró en el arbitraje, la forma ideal de dirimir con 

seguridad y rapidez sus conflictos comerciales entre gremios y corporaciones; y, la 

justicia del monarca que era lenta, fue dejada de lado por los nuevos mercaderes. 

 

Después de la caída del Imperio Romano, en Alemania se implantó un sistema 

especial, que tenía como característica la no escritura del derecho, y debido a esto la 

forma de resolver los conflictos era atendida por el derecho común no legislado. 

 

De acuerdo a lo anotado por la historia, en las viejas leyes germanas, se 

reconocían los acuerdos arbitrales para litigios futuros, pero éstas fueron desplazadas 

con la llegada del Derecho Romano y, es por eso, que durante los siglos VII y VIII 

la figura arbitral, prácticamente, desapareció. Sin embargo, con el Código Bárbaro y 

el Código de Prusia se vuelve a introducir esta figura. 

 

                                                 
10

 AYLWIN AZOCAR, Patricio. “El juicio arbitral”. Editorial Jurídica de Chile. Santiago de Chile – 

Chile, 2005, pág. 69. 



En el derecho español se reconoce al arbitraje, en el Fuero Juzgo o en la Ley de 

las Siete Partidas. Según el Fuero Juzgo, el Rey nombraba los jueces, y los 

particulares podían designar jueces árbitros compromisarios. El árbitro era 

considerado una especie de juez, y con el tiempo se fue otorgando a las sentencias 

arbitrales fuerza ejecutiva y valor de cosa juzgada. Además, se admitió un arbitraje 

especial, cuyo objeto era buscar la avenencia de los litigantes, éstos fueron los 

amigables componedores.  

 

En el Fuero Real, se acentuaron las características que dio el Fuero Juzgo al 

arbitraje, y se otorgó a los alcaldes facultad para constituir al arbitraje en 

procedimiento general. 

 

En la Ley de las Siete Partidas, se consolida definitivamente el aspecto 

jurisdiccional del arbitraje, se distingue entre avenidores que resuelven en derecho y 

arbitradores que actúan como amigables componedores. También reforzó lo relativo 

al cumplimiento del laudo, instaurando la pena como cláusula penal a quien lo 

incumplía. 

 

Tanto la Nueva como la Novísima Recopilación11 recogen las leyes dictadas por 

los Reyes de España, quienes, entendieron el sentido de dar fuerza ejecutiva a la 

sentencia arbitral. Sin embargo, la sentencia arbitral no podía ejecutarse por si sola, 

su ejecución se obtenía a través de una cláusula penal; una vez dictada la sentencia 

                                                 
11

 http://fama2.us.es/fde//ocr/2006/novisimaRecopilacionT5.pdf    

Novísima Recopilación de las Layes de España. TOMO V. Libro XI - De los Juicios Civiles, Ordinarios 

y Executivos. Título XVII - De la execucion de sentencias, y despacho de executorias. Ley IV - 

Execucion de las sentencias arbitrarias, con las calidades que se expresan. Pág 2I7 

http://fama2.us.es/fde/ocr/2006/novisimaRecopilacionT5.pdf


arbitral, la parte beneficiada pedía su ejecución, presentando el compromiso y la 

sentencia signada del Escribano Público, ante el Juez o Jueces para que la ejecuten, 

tomando en cuenta y aplicando la pena que se estipuló en el compromiso. Además, 

existía la posibilidad de que la otra parte reclame pidiendo la nulidad o apele la 

sentencia arbitral, en este caso el Juez inferior antes de ejecutar la sentencia 

analizaba si la misma era sujeto del reclamo y únicamente en caso de considerar 

acertado lo propuesto por el vencido, remitía al Presidente y Oidores para que 

resuelvan dicha apelación, si el Presidente y Oidores confirmaban la sentencia no 

había más suplicación o recurso alguno, pero si la misma era revocada, era posible 

suplicar ante ellos mismos quedando en su fuerza la ejecución.   

 

Al  final de la Edad Media, se comenzó a practicar el procedimiento de 

homologación ante el juez, quien dio a la sentencia arbitral fórmula de ejecución. 

Además, en esta época se marca la diferencia entre árbitro y amigable componedor, 

siendo el primero quien declaraba el derecho y el segundo quien no estaba sujeto a 

ninguna regla de procedimiento ni derecho. Es posible decir, que estas figuras 

actualmente se asemejan a: los árbitros iuris, quienes dictan su laudo ajustándose a 

las normas estrictas del derecho, con arreglo a la ley y procedimiento fijado, en de 

desarrollo de un arbitraje en derecho, en este caso los laudos deben ser motivados 

por lo que se requiere que los árbitros sean abogados. Y a los arbitradores o 

amigables componedores, quienes deciden según su leal saber y entender, de 

acuerdo a su sana crítica, dentro de un arbitraje en equidad, donde no se requiere que 

los árbitros sean abogados ni que motiven sus resoluciones. 

 



Las características principales del arbitraje en España son12: 

 

1. Reconocimiento explícito del arbitraje institucional 

2. Equiparación de consecuencias jurídicas entre cláusula compromisoria y 

compromiso arbitral 

3. Simplificación de las formas requeridas a la validez del acuerdo arbitral 

4. Los recursos, previstos en la legislación anterior, se unifican en el recurso de 

nulidad 

5. Regula la ley aplicable al arbitraje internacional 

6. Simplificación de los procedimientos 

 

1.2.3 Edad Moderna 

 

En esta época, en Francia, antes de la Revolución, mediante Ordenanzas de 1560 

y 1673 se estableció el arbitraje obligatorio para litigios familiares, conflictos entre 

socios comerciales, mercaderes y las cuentas de tutela y administración. 

 

En la Revolución, el arbitraje se extendió, y la Asamblea Constituyente estableció 

que éste era el medio más razonable para resolver conflictos entre ciudadanos. La 

Asamblea Constituyente elevó al arbitraje a principio constitucional y lo instauró 

como un derecho ciudadano para terminar litigios, este derecho no podía sufrir 

restricción alguna por parte del poder legislativo.  
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Durante la Revolución, se proclamaron eternos principios de razón y justicia, los 

mismos que fueron nombrados como “Principios de 1789”. En base al principio de 

soberanía del pueblo, se construyeron los principios de igualdad civil e igualdad ante 

la justicia. Asimismo, se organizó la justicia creando jueces de paz, tribunales 

civiles, criminales y de casación; el arbitraje surgió como una institución que dentro 

del dominio de la justicia fomenta el ideal de fraternidad entre los hombres. 13 Cabe 

anotar que la Convención Nacional reafirmó estos principios.  

 

La Ley 16 y 24 de agosto de 1790, estableció directrices en cuanto al arbitraje, así 

por ejemplo encontramos: que puede ser materia de arbitraje todas las cuestiones 

concernientes al interés privado de las partes; las apelaciones a las sentencias 

arbitrales estaban prohibidas, salvo que las partes se hubieran reservado 

expresamente esa facultad en el compromiso; al árbitro se lo consagró como figura 

paternal, alejándolo de la figura del juez de derecho común, surgiendo así el arbitraje 

como una justicia directa, simple, clara y principalmente pacífica que era 

administrada por los árbitros. 

 

El Código Napoleónico de Procedimientos Civiles, desde que fue elaborado hasta 

1925, exigía que el convenio arbitral señalara el objeto litigioso y los nombres de los 

árbitros, limitando así su validez y existencia del convenio, únicamente, para litigios 

presentes. Igualmente, el Código de Comercio permitía litigios sobre seguros 

marítimos y no fue sino hasta Diciembre de 1925 que el arbitraje se reconoció para 

litigios futuros. 
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Las características principales del arbitraje en Francia son14: 

 

1. Fortalecimiento de la autonomía de la voluntad 

2. Legislación autónoma para el arbitraje interno y para el arbitraje 

internacional 

3. Separabilidad de la cláusula arbitral 

4. Capacidad de los árbitros para decidir sobre su propia competencia 

5. Carácter prioritariamente económico del arbitraje internacional. 

 

Por otra parte, en 1698, el Parlamento Inglés aprobó la primera ley de arbitraje, 

en la cual se disponía unilateralmente que ninguna de las partes podía revocar el 

acuerdo arbitral, esto con el fin de fortalecer el proceso arbitral, sin embargo, no se 

dispuso la prohibición para revocar el nombramiento del árbitro. 

 

En Estados Unidos, el arbitraje casi no fue empleado, la posibilidad de revocar el 

acuerdo arbitral fue permisible hasta 1920. En 1926, se dictó la Ley de Arbitraje que 

consolidó el arbitraje a nivel interno. Actualmente, en Estados Unidos el arbitraje 

tiene dos niveles: el primer nivel, está regulado bajo las normas del Common Law15 
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que se encarga de solventar los problemas internos y el segundo nivel, se basa en la 

codificación y hace referencia a nivel internacional. 

 

Actualmente el arbitraje, en todos los países del mundo, cuyas legislaciones lo 

han incorporado, es una institución que se presenta como un mecanismo alternativo 

de solución de conflictos por la deficiencia e ineficacia de la administración de 

Justicia del Estado. 

 

Dentro de este contexto, el arbitraje adquiere gran importancia a nivel 

internacional, debido a la globalización y al sinnúmero de relaciones comerciales 

internacionales, que se dan día a día. 

 

En las legislaciones modernas, el arbitraje está sometido a ciertas limitaciones del 

poder público, ya que éste puede prohibir, ordenar, ignorar o condicionar el 

arbitraje; pero las ventajosas razones por las cuales se recurre al arbitraje, hacen que 

esta institución continúe vigente.  

 

Las causas más comunes que motivan a los interesados a acudir al sistema arbitral 

son: aspiración a una justicia mejor administrada, eficiencia, celeridad y solución 

definitiva de controversias susceptibles de transacción. 

 

Finalmente, cabe mencionar, que el desarrollo de la LEX MERCATORIA, que es 

el conjunto de normas y/o principios jurídicos, aplicables exclusivamente a los 

comerciantes, ha reforzado la vigencia del sistema arbitral, es más el arbitraje se ha 



establecido como obligatorio a partir del reconocimiento de la Lex Mercatoria en las 

Convenciones o Tratados Internacionales, en forma expresa o tácita. 

 

1.3 Nacimiento del Arbitraje en el Ecuador 

 

Los antecedentes del arbitraje en el Ecuador se remonta a épocas muy antiguas, la 

conciliación y el arbitraje aparecen regulados en nuestro ordenamiento jurídico en el 

Período Pre – Independiente, cuando Ecuador formaba parte de la Gran Colombia 

que pertenecía al imperio español, en la Constitución Política de la Monarquía 

Española, que fue promulgada en Cádiz el 19 de marzo de 1812.  

 

Esta Carta Magna contemplaba, en su Titulo V De los Tribunales y de la 

Administración de Justicia en lo Civil y Criminal, Capítulo II De la Administración 

de Justicia en lo Civil, al arbitraje como un arreglo de controversias por una vía 

distinta a la jurisdiccional, el Art. 280 señalaba que: “No se podrá privar a ningún 

español del derecho de terminar sus diferencias por medio de jueces árbitros, 

elegidos por ambas partes”16. Además, se le otorgaba al Alcalde de cada pueblo el 

oficio de conciliador, y se estipulaba que sin que se haya intentado el medio de 

conciliación, no era posible entablar pleito alguno.17 

 

En cuanto a la ejecución de las sentencias emitidas por los árbitros, el Art. 281 

indicaba que “La sentencia que dieren los árbitros se ejecutará si las partes, al 
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hacer el compromiso, no se hubieren reservado el derecho de apelar”18. Sin que 

exista ninguna disposición en contrario, respecto a las sentencias arbitrales, la 

ejecución le correspondía a los Tribunales, de acuerdo a lo señalado en el Art. 245 

de la Constitución de Cádiz de 1812 “Los tribunales no podrán ejercer otras 

funciones que las de juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado”19. De esta manera se 

fijaron las primeras bases de lo que sería el procedimiento arbitral.  

 

Durante las primeros años de vida Republicana, el arbitraje estuvo presente en el 

Ecuador como medio para resolver el problema limítrofe con el Perú, sometiendo el 

conflicto a la decisión del Rey de España, para que decida como un árbitro de 

derecho de manera definitiva e inapelable. Sin embargo, esta actuación por parte del 

Rey de España no se culminó, ya que en 1910 el Perú se anticipó, diciendo que no 

aceptaría el fallo arbitral si éste no convenía a sus intereses, esta actitud obligó al 

Rey a inhibirse de continuar interviniendo como árbitro en el litigio territorial entre 

Ecuador y Perú. 

 

Después de la agresión peruana en 1941, el Ecuador accedió a suscribir el 

Protocolo de Río de Janeiro de 1942, en él se determinó la línea divisoria entre los 

dos países y el Capitán de Navío Braz Diaz de Aguiar, actuó como árbitro, poniendo 

término definitivo al conflicto mediante el dictamen de su laudo. Pero 

posteriormente, el Perú apeló el referido laudo alegando irregularidad y pidiendo 

que se reviera el fallo pronunciado. El árbitro en oposición a la tradición jurídica 
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universal, de inapelabilidad de laudo arbitral, emitió un segundo fallo, acogiendo la 

pretensión peruana y perjudicando los intereses del Ecuador. 

 

En 1998, por medio de negociaciones directas, los Presidentes de Ecuador y Perú, 

firmaron un acuerdo de paz, el mismo que se logró después de solicitar a los 

garantes del Tratado de Río de Janeiro de 1942 que intervengan en calidad de 

árbitros y ambos países se comprometieron a respetar el fallo definitivo.20 

 

El arbitraje tiene sus inicios en nuestra codificación, en el año de 1960, con la 

promulgación del Código de Procedimiento Civil, en el Registro Oficial No. 81 del 

08 de Diciembre de 1960, el cual derogó al Código de Enjuiciamiento Civil 

promulgado el 16 de Enero de 1917, que no contenía preceptos sobre el arbitraje. 

 

El Código de Procedimiento Civil de 1960, incluyó por primera vez en su 

normativa, la Sección 23 “Juicio por Arbitraje”, y dispuso los principios 

fundamentales. Lamentablemente, las disposiciones no eran prácticas, y con el fin de 

sanear este vacío legal, el 23 de Octubre de 1963 la Junta Militar de Gobierno 

expidió la Ley de Arbitraje Comercial, mediante Decreto Supremo 735, en ella se 

brindaban normas acordes con la administración de justicia ágil en el ámbito 

mercantil. Se regulaba el arbitraje ante los tribunales de las Cámaras de Comercio de 

la República, creándose de ésta manera el arbitraje institucionalizado, además, 

tomando en cuenta la finalidad del arbitraje comercial los árbitros estaban facultados 

para decidir de acuerdo a su conciencia, criterio, en sentido de equidad, no estaban 
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obligados a someterse a otras normas que las de aquella Ley; en cuanto a la 

ejecución de las sentencias expedidas por los Tribunales de Arbitraje de las Cámaras 

de Comercio o por las entidades Nacionales o Internacionales de Arbitraje, o para el 

cumplimiento de las transacciones, se disponía que cualquiera de las partes podía 

pedir a los jueces ordinarios la ejecución de las mismas, para lo cual se requería 

presentar una copia del fallo o acta transaccional otorgada por el secretario del 

Tribunal o por la Notaría donde se protocolizó la transacción. Este decreto fue 

publicado en el Registro Oficial No. 90 de 28 de Octubre de 1963.21 

 

Todas las normas citadas anteriormente, fueron expresamente derogadas y 

sustituidas por la Ley de Arbitraje y Mediación, publicada en el Registro Oficial No. 

145 de 04 de Septiembre de 1997, hoy codificada y vigente mediante promulgación 

en el Registro Oficial No. 417 del 14 de Diciembre del 2006.  

 

La Ley de Arbitraje y Mediación ecuatoriana, reconoce el Sistema Arbitral, la 

Mediación asistida por un tercero neutral y la Mediación Comunitaria, como 

procedimientos o mecanismos alternativos de solución de conflictos, mediante los 

cuales las partes de mutuo acuerdo, someten las controversias susceptibles de 

transacción, es decir, los conflictos que versan sobre materia transigible, con el fin 

de poner término definitivo al conflicto. 
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La Ley de Arbitraje y Mediación, codificada y vigente, sobre la ejecución de los 

laudos arbitrales, señala en su Art. 32 que: “Ejecutoriado el laudo las partes 

deberán cumplirlo de inmediato. 

Cualquiera de las partes podrá pedir a los jueces ordinarios, que ordenen la 

ejecución del laudo o de las transacciones celebradas, presentando una copia 

certificada del laudo o acta transaccional, otorgada por el secretario del tribunal, 

el director del centro o del árbitro o árbitros, respectivamente con la razón de estar 

ejecutoriada. 

Los laudos arbitrales tienen efecto de sentencia ejecutoriada y de cosa juzgada y 

se ejecutarán del mismo modo que las sentencias de última instancia, siguiendo la 

vía de apremio, sin que el juez de la ejecución acepte excepción alguna, salvo las 

que se originen con posterioridad a la expedición del laudo”22. 

 

De acuerdo a la disposición legal antes transcrita, actualmente en el Ecuador los 

encargados de ejecutar los laudos arbitrales son los jueces ordinarios, una vez que se 

han ejecutoriado y solicitado por cualquiera de las partes. Los laudos arbitrales 

tienen efecto de sentencia ejecutoriada y cosa juzgada, por lo que su ejecución se 

realiza como sentencia de última instancia mediante vía de apremio, no es aceptable 

excepción alguna, salvo las originadas después de la emisión del laudo.   

 

En el aspecto constitucional, la Asamblea Nacional Constituyente, que aprobó la 

Constitución Política de la República del Ecuador, el 05 de Junio de 1998, en su Art. 
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191, inc. 323, reconoció el arbitraje, la mediación y otros procedimientos alternativos 

para la resolución de conflictos. Esta fue la primera Constitución de nuestro país que 

registró la institución del arbitraje y otros procedimientos alternativos para la 

solución de conflictos, en su texto. 

 

Finalmente, la Constitución de la República del Ecuador, expedida en 

Montecristi, el 25 de Julio del 2008 y publicada en el Registro Oficial No. 449 de 20 

de Octubre del 2008, reconoce en su Título IV, Capítulo IV, Sección Octava 

“Medios Alternativos de Solución de Conflictos”, Art. 19024, a la institución del 

arbitraje. 

  

1.4 Definición de Arbitraje 

 

Siendo el arbitraje uno de los métodos alternativos de solución de conflictos es 

preciso señalar algunas definiciones que dan los tratadistas, ya que, es importante 

conocerlas para enriquecer el análisis del tema que se está estudiando.   

 

El tratadista Patricio Aylwin Azócar define el arbitraje como “aquel a que las 

partes concurren de común acuerdo o por mandato del legislador y que se verifica 

ante tribunales especiales, distintos de los establecidos permanentemente por el 
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 Art. 190.- Se reconoce el arbitraje, la mediación y otros procedimientos alternativos para la solución de 
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naturaleza se pueda transigir. 

 

En la contratación pública procederá el arbitraje en derecho, previo pronunciamiento favorable de la 

Procuraduría General del Estado, conforme a las condiciones establecidas en la ley.  



Estado, elegidos por los propios interesados o por la autoridad judicial en subsidio, 

o por un tercero en determinadas ocasiones”. 25 

 

De igual manera, otros tratadistas como Mongalvy, Glasson Tissier, Morel y 

Roque Caivano señalan que el arbitraje pertenece a la jurisdicción voluntaria, por lo 

tanto, nace de la voluntad de las partes y a veces del propio legislador, dando a los 

particulares la oportunidad para pronunciarse sobre una o más controversias siempre 

que estas no sean de las que se encuentran expresamente prohibidas de ser sometidas 

a arbitraje.26  

 

De acuerdo a Miranda el arbitraje es “una contienda entre partes sometida a 

voluntad o forzosamente al conocimiento y resolución de terceros elegidos por ellos 

o por la autoridad judicial en subsidio”. 27 

 

Según su diccionario, Guillermo Cabanellas define al Arbitraje como “la acción o 

facultad de arbitrar y el juicio arbitral. Toda decisión dictada por un tercero, con 

autoridad para ello, en una cuestión o asunto”. 28 
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Según lo dispuesto en la Ley de Arbitraje y Mediación, “El sistema arbitral es un 

mecanismo alternativo de solución de conflictos al cual las partes pueden someter 

de mutuo acuerdo, las controversias susceptibles de transacción, existentes o 

futuras para que sean resueltas por los tribunales de arbitraje administrado o por 

árbitros independientes que se conformaren para conocer dichas controversias.”. 29 

 

En concordancia con lo anteriormente expuesto, el criterio de Leonello Bertini 

Chiriboga es el siguiente: “el arbitraje es el mecanismo jurisdiccional, reconocido 

por la ley, mediante el cual las partes, previo convenio someten sus controversias 

susceptibles de transacción, para que sean resueltas ante un Tribunal privado 

distinto a la justicia ordinaria”. 30 

 

En conclusión, las definiciones precedentes permiten establecer que el arbitraje es 

un procedimiento, mecanismo o método alternativo de solución de conflictos al cual 

las partes en controversia, de mutuo acuerdo, se pueden acoger para que se resuelvan 

los conflictos susceptibles de transacción tanto presentes como futuros, asimismo, se 

aprecia una voluntad de las partes de delegar la jurisdicción a tribunales arbitrales o 

árbitros independientes, para que ellos se encarguen de resolver el conflicto de 

manera rápida, eficiente y eficaz  como no suele suceder con los órganos estatales de 

justicia.  

 

                                                 
29

 www.lexis.com.ec  Ley de Arbitraje y Mediación, Codificación. Registro Oficial 417, de 14 de 

Diciembre de 2006. Art. 1. 

 
30

 BERTINI CHIRIBOGA, Leonello. “Acción de Nulidad de Laudos Arbitrales”. Editorial El Conejo. 

Quito – Ecuador, 2008, pág.23. 

http://www.lexis.com.ec/


1.5 Naturaleza Jurídica del Arbitraje 

 

El arbitraje es una institución compleja y la cualidad que el derecho y los 

tribunales tomen, en relación, con los procedimientos y el laudo arbitral depende, de 

la concepción de naturaleza jurídica de esta institución. Los elementos contractuales, 

procedimentales y jurisdiccionales, son los que han creado varias doctrinas acerca de 

su naturaleza jurídica. 

 

Tomando la siguiente frase de Platón, se puede tener una clara descripción de los 

rasgos generales de la naturaleza del arbitraje: “los primeros jueces serán los que el 

demandante y demandado hayan elegido de común acuerdo a los que corresponde 

mejor que nombre de jueces, el de árbitros y el más sagrado de todos los Tribunales 

debe ser el que las partes mismas hayan creado y hayan elegido de común 

acuerdo”.31 

 

La doctrina no ha coincidido sobre la naturaleza jurídica del arbitraje, por lo que 

existe un debate entre dos teorías principales: la contractualista y la 

jurisdiccionalista; sin embargo, existen dos teorías que sostienen que no es posible 

encasillar la naturaleza jurídica de la institución, en ninguna de las teorías 

anteriormente nombradas, éstas teorías son: la mixta y la autónoma. 

 

Para analizar la naturaleza jurídica del arbitraje y forjarse una opinión propia, es 

necesario conocer las características que encierra cada una de las teorías, los 
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argumentos en los que los seguidores se apoyan, servirán de base para realizar 

finalmente una crítica personal. 

 

1.5.1 Tesis Contractualista 

 

Esta tesis sostiene que por depender del voluntario sometimiento de las partes, el 

arbitraje tiene naturaleza contractual y privada; la voluntad genera mayor confianza 

ya que las partes eligen a la persona o institución para dirimir sus controversias, 

además tienen la posibilidad de determinar el procedimiento en la cláusula o 

convenio arbitral. 

 

Quienes apoyan esta teoría niegan la supremacía o control del Estado sobre el 

Arbitraje y alegan que la esencia del arbitraje radica en la voluntad y consentimiento 

de las partes. El punto central de esta teoría, es que todo el procedimiento arbitral 

está basado en acuerdos contractuales y tanto el acuerdo como el laudo arbitral lo 

reflejan.32 Esta teoría es defendida principalmente por Mattirolo, Rocco, Guasp, 

entre otros. 

 

La tesis contractual considera principalmente el origen del arbitraje, esto es, que 

surge del convenio arbitral, y que las partes así como pueden transigir la 

controversia también pueden comprometerla en árbitros, además, mantiene que son 

privadas las funciones de los árbitros y que las relaciones entre éstos y las partes se 
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rigen por el derecho privado. Del mismo modo establece que el proceso que se 

desarrolla y el resultado, o sea el laudo arbitral, son privados. 

 

Cabe destacar que esta tesis encuentra un importante argumento en la falta de 

imperium del árbitro, ya que la imposibilidad de ejercer coerción para obtener el 

cumplimiento forzoso del laudo arbitral, vigoriza el concepto que el árbitro no ejerce 

una verdadera jurisdicción, por cuanto ésta lleva implícita la fuerza coercitiva 

emanada del poder del Estado; los árbitros únicamente tienen la facultad de juzgar, 

pero no tienen la posibilidad de ejecutar lo juzgado, ya que la ejecución del laudo 

arbitral esta atribuida sólo a los órganos jurisdiccionales del Estado. 

 

Según Chiovenda el árbitro no es funcionario público, no tiene jurisdicción ni 

propia ni delegada, sus facultades se derivan de la voluntad de las partes de 

conformidad con la ley y su decisión es irrevocable por la voluntad de las partes, 

pero no es ejecutiva.33 La efectividad del laudo proviene del compromiso que las 

partes asumieron de acatarlo, no teniendo por ello las características propias de una 

sentencia judicial.34 

 

De la misma manera, la naturaleza contractual del arbitraje se refleja en sus 

consecuencias, pues las partes se comprometen a resolver sus controversias 

mediante un acuerdo arbitral y en esta decisión no influye el Estado, por lo que, en 

                                                 
33

 CHIOVENDA, Guiseppe. “Principios del Derecho Procesal Civil”. Trad. Casais Santalo. Tomo I. 

Madrid – España, 1922. Pág. 127. 

 
34

 CAIVANO, Roque. “Arbitraje”. Editorial Ad-Hoc. Buenos Aires – Argentina, 2000. Pág. 95. 



caso de que una de las partes falte a su palabra, el resultado del pacto “laudo” se 

ejecuta como un contrato35. 

 

Hay quienes mantienen que el arbitraje es un caso particular de libertad 

contractual y que la autonomía de la voluntad es la que da origen a un sistema de 

justicia privada. Se ha sostenido que el árbitro es un agente de las partes, autorizado 

para emitir un fallo que solucione la controversia, se ha querido inclusive asimilar su 

actuación a la de un mandatario. 

 

Partiendo de la teoría, que el arbitraje es un contrato en sí, algunos tratadistas han 

mencionado que el Mandato es la figura análoga dentro del derecho privado al 

arbitraje. El Mandato según el Código Civil es “un contrato en que una persona 

confía la gestión de unos o más negocios a otra, que se hace cargo de ellos por 

cuenta y riesgo de la primera. La persona que confiere el encargo se llama 

comitente o mandante, y la que lo acepta apoderado, procurador, y en general, 

mandatario”36.  

 

Cabanellas señala que “el mandato en Derecho Civil, es un contrato por el cual 

una de las partes, llamada mandante, confía su representación, el desempeño de un 
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servicio o la gestión de un negocio, a otra persona, el mandatario, que acepta el 

cargo”37. 

 

El Mandato es un contrato por el cual una persona confía a otra la gestión de uno 

o varios negocios, haciéndose ésta cargo de ellos por cuenta y riesgo de la primera. 

Puede ser gratuito o remunerado, la remuneración se llama honorario y es 

determinada por convención de las partes antes o después del contrato. El contrato 

de mandato se perfecciona por la aceptación del mandatario, aceptado el mandato 

puede el mandatario retractarse, mientras el mandante tenga aptitud de ejecutar el 

negocio por sí mismo o por diversa persona. Existe la posibilidad que existan uno o 

más mandantes y uno o más mandatarios. El contrato de mandato puede terminar 

por la revocatoria del mandante o por la renuncia del mandatario. 

 

Los doctrinarios que le otorgan carácter contractual al arbitraje, tomando en 

cuenta la voluntad de las partes y la designación de los árbitros; consideran al árbitro 

como un mandatario de las partes y aseguran que la decisión arbitral no es 

propiamente una sentencia sino la ejecución del mandato por el compromisario. 

 

Así se considera al árbitro como un mandatario de las partes, quienes le delegan 

la función de resolver el conflicto, sin embargo, no se toma en cuenta que el 

“mandante” no puede revocarle el “mandato” al árbitro una vez que éste haya 

aceptado la designación, las partes en el caso de tener una relación con el árbitro que 

les permita dudar de su imparcialidad pueden recusarlos, de la misma manera los 
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árbitros en estos casos pueden abstenerse de conocer la controversia. Además, el 

árbitro no está sometido a instrucciones u órdenes de las partes, así mismo las 

medidas que tome en el proceso o en el laudo no están sometidas a la representación 

propia del mandato, es decir, el árbitro no actúa como representante, ni a beneficio 

de la parte.  

 

Entre las partes y el árbitro no hay el vínculo que existe en el mandato 

propiamente dicho en este caso el árbitro es designado por las partes, pero a su vez 

las partes se comprometen a aceptar el laudo arbitral, el papel del árbitro es dirimir 

la controversia entre las partes, de acuerdo a lo expresado en la clausula arbitral y no 

de un contrato entre las partes y el árbitro. 

 

Por las consideraciones expuestas, el arbitraje no puede ser considerado un 

contrato de mandato.  

 

Finalmente, cabe mencionar que la teoría contractual presenta algunos problemas, 

los mismos que se detallan a continuación: 

 

 La ley admite que determinadas controversias sean separadas del 

conocimiento de los jueces ordinarios, para ser conocidas por particulares que gozan 

de la confianza de los litigantes, y para ello habilita un sistema alternativo que le 

otorga una serie de atribuciones que afirman su naturaleza jurisdiccional. 

 



 Existen dos características esenciales que fundamentan el carácter 

jurisdiccional del arbitraje: las atribuciones que poseen los árbitros para decidir 

controversias que se han sometido a ellos y la obligatoriedad del laudo, que es la 

característica de los actos de autoridad. 

 

 La mera autonomía de la voluntad de las partes, es insuficiente para 

fundamentar la institución, pues si bien los árbitros gozan de gran libertad de acción 

convenida en el cláusula arbitral, no por ello deja de existir un control Estatal, ya 

que éste no puede ser suprimido totalmente. 

 

 El arbitraje aparentemente resulta de un contrato, pero se trata de un contrato 

con características particulares, pues de él se deriva como efecto primordial la 

atribución de jurisdicción a un tercero imparcial para que dirima una controversia. 

 

 Los árbitros pese a ser particulares, quedan revestidos de jurisdicción porque 

la ley ha concedido a la partes darles esa jurisdicción mientras dure el desempeño de 

sus funciones hasta la resolución de la controversia. El Código de Procedimiento 

Civil, en su Art. 538 establece que ejercen jurisdicción los árbitros, los tribunales de 

conciliación y el arbitraje; además el Art. 17 del mismo cuerpo de leyes, reconoce 

que “ejercen jurisdicción convencional los jueces árbitros”39. 
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 El poder de los árbitros para administrar justicia proviene del ordenamiento 

jurídico, que establece que sus funciones son similares a las de los jueces, 

equiparando los efectos de sus sentencias, al señalar que los laudos se ejecutan por 

vía de apremio y tiene efecto de cosa juzgada. La Ley de Arbitraje y Mediación 

establece las directrices de la ejecución en su Art. 32. 

  

 Es inexacto que el Estado brinda a los laudos la protección inherente a los 

contratos, pues como se ha mencionado, se les reconoce el mismo valor que las 

sentencias. 

 

 También es inadmisible admitir que el árbitro reciba directrices, indicaciones 

u órdenes sobre las medidas a seguir o las decisiones a tomar; como ocurre en el 

Contrato de mandato, donde el mandatario recibe órdenes del mandante. 

 

 Lo esencial de la jurisdicción radica en la intervención de un tercero ajeno a 

las partes, imparcial, que emita una decisión vinculante y obligatoria. La sentencia 

es el acto que plasma el juzgamiento y la solución al conflicto, las partes quedan 

obligadas a acatar lo decidido por el tercero a cuya jurisdicción se encuentran 

sometidos, y en caso de falta de cumplimiento espontáneo se habilitan acciones para 

ejecutar la sentencia, se ejerce la fuerza para que se cumpla. 

  

 La falta de imperium no es un obstáculo para negar la facultad jurisdiccional 

de los árbitros, ya que el Estado brinda adecuado respaldo al prestar auxilio de la 

fuerza pública, en los casos que se requieran. No permite que el árbitro ejerza por sí, 



pero pone a su disposición la coerción para que el cometido arbitral se lleve a cabo, 

ejecución de medidas cautelares y laudo arbitral. 

 

 Esta teoría pierde total fundamento en el caso del arbitraje forzoso, ya que 

éste es impuesto de forma legal y no se origina en un acuerdo ni voluntad de las 

partes. 

 

1.5.2 Tesis Jurisdiccionalista 

 

Para la tesis jurisdiccionalista, el propio Estado a través de sus leyes reconoce la 

posibilidad de resolver las controversias susceptibles de transacción, mediante un 

sistema alternativo de solución de conflictos y faculta a particulares para que 

resuelvan conforme a derecho o equidad las mismas. 

  

Esta teoría se basa, fundamentalmente, en que por ser reconocida por la ley y 

tener el laudo arbitral el carácter de sentencia ejecutoriada, es jurisdiccional. 

Además los dictámenes de los árbitros son equivalentes a los de los jueces de la 

justicia ordinaria, es decir, que aparte de poner fin al litigio son exigibles 

judicialmente. 

 

La doctrina jurisdiccional es sostenida por Laurent, Glasson, Tissier, Morel, 

Manresa, Fedozzi, Montara y otros.40  
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Los procesalistas anotados expresan que, efectivamente el poder del árbitro se 

deriva del compromiso de las partes, pero la función que desempeña es la de juez 

independiente, toma en cuenta los intereses de la justicia, y dicta sus fallos en 

derecho o equidad pero libremente, sin otra consideración que su conciencia y la ley. 

De esta forma desempeñan función jurisdiccional y sus resoluciones tienen carácter 

de verdaderas sentencias, de título ejecutorio y la vía de apremio es la indicada para 

su cumplimiento forzoso. 

 

Por lo que, al ejercer los árbitros una actividad que le interesa particularmente al 

Estado, como es el acceso a una justicia eficiente, administrada por las partes dentro 

de su esfera de libertad y en el marco de sus derechos, no es posible negar el carácter 

jurisdiccional del arbitraje.  

 

En defensa de esta teoría también se menciona que en el caso de arbitrajes 

forzosos, donde su sometimiento es impuesto legalmente, ni siquiera es posible 

hablar de un origen contractual; por lo que los contractualistas deben aceptar que 

existe esta excepción a la regla general que siguen, la misma que determina que el 

arbitraje se da únicamente por el acuerdo de voluntad entre las partes a someterse a 

él.    

 

“La esencia del arbitraje se encuentra en la identidad de fondo de la función 

jurisdiccional otorgada a los Tribunales, instituida por la ley de modo excepcional y 

temporario a los jueces privados que son los árbitros. De ello resulta destacable 

que el arbitraje es un verdadero juicio, que el laudo tiene autoridad de cosa 



juzgada41, con independencia de la fuerza ejecutoria que le confieren las normas del 

exequátur42”.43 

 

Esta tesis se apoya en cuatro pilares fundamentales: la existencia de una 

controversia o conflicto, el requerimiento de un tercero para que lo resuelva, la 

formación de un proceso, y la kompetenz-kompetenz consagrada por la ley, para que 

los árbitros se pronuncien sobre su propia competencia.  

 

“El carácter jurisdiccional defendido originariamente por el autor Lainné en 

1899, ha sido apoyado por la doctrina y la jurisprudencia belga, así como por la 

doctrina francesa. Quienes defienden la teoría jurisdiccional suelen disimular una 

intención: la de jerarquizar al Estado. Éste será en cada caso el que admita o 

reniegue del arbitraje, él impondrá las leyes que lo rijan”.44 
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La tesis jurisdiccional, al igual que la contractual presenta problemas que le 

impiden consolidarse como naturaleza jurídica del arbitraje, siendo éstos: 

 

 El origen inmediato del arbitraje es el acuerdo entre las partes. 

 

 La fuente inmediata de la autoridad de los árbitros es convenio celebrado 

entre las partes. 

 

 Las partes por autonomía de su voluntad, invisten a los árbitros de facultades 

suficientes para resolver sus litigios. 

 

 Los árbitros adquieren facultades limitadas, en razón de la materia y del 

tiempo. Solamente pueden resolver sobre materias susceptibles de transacción, su 

autoridad  alcanza exclusivamente a los asuntos que les fueron sometidos; por otra 

parte sus funciones son temporales, no permanentes como en el caso de los jueces 

comunes, pues terminan al momento de emitir su resolución. 

 

 Los árbitros carecen de imperium, emiten un fallo, juzgan pero no pueden 

ejecutar lo juzgado, no tienen poder de coacción. Sus resoluciones deben ser 

ejecutadas por un juez ordinario que posee jurisdicción. 

 

 Los laudos derivan su obligatoriedad de la voluntad de las partes. 

 



 La jurisdicción arbitral establecida por la ley es de excepción, ya que los 

particulares no están obligados normalmente a someter a ella sus conflictos. 

 

 El Derecho Privado realiza importantes aportes al arbitraje, por ejemplo el 

Derecho Civil y el Derecho Comercial, por lo que no puede darse exclusivamente un 

enfoque procesalista al arbitraje, ya que si bien el trámite y procedimiento es parte 

importante, no es la única, su esencia es ser un verdadero sistema de resolución de 

conflictos. 

 

1.5.3 Teoría Mixta o Ecléctica 

 

Esta corriente reconoce e integra las dos teorías anteriores, afirmando que además 

de que el arbitraje depende del sometimiento voluntario de las partes, la resolución 

de los árbitros tiene carácter de cosa juzgada, lo cual hace que el laudo sea 

plenamente exigible como en el caso de una sentencia emitida por un juez de la 

justicia ordinaria.45 

 

Es un punto intermedio entre los contractualistas y los procesalistas, ya que no se 

reconoce totalmente la teoría jurisdiccional ni a la contractual, sino que se toma lo 

esencial de cada una para evidenciar que en el arbitraje participa tanto el carácter 

contractual como el jurisdiccional. 
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Existen varios autores que, con la intención de armonizar ambas teorías, han 

aportado con sus razonamientos dando lugar a la teoría mixta; y es así como 

Cremades considera que se “constituye en algo más que un puro contrato para 

configurarlo en una verdadera jurisdicción. El contrato de arbitraje genera, en 

virtud de la autonomía de la voluntad de las partes, una jurisdicción privada, 

aunque sometida a efectos de legalidad al control de los jueces y tribunales”. 46 

 

Sin embargo, esta tesis, brinda al arbitraje una estructura “sui generis”, puesto 

que se compone de una parte contractual y otra jurisdiccional que en la técnica 

jurídica se denomina jurisdicción convencional47. 48 

 

Dalloz y Mongalvy49 definen al arbitraje como jurisdicción y califican a los 

árbitros de jueces, sin embargo, Dalloz indica que las relaciones entre el árbitro y las 

partes  constituyen una especie de mandato; y, Mongalvy por su parte considera que 

el compromiso participa del mandato, que los árbitros pueden ser equiparados a 

mandatarios y sus funciones son a la vez de mandatarios y de jueces. 
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Según esta teoría los árbitros son jueces instituidos por el Estado, pero designados 

por las partes, es una institución contractual por su origen y procesal por sus efectos. 

 

En definitiva, se puede señalar que la teoría mixta reconoce y regula el ejercicio 

de la jurisdicción por parte de los árbitros, en la misma ley, sin desconocer que su 

origen es absolutamente contractual. Pero también reprocha a los defensores de cada 

teoría, a los contractualistas les critica que no tomen en cuenta que la Ley es la que 

le otorga el valor, los efectos y la ejecutabilidad de una sentencia y que además, 

autoriza al arbitraje como medio para solucionar determinados conflictos; y a los 

procesalistas, que olviden que sin acuerdo arbitral no es posible el arbitraje 

voluntario.   

 

1.5.4 Teoría Autónoma 

 

Esta teoría observa al arbitraje desde una óptica diferente, indica que el arbitraje 

es una institución autónoma, ni contractual, ni jurisdiccional, sino que participa de 

varios caracteres, dándole al arbitraje un perfil propio, dicho perfil está estructurado 

por las particularidades de la normativa legal que lo crea y adecuado a las 

circunstancias de cada país. 

 

La teoría autónoma establece que no es posible visualizar la naturaleza jurídica 

del arbitraje con carácter universal y es por ello que considera que es una institución 

independiente con características propias que se derivan de la ley y de las 

peculiaridades del Estado en que debe regir, es decir, depende el ordenamiento 



jurídico del Estado que reconoce al arbitraje como método alternativo de solución de 

conflictos. 

 

Tomando este concepto, se puede decir que la ejecución del laudo arbitral, no se 

realiza ni como un contrato ni como una sentencia, así como lo sostienen los 

contractualistas y procesalistas respectivamente, sino que depende de las leyes 

establecidas en cada país, las mismas que pueden variar por no existir una costumbre 

universal. 

  

1.6 Clases de Arbitraje 

 

La clasificación del arbitraje es muy diversa, algunos autores sostienen que son 

variantes de un mismo método, con determinadas características propias. A 

continuación se explicarán las más importantes: 

 

1.6.1 Árbitros Libres o Arbitraje Institucional 

 

Esta clasificación se deprende del modo de elección de los árbitros, las partes son 

las que escogen entre estos dos sistemas. 

 

Arbitraje Libre o Ad-Hoc 

 

La doctrina establece que en el arbitraje Ad-Hoc las partes convienen el 

procedimiento y el derecho aplicable, cuidando las garantías básicas; su 



organización es de manera individual, caso por caso y las partes establecen 

directamente el tribunal para decidir un determinado litigio, luego de lo cual éste se 

disuelve; no existe ninguna institución o centro de arbitraje que administre el 

sistema, así como tampoco ningún mecanismo predeterminado. 

 

Esta clase de arbitraje da mayor seguridad a las partes pues ellas creen controlar 

el desenvolvimiento del proceso. Una virtud que se debe reconocer a esta 

clasificación es que sirve de fuente de derecho procesal arbitral. 

 

Existen dos formas en el arbitraje ad-hoc: el estricto, en que las partes establecen 

su propio reglamento; y el amplio, en que las partes se someten a un reglamento 

prefijado.50 

 

Nuestro ordenamiento jurídico reconoce este tipo de arbitraje, el Art. 1 de la Ley 

de Arbitraje y Mediación establece que: “El sistema arbitral es un mecanismo 

alternativo de solución de conflictos al cual las partes pueden someter de mutuo 

acuerdo, las controversias susceptibles de transacción, existentes o futuras para que 

sean resueltas por los tribunales de arbitraje administrado o por árbitros 

independientes que se conformaren para conocer dichas controversias.”51 lo 

subrayado es mío.  
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El mismo cuerpo legal indica en su Art. 2 que el arbitraje “… es independiente 

cuando se realiza conforme a lo que las partes pacten, con arreglo a esta ley”.52 Por 

otra parte, en el Art. 16, inc. 6 estipula que para la designación de los árbitros “… 

tratándose de arbitraje independiente, las partes designarán en el convenio arbitral 

al árbitro o árbitros principales y al alterno que deban integrar el tribunal. …”53; 

también el Art. 17, inciso final señala que “… Para el caso de árbitros 

independientes el tribunal se posesionará ante un notario y actuará como secretario 

la persona designada por los propios árbitros.”54 

 

Finalmente, en cuanto a la ejecución del laudo arbitral se está a lo dispuesto en el 

Art. 32 de la Ley de Arbitraje y Mediación, el mismo que indica en su parte 

pertinente que “…Cualquiera de las partes podrá pedir a los jueces ordinarios, que 

ordenen la ejecución del laudo o de las transacciones celebradas, presentando una 

copia certificada del laudo o acta transaccional, otorgada por el secretario del 

tribunal, el director del centro o del árbitro o árbitros, respectivamente con la razón 

de estar ejecutoriada…”55lo subrayado es mío; en el caso de arbitraje independiente 

el árbitro o árbitros ad-hoc son los encargados de entregar una copia certificada del 

laudo con la razón mencionada, para que sea ejecutado por un juez ordinario.  
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Arbitraje Institucional o Administrado 

 

En el arbitraje institucional las partes convienen dirimir sus diferencias 

susceptibles de transacción ante instituciones especializadas, que brindan mayor 

eficacia, es decir, en un centro de arbitraje que posee un reglamento propio al cual 

las partes han convenido someterse. 

 

La Ley de Arbitraje y Mediación en su Art. 2 señala que: “el arbitraje es 

administrado cuando se desarrolla con sujeción a esta ley y a las normas y 

procedimientos expedidos por un Centro de Arbitraje…”56.  

 

Los centros de arbitraje son los que establecen la organización, aportando desde 

su infraestructura hasta los profesionales y normas de desenvolvimiento específico.  

 

Normalmente los Centros de Arbitraje y Mediación regulan en su reglamento 

interno parámetros principales del sistema, entre los cuales se encuentra: la 

designación de árbitros, el idioma, el plazo, resolver sobre la recusación de los 

árbitros y en general asegurar el cumplimiento del debido proceso.  

 

Esta clase de arbitraje está respaldado por el prestigio y responsabilidad 

profesional de los miembros de estas instituciones, garantizando de esta manera un 

desempeño jurídico y ético de excelencia. Su objetivo es facilitar el trámite haciendo 

que el sistema elegido por las partes cumpla las expectativas de celeridad procesal. 
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En nuestra legislación, la Ley de Arbitraje y Mediación establece en el Art. 16, 

inc. 3, en lo relativo a la designación de los árbitros en arbitraje administrado que: 

“… Las partes, de común acuerdo, podrán designar árbitros de fuera de la lista 

presentada por el respectivo centro. …”57, es decir, da una opción más a las partes 

para el nombramiento de árbitros. 

 

Referente a la ejecución del laudo arbitral, la parte interesada debe solicitar una 

copia certificada del laudo con la respectiva razón de estar ejecutoriada, para ser 

presentada ante un juez ordinario, en el caso de arbitraje institucional, este 

documento es proporcionado por el secretario del tribunal o el director del centro, 

según lo establecido por el Art. 32 de la Ley de Arbitraje y Mediación.58 

 

Ventajas y Desventajas del arbitraje libre y arbitraje administrado 

 

 El arbitraje independiente ofrece a las partes mayor flexibilidad y libertad en 

la elección de árbitros y reglas de procedimiento; sin embargo la falta de acuerdo de 

las partes puede acabar con esta ventaja. 

 

 El arbitraje ad-hoc es menos costoso que el arbitraje institucional pues no es 

necesario pagar las tasas que perciben las instituciones especializadas. 
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 Un juicio arbitral puede ser más rápido si es sometido a un arbitraje libre ya 

que en su medida las partes pueden establecer un procedimiento específico para ese 

litigio. 

 

 

 El arbitraje administrado simplifica y agiliza la celebración del acuerdo 

arbitral, pues las partes se someten a reglamentos ya elaborados que previenen 

eventualidades durante el proceso. 

 

No es posible determinar la conveniencia de un sistema, lo óptimo es observar el 

caso concreto para definir cuál de los sistemas es el apropiado, tomando en cuenta 

las partes y las circunstancias. 

 

1.6.2 Árbitros Iuris o Amigables Componedores 

 

Esta categoría define la actuación de los árbitros y la naturaleza de la decisión, a 

continuación se indicarán las características generales de cada clasificación. 

 

Dentro de nuestro ordenamiento jurídico la Ley de Arbitraje y Mediación en su 

Art. 3  establece que “Las partes indicarán si los árbitros deben decidir en equidad 

o en derecho, a falta de convenio, el fallo será en equidad. …”.59 
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Arbitraje en Derecho 

 

Según la doctrina, el árbitro iuris dicta su laudo ajustado a las normas estrictas de 

un derecho determinado, con arreglo a la ley y procedimiento fijado. En este tipo de 

arbitraje se exige generalmente que el laudo o resolución sea motivada y que los 

árbitros encargados de resolver la controversia sean abogados. 

 

El Art. 3, inciso 3 de la Ley de Arbitraje y Mediación establece que “… Si el 

laudo debe expedirse fundado en derecho, los árbitros deben atenerse a la ley, a los 

principios universales del derecho, a la jurisprudencia y a la doctrina. En este caso 

los árbitros deben ser abogados”. 60 

 

Existe una similitud entre la forma de actuar y resolver del árbitro iuris y el juez, 

ambos deben decidir en base al derecho positivo, con carácter jurídico y 

fundamentando sus resoluciones. 

 

En los casos de arbitrajes en derecho, para lo que no se encuentre previsto en la 

Ley se está a lo dispuesto en normas supletorias, así el Art. 37 de la Ley de Arbitraje 

y Mediación lo señala, “En todo lo que no esté previsto en esta Ley, se aplicarán 

supletoriamente las normas del Código Civil, Código de Procedimiento Civil o 
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Código de Comercio y otras leyes conexas, siempre que se trate, de arbitraje en 

derecho.”61 

 

Arbitraje en Equidad 

 

El amigable componedor o arbitrador decide según su leal saber y entender, es 

decir de acuerdo a su sana crítica, sin embargo, debe sujetarse a las reglas del debido 

proceso, esto debido a que debe garantizarse que el desarrollo y resolución del litigio 

sean justos respetando las reglas generales, evitando la arbitrariedad. 

 

En esta clase de arbitraje no se exige que el laudo sea motivado, ni que los 

árbitros sean abogados; de todos modos, cabe anotar que la mayoría de la doctrina es 

partidaria de la conveniencia de motivar los laudos, independientemente que los 

árbitros que resolvieron el litigio lo hayan hecho conforme a derecho o en equidad. 

 

Tomando en cuenta lo mencionado por la doctrina, se puede decir, que pese a que 

los árbitros en equidad no están obligados a explicar fundadamente su decisión, es 

preferible que se expresen los motivos en los que se sustenta, ya que si bien el laudo 

se basa en argumentos de equidad definidos por el buen saber y entender de los 

árbitros, no exonera expresar dichos argumentos en los que se apoya su decisión. 
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Para José María Roca “la equidad entendida como sentido natural de lo justo, 

permite la resolución de controversias de una forma más flexible que la aplicación 

rígida de las normas jurídicas”.62 

 

Nuestra normativa interna regula esta clase de arbitraje, el Art. 3 en su parte 

pertinente señala que “Las partes indicarán si los árbitros deben decidir en equidad 

o en derecho, a falta de convenio, el fallo será en equidad. 

Si el laudo debe expedirse fundado en la equidad, los árbitros actuarán conforme 

a su leal saber y entender y atendiendo a los principios de la sana crítica. En este 

caso, los árbitros no tienen que ser necesariamente abogados”.63 

 

Diferencias entre ambos 

 

 El arbitraje en derecho debe ajustarse al derecho positivo; el arbitraje en 

equidad se resuelve en base a la sana crítica del árbitro. 

 

 Los laudos expedidos por un árbitro iuris deben ser fundamentados, apegados 

a la ley, la jurisprudencia y la doctrina; los laudos que provienen de un arbitraje en 

equidad no son sustentados legalmente. 
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 En un arbitraje en derecho es necesario que los árbitros sean abogados, 

profesionales del derecho; en un arbitraje en equidad los árbitros no son 

necesariamente abogados. 

 

 Las partes son las que deciden en el convenio arbitral si el fallo debe ser 

dictado en derecho o en equidad, pero si no se ha manifestado expresamente, el fallo 

debe ser en equidad. 

 

En cuanto a la ejecución de laudos arbitrales dictados en derecho o equidad, 

nuestra legislación no hace distinción alguna, por lo tanto, el laudo dictado en 

derecho y el laudo dictado en equidad, tienen los mismos efectos y se ejecutan de la 

misma manera, es decir, efecto de sentencia ejecutoriada y cosa juzgada, 

ejecutándose por vía de apremio al igual que las sentencias de última instancia. 

 

1.6.3 Arbitraje Voluntario o Forzoso 

 

Esta clasificación toma en cuenta la fuente de la que proviene el arbitraje, si 

proviene del acuerdo de voluntad de las partes se está frente a un arbitraje 

voluntario, pero si nace de una disposición de la ley se trata de un arbitraje forzoso.  



 

Arbitraje Voluntario 

 

El arbitraje convencional se origina en la autonomía de la voluntad de las partes, 

ya que son ellas quienes escogen este mecanismo alternativo de solución de 

conflictos, para resolver sus controversias en materias susceptibles de transacción. 

 

Tomando en cuenta lo anotado, nuestro ordenamiento jurídico establece: “El 

sistema arbitral es un mecanismo alternativo de solución de conflictos al cual las 

partes pueden someter de mutuo acuerdo, las controversias susceptibles de 

transacción, existentes o futuras para que sean resueltas por los tribunales de 

arbitraje administrado o por árbitros independientes que se conformaren para 

conocer dichas controversias”.64 Es decir, nuestra legislación basa el arbitraje en el 

acuerdo de voluntad de las partes, el mismo que se determina en el convenio arbitral. 

Lo subrayado es mío. 

 

Además, las partes al someterse voluntariamente al arbitraje como método 

alternativo para solucionar sus controversias en materias transigibles, se obligan 

directamente a acatar el laudo que emiten los árbitros, una vez que éste se haya 

ejecutoriado. Sin embargo, en caso de no acatar el laudo se procede conforme lo 

dispuesto en el Art. 32 de la Ley de Arbitraje y Mediación. 
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Según la doctrina el acuerdo de voluntades que da nacimiento a esta clase de 

arbitraje, tiene características de las convenciones, así como el caso de los contratos 

strictus sensu; y por ello, todos los principios esenciales a la materia contractual le 

son aplicables a los pactos arbitrales.65 

 

Arbitraje Forzoso 

 

La doctrina señala que el arbitraje forzoso nace de la decisión del legislador, 

cuando es impuesto para solucionar determinadas cuestiones. 

 

En algunas legislaciones se establece al arbitraje con carácter obligatorio para 

determinados negocios. El arbitraje forzoso es un juicio arbitral impuesto 

imperativamente por la ley como único procedimiento para resolver determinados 

litigios.66 

 

En los casos de este tipo de arbitraje, no existe un acuerdo de voluntades que dé 

origen al sistema, sino el legislador es quien deja de lado el principio general de 

sometimiento a los jueces ordinarios y otorga legitimación al árbitro, observando la 

naturaleza y características de los asuntos a tratarse.67 
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La ley cuando decide dirigir determinados asuntos al arbitraje lo hace tomando en 

cuenta la conveniencia de que sean terminados rápidamente, además es preferible 

someter a jueces de confianza de las partes cierta clase de negocios. El legislador ve 

a esta clase de arbitraje como un medio de proporcionar justicia apta, apropiada, 

amigable, rápida y económica. 

 

Cabe anotar que existe la posibilidad de producirse un doble efecto al aplicar el 

arbitraje forzoso, ya que, primero: se puede generar absoluta incompetencia de los 

tribunales ordinarios para conocer el asunto y competencia privativa para avocarse a 

él, del tribunal arbitral que se designe. Y segundo: la obligación de las partes, una 

vez ocurrido el caso concreto, de constituir de común acuerdo, el juicio arbitral, 

designando la persona del árbitro y precisando lo límites del litigio.68 

 

En nuestro país encontramos este tipo de arbitraje en la resolución de conflictos 

colectivos de trabajo, la Constitución de la República del Ecuador en su Art. 326, 

numeral 11, señala que “Será válida la transacción en materia laboral siempre que 

no implique renuncia de derechos y se celebre ante autoridad administrativa o juez 

competente”.69 Y estipula en el mismo artículo, numeral 12 que “Los conflictos 

colectivos de trabajo, en todas sus instancias, serán sometidos a tribunales de 
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conciliación y arbitraje”.70 Esta disposición constitucional le da carácter obligatorio 

al arbitraje en los casos de conflictos colectivos de trabajo. Lo subrayado es mío. 

 

El Código de Trabajo por su parte, en su Título V, Capítulo II “De los Conflictos 

Colectivos”, establece los parámetros para que se lleve a cabo el trámite de 

resolución de conflictos colectivos de trabajo. 

 

El mencionado cuerpo legal señala que los incidentes de cualquier naturaleza que 

se den en el conflicto colectivo deben ser resueltos por el Tribunal de Conciliación y 

Arbitraje cuando se dicte el fallo71. 

 

Previo al arbitraje existe una etapa de mediación obligatoria, la misma que 

concluida, sin llegar a un acuerdo total, las partes deben nombrar a los vocales 

principales y suplentes que van a integrar, junto al inspector de trabajo el Tribunal 

de Conciliación y Arbitraje.72 

 

Integrado el Tribunal, se lleva a cabo la audiencia de conciliación, misma que de 

no cumplir con su fin, da paso al tribunal de conceder un término de prueba, una vez 

concluido se dicta el fallo.73 
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Expedido y notificado el fallo cualquiera de las partes puede pedir aclaración o 

ampliación de la resolución, pero además pueden apelar ante el Tribunal Superior de 

Conciliación y Arbitraje, sin dejar de lado la posibilidad que tienen de alegar 

nulidad.74 

 

Los conflictos colectivos en segunda instancia son conocidos por Tribunales 

Superiores de Conciliación y Arbitraje, que están integrados por el Director 

Regional del Trabajo que los preside y por 4 vocales designados por empleadores y 

trabajadores.75 

 

El fallo emitido por el Tribunal Superior de Conciliación y Arbitraje, no es 

susceptible de recurso alguno, únicamente aclaración o ampliación del mismo. Su 

efecto es obligatorio, y el funcionario del Ministerio de Trabajo que presidió el 

tribunal de primera instancia es quien hace cumplir el fallo, en ningún caso se puede 

suspender la ejecución de sentencias o actas transaccionales que pongan fin a un 

conflicto colectivo.76 

 

Como se observa la resolución de conflictos colectivos de trabajo es un trámite 

especial, en el cual, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje además de estar 
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conformado por vocales nombrados por las partes también está integrado por un 

funcionario público. 

 

Además, se establece la posibilidad de interponer recurso de apelación contra el 

fallo del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, instaurándose de esta manera una 

segunda instancia, que en el arbitraje común no es posible. 

 

Finalmente en cuanto a la ejecución de las sentencias que ponen fin a los 

conflictos colectivos, se anota que su efecto es de cumplimiento obligatorio, sin 

embargo, a diferencia de la ejecución de los laudos emitidos en el arbitraje común, 

éstas son ejecutadas por el funcionario público que presidio la primera instancia del 

proceso, es decir el Ministerio de Trabajo a través de su funcionario ejecuta el fallo, 

sin que exista intervención de la justicia ordinaria. 

 

1.6.4 Arbitraje Nacional o Internacional 

 

Esta clasificación se da de acuerdo a los elementos que componen el arbitraje, es 

decir, si tienen relación con un solo Estado, o que se vinculan con más de uno. 

 

Arbitraje Interno o Nacional 

 

El arbitraje interno es aquel que rige controversias dentro del marco estatal, es 

decir, se discute dentro de un solo sistema jurídico que posee un ordenamiento 



específico. Puede someterse a este tipo de arbitraje las cuestiones susceptibles de 

transacción, sin perjuicio de prohibiciones que surjan de normas especiales. 

 

Como se rige por un ordenamiento jurídico específico, lo relativo a la ejecución 

de los laudos arbitrales se sujetará a la legislación interna de cada país, la misma que 

indicará el órgano encargado de ejecutar los laudos emitidos por árbitros. 

 

Arbitraje Internacional 

En el Arbitraje internacional, las partes se someten a leyes internacionales y a 

tribunales extranjeros. Dentro de esta clase de arbitraje se distingue entre arbitraje 

internacional público, el cual trata asuntos en que están involucrados intereses de 

distintos Estados, por ejemplo reclamaciones de límites territoriales entre dos o más 

países. Y arbitraje internacional privado, cuando los intereses en juego son 

particulares de los litigantes. 

 

En los casos de arbitraje internacional, la solución de controversias excede el 

marco de un Estado, por ejemplo: si las partes tenían sus domicilios en Estados 

diferentes el momento que celebraron el contrato, o si la sede del arbitraje o de 

cumplimiento del contrato pasa los límites de un Estado.  

 

En el orden internacional la cuestión de la arbitrabilidad se encuentra resguardada 

por Convenciones y Tratados Internacionales.  

 



La Ley de Arbitraje y Mediación, en su Art. 42, inciso final, establece que “Los 

laudos dictados dentro de un procedimiento de arbitraje internacional, tendrán los 

mismos efectos y serán ejecutados de la misma forma que los laudos dictados en un 

procedimiento de arbitraje nacional.”77 Es decir, tendrán efecto de sentencia 

ejecutoriada y cosa juzgada, y se ejecutarán al igual que las sentencias de última 

instancia, siguiendo la vía de apremio, sin que el juez ordinario que ejecuta admita 

excepción alguna, salvo las que se generen después de la expedición del laudo. 

 

Sin embargo, dentro del presente trabajo no se tratará al Arbitraje Internacional, 

debido a la extensión que tiene y que merece ser objeto de un trabajo propio de 

investigación. 

 

1.7 Ventajas y Desventajas del Arbitraje 

 

Son varias las ventajas que ofrece el arbitraje y pocas las desventajas, a 

continuación anotaremos las más importantes. 

 

Ventajas.- 

 

1. La justicia ordinaria poco satisface la necesidad de brindar una justicia 

oportuna a los ciudadanos; sus procedimientos son lentos, complicados y la 

demanda es muy alta por lo que satura el sistema retardando los procesos. El 
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arbitraje por su parte, ofrece a los particulares un medio rápido y sencillo que tiene 

como fin evitar los embrollos de un proceso judicial. 

 

2. El arbitraje no presenta acumulación de causas, puesto que los árbitros son 

nombrados para casos específicos y pueden dedicar su tiempo exclusivamente a 

resolver la controversia dada, tomándose el mismo o menor tiempo que el señalado 

en la ley. 

 

3. Un proceso arbitral sigue principios democráticos, pues el acto de designar 

un árbitro es como elegir por sí mismo un juez. 

 

4. En el caso del arbitraje administrado, los centros especializados proporcionan 

a las partes una nómina de árbitros, los mismos que han sido seleccionados 

minuciosamente tomando en cuenta su pericia, conocimiento, experiencia, 

especialidad, etc. 

 

5. El arbitraje ofrece privacidad del proceso, ya que, existen asuntos que por su 

naturaleza se prefiere mantener es reserva. 

 

6. La única limitación para resolver conflictos por vía arbitral, es que trate de 

cuestiones que no se puedan transigir. 

 

Desventajas.- 

 



1. El juicio arbitral es oneroso, ocasiona varios gastos económicos, como: los 

comunes al litigio, los honorarios de los árbitros, los derechos de los centros 

arbitrales, etc. 

 

2. Los laudos son inapelables, y el proceso ofrece una sola instancia. 

 

3. Existe la posibilidad de que el respeto a los legítimos derechos y las garantías 

judiciales que proporcionan los Tribunales Estatales no sean respetadas en su 

totalidad. 



CAPÍTULO II 

EL PROCEDIMIENTO ARBITRAL 

 

2. PROCEDIMIENTO ARBITRAL 

 

2.1 Jurisdicción y Competencia Arbitral 

 

2.1.1 Conceptos de Jurisdicción y Competencia 

 

La palabra “jurisdicción” proviene del latín “jurisdictio” que significa “decir el 

derecho”. Los dos vocablos que la conforman, jus y dicere se traducen en aplicar o 

declarar el derecho. 

  

La jurisdicción desde el punto de vista jurídico, compartido por Goldschmidt y 

Alfredo Rocco, es la facultad-deber del Estado de administrar justicia.78 

 

Eduardo Couture define a la jurisdicción como una función pública apoyada en la 

ley, cuyo objeto es determinar el derecho de las partes a través de actos de juicio, 

para de esta forma poner fin a las controversias jurídicas, mediante decisiones con 

autoridad de cosa juzgada y factible de ejecución.79 

 

                                                 
78

 IBANEZ FROCHAM, Manuel. “La Jurisdicción”. Editorial Astrea de Rodolfo Depalma y Hnos. 

Buenos Aires – Argentina, 1972, pág. 28. 

 
79

 COUTURE, Eduardo. “Fundamentos del Derecho Procesal Civil”. Ediciones Depalma. Pág. 33 



Alsina por su parte la define como una potestad que otorga el Estado a 

determinados órganos para resolver cuestiones litigiosas mediante sentencias y 

hacerlas cumplir.80 

 

El Código de Procedimiento Civil Ecuatoriano, define a la jurisdicción de la 

siguiente manera: “La jurisdicción, esto es, el poder de administrar justicia, 

consiste en la potestad pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado en una materia 

determinada, potestad que corresponde a los tribunales y jueces establecidos por 

las leyes”.81 

 

La jurisdicción es el poder que tienen los jueces y tribunales para juzgar y hacer 

ejecutar lo juzgado en una materia determinada, esta potestad les atribuye el Estado 

por mandato de la Ley. Es importante definir previamente lo que significa 

jurisdicción para de esta manera entender la función que ejercen los árbitros en los 

procesos arbitrales y la razón por la que la justicia ordinaria asiste al arbitraje al 

momento de ejecutar los laudos que son incumplidos.  

 

La palabra “Competencia” viene del latín competere que en el español tiene doble 

traducción; la primera se asocia a “pertenecer, corresponder”, y la segunda se asocia 

a “exigir”. Etimológicamente la competencia es la correspondencia para que alguien 

pueda exigir o pedir lo que le corresponde y que ha sido pretendido por otro. Esta 
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acepción implica que la competencia es el ejercicio de la actividad jurisdiccional 

realizada por un juez. 

 

La competencia es el conjunto de reglas que determinan la aptitud  de cada 

tribunal en el ejercicio de su jurisdicción.82 El Art. 1, inc. 2 del Código de 

Procedimiento Civil señala que “competencia es la medida dentro de la cual la 

referida potestad está distribuida entre los diversos tribunales y juzgados, por razón 

del territorio, de la materia, de las personas y de los grados”.83  

 

Para Eduardo Couture la competencia es una medida de jurisdicción; este 

tratadista señala que todos los jueces tienen jurisdicción; pero no todos tienen 

competencia para conocer un determinado asunto. Un juez puede ser competente y 

al mismo tiempo tener jurisdicción; o puede ser un juez con jurisdicción y sin 

competencia. La competencia es el fragmento de jurisdicción atribuido a un juez.84 

 

2.1.2 Características de Jurisdicción y Competencia 

 

A través de la jurisdicción se procura restablecer el orden jurídico vulnerado, este 

restablecimiento se expresa dictando sentencia, concretándose de esta manera la 

función de juzgar, e imponiéndose a las partes, para las cuales tiene carácter 
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obligatorio y vinculante; y esa obligatoriedad es la que habilita la posibilidad de 

ejercer la fuerza para que se cumpla el dictamen. 

 

La jurisdicción se caracteriza por ser: 

Indelegable, pues no es posible transferir la calidad de juez a otra persona. 

 

Eficacia de cosa juzgada, la actividad jurisdiccional produce efecto de cosa 

juzgada; a diferencia de las facultades administrativas en las que los actos emitidos 

pueden ser revisados y hasta anulados por la autoridad judicial. 

 

Necesaria e inexcusable, es innegable por parte del Estado, ya que él está 

encargado de tutelar los derechos constitucionales. 

 

La competencia por ser la medida dentro de la cual la potestad de juzgar y 

ejecutar lo juzgado se distribuye, se caracteriza por: 

 

Legalidad, la competencia se encuentra expresamente señalada en la ley, al igual 

que las obligaciones y atribuciones que cada órgano jurisdiccional tiene. 

 

Inmodificable, una vez que se ha asignado la competencia a una autoridad 

jurisdiccional o a una autoridad pública, ésta no puede ser alterada, cambiada o 

modificada en el transcurso del proceso. Esta característica nace del derecho romano 

que establecía que la competencia es perpetua salvo que sea cambiada por la ley. 

 



Pública, la competencia es de orden público porque emana de la ley y ésta se 

caracteriza por ser pública, general y de cumplimiento obligatorio. 

  

2.1.3 Concepto de Jurisdicción Arbitral 

 

Varios tratadistas consideran que la función jurisdiccional también se cumple 

mediante el arbitraje; basándonos en el reconocimiento que tiene el arbitraje 

podemos decir que en él se ejerce una jurisdicción especial. 

 

Uno de los fundamentos para sostener que el arbitraje ejerce jurisdicción especial 

es su carácter privado, ya que la jurisdicción arbitral es el resultado del ejercicio de 

la autonomía de la voluntad de las partes, quienes nombran a los árbitros encargados 

de resolver su controversia. 

 

La función jurisdiccional desde sus inicios ha sido encargada al Poder Judicial, 

sin embargo, las necesidades que se presentan en la sociedad obligan a buscar 

nuevas o alternativas formas de resolver los conflictos, para de esta manera evitar la 

existencia de una justicia lenta y acumulación de procesos. 

 

El arbitraje, actualmente, es concebido como un proceso de carácter privado, que 

se deriva de un convenio entre las partes, de este convenio nacen consecuencias 

definitivas y vinculantes. Es importante anotar que la decisión de los árbitros, laudo, 

posee el efecto de una sentencia judicial, es decir, efecto de cosa juzgada. Si bien se 

pretende dar al arbitraje rasgos típicos de función jurisdiccional, cabe anotar que 



existen dos elementos inherentes a la jurisdicción como son la coerción y la 

ejecución, que esta institución no posee. 

  

2.1.4 Características de Jurisdicción Arbitral 

 

El ejercicio de la jurisdicción entendida en términos generales como la facultad 

de juzgar y ejecutar lo juzgado le corresponde al Estado a través de la Función 

Judicial, sin embargo, desde el reconocimiento constitucional al Arbitraje como 

procedimiento alternativo para resolver conflictos, se extiende el ejercicio 

jurisdiccional a los árbitros que ejercen jurisdicción convencional. 

 

La jurisdicción convencional está compuesta por: la naturaleza jurisdiccional, al 

ser el propio Estado quien a través de sus leyes reconoce, regula y garantiza la 

posibilidad de resolver las controversias ante un Tribunal arbitral dentro del marco 

del debido proceso; y por la naturaleza contractual, ya que el origen mismo del 

arbitraje se da por un acuerdo expreso de las partes. Pese al reconocimiento que se 

da a la institución arbitral, como un mecanismo alternativo de solución y conflictos, 

en el cual los árbitros resuelven la controversia ejerciendo jurisdicción convencional, 

ésta no poseen la otra característica de la jurisdicción, que es la facultad de ejecutar 

lo juzgado; ellos deciden pero no les es posible ejercer coerción ni ejecutar sus 

resoluciones, esta potestad está en manos de la justicia ordinaria, es decir, el Estado 

deriva la jurisdicción a los árbitros pero limitadamente. 

 



La jurisdicción arbitral es innovadora, libre y constituye un desafío para la 

justicia ordinaria, pero al mismo tiempo es de gran ayuda a la administración de 

justicia. 

 

Entre las características tenemos: 

Libertad.- en la justicia ordinaria las partes se someten a jueces nombrados por 

el Estado y a procedimientos establecidos, los mismos que no pueden ser alterados; 

pero en el arbitraje las partes pueden nombrar a los árbitros y en algunos casos 

diseñar un procedimiento para que se desarrolle el arbitraje. 

 

Confidencialidad.- en el arbitraje los árbitros tienen obligación de guardar 

reserva sobre los asuntos que conocen; mientras que en la justicia ordinaria los 

procesos son públicos.  

 

Carácter voluntario.- trae consigo la renuncia a la jurisdicción estatal, mediante 

acuerdo entre las partes; esta renuncia se suscribe en un convenio arbitral, mismo 

que puede ser establecido antes, durante o después del nacimiento de una relación 

jurídica de la cual se puede derivar una controversia. 

 

Falta de coerción.- los árbitros no poseen la potestad para ejecutar lo que 

juzgaron, por eso la ley prevé la injerencia del Poder Judicial para ejecutar los 

laudos derivados de procesos arbitrales. 

 



2.2 Descripción del Proceso en el Ecuador  

 

2.2.1 Condiciones Previas 

 

Para que el arbitraje proceda se necesita dos condiciones previas: que la materia 

sea susceptible de transacción y que las partes tengan capacidad para transigir. 

 

Las personas pueden resolver sus controversias por tres diferentes medios, 

pueden acudir a la justicia ordinaria, llegar a un acuerdo directo o transacción, o 

someterse al arbitraje o la mediación. 

 

Controversia susceptible de transacción.- por regla general se puede transigir 

sobre aquello que se puede disponer. Todo aquello relacionado con el orden público 

y que le corresponde de manera exclusiva e independiente a la rama jurisdiccional 

constituye materia prohibida para el arbitraje. 

 

Capacidad para transigir.- el Estado permite que los particulares administren la 

justicia en determinadas circunstancias y con ciertos requisitos, además la ley 

autoriza y regula el arbitraje, por lo que ésta es una institución jurisdiccional. 

 

La primera exigencia para que el arbitraje se lleve a cabo es la materia del litigio, 

y la segunda se relaciona con la capacidad de las partes para transigir. El 

compromiso es un acto-condición para que el árbitro asuma poder decisorio, sin la 

existencia de este compromiso el poder no existe. 



 

La capacidad para someterse a la justicia arbitral es aquella para comprometerse, 

para transigir, para disponer y obligarse. 

 

La Ley de Arbitraje y Mediación establece que “podrán someterse al arbitraje 

regulado en esta Ley las personas naturales o jurídicas que tengan capacidad para 

transigir, cumpliendo con los requisitos que establece la misma. …”85. 

 

Son indispensables las condiciones que hemos visto: materia del litigio y 

capacidad de las partes. La capacidad definitivamente depende de la controversia; el 

acuerdo de las partes debe referirse a bienes o derechos patrimoniales que puedan 

disponer libremente. 

 

2.2.2 Formas de sometimiento 

 

La primera y más común forma de sometimiento al arbitraje es la existencia de un 

convenio arbitral, según la Ley de Arbitraje y Mediación “el convenio arbitral es el 

acuerdo escrito en virtud del cual las partes deciden someter a arbitraje todas las 

controversias o ciertas controversias que hayan surgido o puedan surgir entre ellas 

respecto de una determinada relación jurídica, contractual o no contractual”86. El 

acuerdo de los litigantes constituye la base lógica, moral y jurídica ya que es lógico 

                                                 
85

 www.lexis.com.ec  Ley de Arbitraje y Mediación, Codificación. Registro Oficial 417, de 14 de 

Diciembre de 2006. Art. 4, inc. 1. 

 
86

 www.lexis.com.ec  Ley de Arbitraje y Mediación, Codificación. Registro Oficial 417, de 14 de 

Diciembre de 2006. Art. 5, inc. 1. 

http://www.lexis.com.ec/
http://www.lexis.com.ec/


requerir un mínimo de solemnidades como garantía de seriedad y, en consecuencia, 

de facilidad probatoria. 

 

Existe la posibilidad de que el convenio arbitral no conste por escrito, y en este 

caso como lo señala el Art. 5 inc.2 de la Ley de Arbitraje y Mediación “… si se 

refiere a un negocio jurídico al que no se incorpore el convenio en su texto, deberá 

constar en un documento que exprese el nombre de las partes y la determinación 

inequívoca del negocio jurídico a que se refiere”87. Concluyendo de lo anotado que 

es necesario expresar el convenio por escrito aún después de la controversia para de 

esta manera dejar constancia irrefutable de la voluntad de las partes de someterse al 

arbitraje. 

 

En el caso de juicios iniciados ante la justicia ordinaria, si las partes desean 

someter su controversia que es materia susceptible de transacción, pueden solicitar 

al juez conjuntamente el archivo de la causa y si existe algún recurso desistir de él. 

 

Es importante anotar que la ley determina que la nulidad de un contrato no 

acarrea la nulidad del convenio arbitral, es decir éste sigue vigente.88 

 

Otra forma de sometimiento es el intercambio de cartas u otro medio escrito; en 

los casos que falta el convenio arbitral en un único documento firmado por las 
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partes, el intercambio de cartas o cualquier medio de comunicación escrito será 

tomado en cuenta, si deja constancia que las partes voluntariamente desean 

someterse al arbitraje.89 

 

El efecto jurídico del convenio arbitral90 es obligar a las partes a acatar el laudo 

que expida el tribunal arbitral, además impide someter el caso en controversia a la 

justicia ordinaria. La Ley también considera una disposición pro-arbitraje en la que 

se determina que si las partes acordaron someterse a un arbitraje, los jueces deben 

inhibirse de conocer cualquier demanda que verse sobre relaciones jurídicas 

originadas en esos casos. Y en caso de duda el órgano judicial respectivo estará a 

favor de que las controversias se resuelvan mediante un arbitraje. 

 

2.2.3 Desarrollo de un Juicio Arbitral 

 

Etapas Procesales 

 

DEMANDA ARBITRAL91.- 

 

La demanda se presenta ante el Director del Centro de Arbitraje correspondiente 

o ante el árbitro o árbitros independientes que se designaron en el convenio. 
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Los requisitos que debe contener la demanda se encuentran determinados en la 

ley, pero se caracteriza porque debe adjuntarse el documento donde consta el 

convenio arbitral, además se debe presentar las pruebas y solicitar las diligencias 

probatorias que justifiquen la demanda. 

 

CITACIÓN Y CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA ARBITRAL92.- 

 

El director del centro de arbitraje o el árbitro o árbitros independientes son los 

encargados de citar a la otra parte dentro de los cinco días subsiguientes de 

presentada la demanda. 

 

 

Si es imposible determinar el domicilio del demandado, justificando este hecho 

de acuerdo a las normas del Código de Procedimiento Civil, se cita mediante dos 

publicaciones por la prensa; y en caso de que el demandado no comparezca en el 

término de diez días después de la última publicación, se entiende como negativa 

pura y simple de los fundamentos de la demanda.  

 

La demanda debe ser contestada en el término de diez días y contener los 

requisitos exigidos en el Art. 102 del Código de Procedimiento Civil93. 
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Adicionalmente, se debe adjuntar las pruebas y se solicitar la práctica de las 

diligencias probatorias, que justifiquen lo aducido en la contestación. 

 

Se puede reconvenir sobre la misma materia del arbitraje, siempre y cuando la 

pretensión de acuerdo al convenio arbitral pueda someterse a este mecanismo; en 

este caso el actor tiene el término de diez días para que conteste la reconvención. 

Tanto a la reconvención como a la contestación se debe adjuntar las pruebas y 

solicitar las diligencias probatorias que justifiquen lo alegado en ellas. 

 

MODIFICACIÓN DE LA DEMANDA O CONTESTACIÓN94.- 

 

La demanda, contestaciones o reconvenciones pueden ser modificadas por una 

sola vez, en el término de 5 días. 

  

Las notificaciones se realizan en los domicilios señalados por las partes; los 

escritos y demás documentos que se presentan son incorporados al proceso 

cronológicamente, se reciben en el Centro de Arbitraje y deben llevar la fe de 

presentación con la firma de quien recibe la hora y fecha respectiva.  
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AUDIENCIA DE MEDIACIÓN95.- 

 

En la audiencia interviene un mediador designado por el director del centro de 

arbitraje o el tribunal independiente, él escucha las exposiciones de las partes y trata 

que lleguen a un acuerdo con el cual se termine la controversia, en caso de llegarse a 

un arreglo se suscribe una acta con lo convenido, sea un arreglo total o parcial, los 

efectos del acta son de sentencia ejecutoriada y de cosa juzgada, se ejecuta como las 

sentencias de última instancia, siguiendo la vía de apremio, sin excepciones. 

 

DESIGNACIÓN DE ÁRBITROS96.- 

 

Posterior a la audiencia de mediación y de no existir un acuerdo total, el director 

del centro de arbitraje envía a las partes una lista de árbitros, para que de común 

acuerdo nombren los árbitros principales y el alterno que deben integrar el tribunal. 

En caso de que las partes no se pusieren de acuerdo, la designación de los árbitros se 

realizará por sorteo ante el presidente del centro, para legalizar la diligencia se 

suscribe un acta.  

 

En el arbitraje independiente, las partes designan al árbitro o árbitros en el 

convenio arbitral, en caso de que éstos no acepten o no se posesionen en su cargo se 
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pide la designación de éstos al director del centro de arbitraje más cercano al 

domicilio del actor. 

 

El Tribunal se constituye por tres árbitros principales y un alterno, los mismos 

que aceptan o rechazan el cargo, su silencio se entiende que no lo aceptan. Si 

aceptan la designación, procede la posesión de sus cargos e inicia su obligación de 

cumplir las funciones que la Ley les asigna. Los árbitros pueden ser recusados o 

pueden excusarse de su cargo, las causales para excusa o recusación son las mismas 

previstas en el Código de Procedimiento Civil para los jueces. 

 

AUDIENCIA DE SUSTANCIACIÓN97.- 

 

En la audiencia de sustanciación el tribunal resuelve sobre su competencia, 

ordena la práctica de pruebas, cuando las partes se encuentran presentes pueden 

precisar sus pretensiones y los hechos en las que se fundamentaron. 

 

Antes de expedir el laudo es posible ordenar la práctica de pruebas que 

consideren necesarias para esclarecer hechos. Una vez practicadas las diligencias 

probatorias, las partes pueden solicitar que el tribunal una audiencia en estrados para 

presentar alegatos. 
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REMISIÓN DE RESOLUCIÓN O LAUDO ARBITRAL98.- 

 

Practicada la audiencia de sustanciación, el tribunal emite el respectivo laudo 

arbitral. El laudo se expide por mayoría de votos y se da a conocer en audiencia a las 

partes. 

 

Los laudos arbitrales son inapelables, únicamente pueden aclararse o ampliarse a 

petición de parte, antes de que se ejecutoríen, es decir, en el término de tres. Es 

importante indicar que los laudos arbitrales no son susceptibles de ningún otro 

recurso. 

  

Cualquiera de las partes puede interponer acción de nulidad de un laudo arbitral, 

el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación señala las siguientes causales de 

nulidad del laudo arbitral: 

 

a) Falta de citación legal con la demanda y cuando el juicio se ha seguido y 

terminado en rebeldía. Es preciso que la falta de citación haya impedido que el 

demandado deduzca excepciones o haga valer sus derechos y que reclame por tal 

omisión al tiempo de su intervención. 

 

b) Falta de notificación a una de las partes con las providencias del tribunal, y que 

este hecho haya impedido o limitado su derecho de defensa. 
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c) Si no se hubiere convocado, no se hubiere notificado la convocatoria, o luego 

de convocada no se hubiere practicado las pruebas, pese a existir hechos que debían 

justificarse. 

 

d) Si el laudo se refiere a cuestiones no sometidas al arbitraje o conceda más allá 

de lo reclamado. 

 

e) Por haberse violado procedimientos previstos por la Ley de Arbitraje y 

Mediación, o por las partes para designar árbitros o constituir el tribunal arbitral.  

 

En algunos casos la liquidación de costas se realiza en documento separado. El 

laudo original permanece incorporado en el expediente y las partes reciben una 

copia certificada de él. Las partes tienen la obligación de cumplir de inmediato con 

el laudo, pues éste tiene efecto de sentencia ejecutoriada y cosa juzgada. 

 

Las partes pueden convenir confidencialidad del proceso arbitral, en este caso se 

entregan copias solamente a las partes, sus abogados o al juez que conozca el 

recurso de nulidad o cualquier otro. La notificación a las partes con el laudo y su 

ejecutoriedad una vez que han transcurrido los 3 días señalados en la ley, culmina 

con el proceso arbitral y cesa a los árbitros en sus funciones. 



 

CAPÍTULO III 

EL LAUDO ARBITRAL 

 

3. LAUDO ARBITRAL 

3.1 Definiciones 

 

El laudo es considerado una auténtica sentencia, expedida por árbitros como 

consecuencia del poder de juzgar que las partes les otorgan en un juicio arbitral. De 

esta manera concluye la intervención de los mismos agotando su mandato y 

jurisdicción, poniendo fin al litigio, resolviendo definitivamente el diferendo de las 

partes. Al ser el laudo equivalente a una sentencia judicial tiene fuerza vinculante y 

es obligatorio para las partes.99 

 

Para el tratadista Ernesto Salcedo Verduga, el laudo pone término al proceso 

arbitral, puesto que, resuelve definitivamente la controversia que está en 

conocimiento de los árbitros. Esta resolución emanada de ellos por su contenido 

formal y sustancial; es equivalente a una verdadera sentencia, y su alcance y efectos 

son idénticos.100 

 

La sentencia arbitral como lo denomina Patricio Aylwin, es el fin que persiguen 

las partes cuando se someten al arbitraje; el laudo en el orden jurisdiccional es 
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semejante a la sentencia que dicta un juez, su diferencia radica en que: la 

jurisdicción del juez proviene de la ley, mientras que la jurisdicción del árbitro 

proviene de la autonomía de la voluntad de las partes.101 

 

Guillermo Cabanellas, señala que: “Por laudo se entiende la sentencia o fallo que 

pronuncian los árbitros o los amigables componedores en los asuntos a ellos 

sometidos voluntariamente por las partes, y que poseen fuerza ejecutiva de 

sentencia firme, una vez consentido o agotados los recursos de que son susceptibles, 

de pasar en autoridad de cosa juzgada como los fallos de los tribunales 

ordinarios”102. 

 

Con las definiciones precedentes se puede señalar que el laudo arbitral es la 

decisión que emite él o los árbitros y que resuelve la controversia, es la última y más 

importante fase del proceso arbitral, ya que toda la institución arbitral tiene como fin 

llegar a él. 

 

El laudo arbitral equivale a una verdadera sentencia, tiene efectos y alcances 

idénticos, es decir, efecto de sentencia ejecutoriada y cosa juzgada, además, al igual 

que las sentencias de última instancia, se ejecuta por vía de apremio. Tiene carácter 

vinculante y obligatorio para las partes por ser la muestra plena del ejercicio de la 

jurisdicción que desempeñaron los árbitros. 
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El laudo debe contener únicamente los puntos controvertidos que las partes 

acordaron someter a arbitraje, caso contrario incurriría en causal de nulidad, como lo 

establece el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación, literal d); este tema se 

estudiará más adelante, dentro de la Nulidad de los Laudos Arbitrales.  

 

Por otra parte cabe anotar que el laudo arbitral debe ser fundamentado, tal como 

lo señala la Constitución de la República del Ecuador en su Art. 76, num. 7, lit. l). 

Se debe tomar en cuenta las normas legales, en caso de ser un arbitraje en derecho; 

el laudo dictado en equidad se apoya en el buen saber y entender de los árbitros, y en 

los principios de la sana crítica. En cuanto a los efectos que tienen los laudos 

arbitrales se puede decir que gozan de eficacia jurídica y su ejecución forzosa puede 

ser solicitada ante la justicia ordinaria. 

 

3.2 Naturaleza Jurídica 

 

3.2.1 Generalidades 

 

La naturaleza jurídica de los laudos arbitrales se divide en dos perspectivas; por 

una parte se cuestiona si estas resoluciones son simplemente actos convencionales a 

los que llegan las partes por intermedio de un árbitro, siendo de esta manera un 

verdadero acuerdo entre ellas expresado en una sentencia; o si se trata de actos 

jurisdiccionales, auténticas resoluciones expedidas por los árbitros en ejercicio de 

una autoridad o poder de juzgar.103   
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A nivel doctrinario se puede resumir las dos posiciones de la siguiente manera: 

 

 Algunos tratadistas sostienen que: cuando el árbitro resuelve una 

controversia, dicta una sentencia arbitral o laudo, está realizando un acto 

jurisdiccional, al que los árbitros están facultados, no por voluntad de las partes sino 

más bien por facultad otorgada por la ley. Esta teoría es defendida por Patricio 

Aylwin, Barrios de Angelis, Rocco, entre otros. 

 

 Otros, tales como Rivero Hernández, Jaime Guasp, indican que “el laudo 

arbitral es el resultado de la libertad de los contendientes, no de su sujeción, 

porque, si bien el resultado no es para ellos libre “in effectu”, ha sido libre “in 

causa” y tiene, por lo tanto, fuerza de obligar, porque ellos quisieron que se les 

obligara”.104 

 

Es decir, el árbitro puede imponer su decisión a las partes, porque fue la voluntad 

de ellas someterse al arbitraje, y por ende a la resolución del mismo; caso que no 

ocurre en la jurisdicción ordinaria, donde la sujeción a ella no nace de las partes, 

sino de la Ley.  

 

Además, si bien la resolución, no es lo que las partes deciden, sino lo que el 

árbitro considera e impone, ellas tuvieron la libertad de escoger someterse a este 

mecanismo alternativo de solución de conflictos y por esa causa deben acatar la 

                                                                                                                                               
 
104

 Citado por RIVERO HERNÁNDEZ, “El arbitraje en el Derecho Español”. Editorial Bosch, 

Barcelona-España, 1956, pág. 21. 



decisión tomada por los árbitros, por haberse obligado a ello una vez que decidieron 

someterse al arbitraje. 

 

Nuestra legislación ecuatoriana, al igual que la doctrina, considera que la 

naturaleza jurídica del laudo es igual a la de las sentencias que expiden los órganos 

judiciales, pues los laudos arbitrales según lo establecido por el Art. 32, inc. 3, 

tienen efecto de sentencia ejecutoriada y cosa juzgada, se ejecutan del mismo modo 

que las sentencias de última instancia, por vía de apremio.105 Al emitir el laudo los 

árbitros cumplen con la obligación de juzgar, la misma que contrajeron al aceptar su 

cargo en el proceso arbitral.106 

  

3.2.2 Forma y Plazos para su emisión 

 

Conforme se desprende del Art. 28 de la Ley de Arbitraje y Mediación, - En el 

caso de que el arbitraje termine por transacción, ésta tendrá la misma naturaleza y 

efectos de un laudo arbitral debiendo constar por escrito y conforme al Art. 26 de 

esta Ley107 - se entiende que el laudo debe redactarse por escrito y tener requisitos 

mínimos que aseguren su autenticidad.  
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Por su parte, el Art. 26 del mismo cuerpo legal, establece que: “El laudo y demás 

decisiones del tribunal se expedirán por mayoría de votos. Las resoluciones deberán 

firmarlas todos los árbitros; el que no estuviere conforme con la opinión de los 

demás anotará su inconformidad a continuación de la resolución anterior y 

consignará su voto salvado, haciendo constar sus fundamentos”108. 

 

Entonces, el laudo debe ser firmado por los todos los árbitros y en caso de que 

algún miembro de tribunal se rehusare o se encuentre inhabilitado para hacerlo, se 

atenderá lo dispuesto en el Art. 27 de la Ley de Arbitraje y Mediación, esto es, “el 

secretario anotará este particular y firmarán los demás, sin que esta circunstancia 

anule o vicie la resolución.”109 

 

Se debe identificar claramente a las partes, además, la exposición de los hechos 

debe ser lo suficientemente explicativa y exacta, contener las alegaciones y los 

hechos invocados por las partes en las diferentes presentaciones. La resolución debe 

ser concreta con los fundamentos en que se apoya, expresando con precisión lo que 

se decide y finalmente el plazo para su cumplimiento. 

 

Otros elementos importantes son: la fecha y el lugar de emisión, pues así se 

observará el efectivo  cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 25 y 35 de la 

mencionada Ley, esto es que, después de realizarse la audiencia de sustanciación y 

con la declaración de competencia del tribunal, éste tiene un término máximo de 
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ciento cincuenta días para emitir el laudo arbitral. En caso de prorrogas por 

cuestiones estrictamente necesarias se establece hasta un período igual que el 

ordinario, sea que esto lo acuerden las partes o el tribunal de oficio.110 

 

Todo juicio arbitral, según Dante Barrios de Angelis, se desarrolla en un período 

de tiempo al que la ley lo llama término para laudar; dicho término no solamente es 

el estimado para producir el laudo, sino también para debatir y probar, para proveer 

o arbitrar; el llamado término para laudar comienza con la aceptación del cargo y 

termina con el laudo o resolución; es decir, que la extensión del término para laudar 

es la del juicio.111  

 

3.3 Contenido 

 

3.3.1 Fundamentación 

 

La Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 76, establece las 

garantías básicas que aseguran el derecho al debido proceso, el numeral 7 del mismo 

artículo, señala que el derecho a la defensa tiene garantías, indicando en su literal l) 

que las resoluciones deben ser motivadas. 

 

“Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de 

cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las 

                                                 
110

 www.lexis.com.ec  Ley de Arbitraje y Mediación, Codificación. Registro Oficial 417, de 14 de 

Diciembre de 2006. Art. 25. 

 
111

 BARRIOS DE ANGELIS, Dante. “El Juicio Arbitral”. Montevideo, 1956. Págs. 238-239. 

http://www.lexis.com.ec/


siguientes garantías básicas: … 7. El derecho de las personas a la defensa incluirá 

las siguientes garantías: … l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser 

motivadas. No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o 

principios jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a 

los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que no se 

encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o 

servidores responsables serán sancionados. …”112 

 

De la misma forma, el Código Orgánico de la Función Judicial, en su artículo 

130, numeral 4 indica que: “Art. 130.- Es facultad esencial de las juezas y jueces 

ejercer las atribuciones jurisdiccionales de acuerdo con la Constitución, los 

instrumentos internacionales de derechos humanos y las leyes; por lo tanto deben: 

… 4. Motivar debidamente sus resoluciones. No habrá motivación si en la 

resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se 

explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Las 

resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados serán nulos;… ” 

113 

 

La Ley de Arbitraje y Mediación, por su parte, establece que si el laudo debe 

expedirse fundado en equidad, los árbitros actuarán conforme a su leal saber y 

entender y atendiendo a los principios de la sana crítica; y en caso de que el laudo 
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deba expedirse fundado en derecho, los árbitros deberán atenerse a la ley, a los 

principios universales del derecho, a la jurisprudencia y a la doctrina.114 

 

La misma Ley, también da importancia a la fundamentación del laudo arbitral, en 

su Art. 26 que establece: “El laudo y demás decisiones del Tribunal se expedirán 

por mayoría de votos. Las resoluciones deberán firmarlas todos los árbitros; el que 

no estuviere conforme con la opinión de los demás anotará su inconformidad a 

continuación de la resolución anterior y consignará su voto salvado, haciendo 

constar sus fundamentos.”115 Lo subrayado es mío. 

 

Además, en el mismo cuerpo legal, encontramos la sujeción a normas supletorias 

en lo que no está previsto por la Ley de Arbitraje y Mediación; “Art. 37.- En todo lo 

que no esté previsto en esta Ley, se aplicarán supletoriamente las normas del 

Código Civil, Código de Procedimiento Civil o Código de Comercio y otras leyes 

conexas, siempre que se trate, de arbitraje en derecho.”116  

 

Según Alvarado Velloso la fundamentación de una sentencia es la construcción 

de un razonamiento suficiente para que un hombre pueda sacar la última conclusión 

que se encuentra en la parte dispositiva.117 
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La fundamentación refleja la idoneidad de los árbitros encargados de la 

controversia, en ella se centra el porqué de la decisión, la misma que se espera sea 

justa; cada parte espera que el fallo sea favorable a sus intereses, pero en caso de que 

esto no ocurra lo lógico es obtener una explicación satisfactoria de las razones por 

las que no se ha obtenido el derecho que se creía tener.118  

 

La motivación del laudo implica, señalar con claridad y precisión las razones 

jurídicas y los elementos legales o de equidad, en que se apoyaron los árbitros para 

llegar a la resolución del conflicto.  

La redacción debe tener una fácil comprensión de los términos utilizados, no 

deben existir expresiones confusas, difíciles de entender. Además, la resolución debe 

ser precisa, a fin de que la decisión no pueda ser interpretada en varios sentidos, ni 

deje dudas a las partes de lo resuelto. 

  

3.3.2 Estructura 

 

Por ser el laudo equivalente a una sentencia emitida por un juez común, debe 

contener requisitos de orden y estructura, los mismos que se distinguen en tres partes 

principales: 

 

a) Encabezado.- es la parte que detalla los antecedentes, los datos referentes a 

las partes, el objeto del arbitraje, lugar y fecha de la resolución. De manera general 
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se resumen los antecedentes, peticiones, excepciones y los principales aspectos 

procesales ocurridos. 

 

b) Fundamentación o Parte Motiva.- es aquella en la que los árbitros informan 

las razones de derecho o de equidad, que los llevaron a emitir la resolución. Estas 

razones se basan estrictamente en el análisis de las pruebas, frente a los supuestos de 

hecho, con el fin de encontrar la aplicación de las normas legales respectivas que 

conducen a la decisión, basada en los fundamentos alegados por las partes y la 

aplicación estricta de normas de carácter legal. 

 

c) Parte Resolutiva.- el Tribunal emite su pronunciamiento estricto, determinado 

y preciso sobre las cuestiones de fondo planteadas por las partes. Una vez emitido el 

laudo, el tribunal convoca a una audiencia para poner en conocimiento de las partes 

su resolución. 

 

3.4 Consecuencias – Efectos 

 

La semejanza entre el laudo arbitral y la sentencia judicial no solo se encuentra en 

su naturaleza, sino que también alcanza sus efectos ya que las legislaciones en 

general lo reconocen con idéntica eficacia jurídica al permitir su ejecución. Es decir, 

el Estado pone a disposición del beneficiado su imperium, fuerza coercitiva y 

estructura para ejecutar el laudo, con el fin de satisfacer los derechos que éste le 

otorgó. 

 



El efecto principal del laudo es el de hacer cosa juzgada sobre las cuestiones de 

fondo que fueron sometidas al arbitraje y resueltas en él, al igual que las sentencias 

de la justicia ordinaria. Este efecto demuestra la obligatoriedad que proviene de la 

convención entre las partes, puesto que, quien voluntariamente aceptó ser juzgado 

por un tribunal arbitral, no puede luego desconocer la fuerza vinculante de la 

resolución dictada por los árbitros.  

 

Pero además de esto, el efecto alcanza a los jueces ordinarios, pues a pesar de la 

competencia que tienen para ejecutar el laudo, carecen de facultad para revisar su 

contenido; el juez a quien se somete la ejecución del laudo arbitral procede a hacerlo 

cumplir, no puede rechazar la ejecución en caso de no compartir el criterio con que 

los árbitros resolvieron el litigio. El juez debe dictar el cumplimiento de ejecución 

firme y pasado en autoridad de cosa juzgada, aunque le parezca injusto.   

 

El Art. 32, inc. 3, de la Ley de Arbitraje y Mediación señala el efecto del laudo 

arbitral; “… Los laudos arbitrales tienen efecto de sentencia ejecutoriada y de cosa 

juzgada y se ejecutarán del mismo modo que las sentencias de última instancia, 

siguiendo la vía de apremio, sin que el juez de la ejecución acepte excepción 

alguna, salvo las que se originen con posterioridad a la expedición del laudo.”119 
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3.5 Requisitos para su validez 

 

El laudo debe tener requisitos formales para producir sus efectos por ser un acto 

jurídico procesal, y estos requisitos son: 

 

 Nombres de los árbitros que han participado en el proceso y han emitido su 

decisión. 

 

 Indicación clara de la controversia, tomando en cuenta que solamente puede 

someterse a arbitraje materia transigible. La decisión arbitral no debe traspasar los 

poderes conferidos, no puede ser “extra petitum” ni conceder o resolver “ultra 

petitum”. 

 

 El laudo debe ser expedido en 150 días o dentro del término de prórroga 

solicitado a petición de las partes u ordenado de oficio, de acuerdo al Art. 25 de la 

Ley de Arbitraje y Mediación.  

 

La fecha es muy importante, pues los árbitros tienen un tiempo perentorio para 

dictar su laudo, el mismo que al ser dictado fuera de término podría considerarse 

nulo – de acuerdo a mi criterio - debido a que los árbitros perdieron su potestad 

jurisdiccional, por estar agotado su encargo y función asumida.  

 



Al respecto, cabe anotar que, el Art. 346 num. 1 y 2 del Código de Procedimiento 

Civil, sostiene que: “Son solemnidades sustanciales comunes  a todos los juicios e 

instancias: 1. Jurisdicción de quien conoce el juicio; 2. Competencia del juez o 

tribunal, en el juicio que se ventila. …”120. 

 

En concordancia con el artículo anterior, el Art. 344 del mismo cuerpo legal, 

señala que: “… el proceso es nulo, en todo o en parte, solamente cuando se ha 

omitido alguna de las solemnidades sustanciales determinadas en este Código.”121 

 

Finalmente el Art. 299, num. 1 del Código de Procedimiento Civil, establece que: 

“La sentencia ejecutoriada es nula: 1. Por falta de jurisdicción o por incompetencia 

del juez que la dicto;…”122. 

 

Sin embargo, existen pronunciamientos de la Corte Provincial de Justicia de 

Pichincha, en los que se considera lo contrario a lo anotado anteriormente; tal es el 

caso de la sentencia de fecha 25 de noviembre del 2009, emitida por la Presidencia 

de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, dentro del proceso No. 89-2009 BL, 

Juicio Especial de Nulidad de Laudo Arbitral. Sentencia que se agrega como Anexo 

1 al presente trabajo. 
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Del considerando Sexto de la sentencia referida, se desprende que los accionantes 

fundamentaron su acción de nulidad de laudo arbitral, en el Art. 31 lit. d), de la Ley 

de Arbitraje y Mediación, referente a ultra-petita o extra-petita. 

 

Además, entre los argumentos expusieron que el laudo fue emitido y notificado 

después de que transcurrieron en exceso las prórrogas declaradas por el tribunal y 

luego de haberse agotado definitivamente los términos contemplados en el Art. 25 

de la Ley de Arbitraje y Mediación; en definitiva adujeron que el laudo se dictó y 

notificó cuando el tribunal había perdido toda competencia, viciando de nulidad al 

fallo. 

 

En el considerando Séptimo se encuentran las alegaciones de la parte contraria, 

quienes  manifestaron que es falso que el laudo se expidió y notificó después de que 

transcurrieron en exceso las prórrogas declaradas por el tribunal arbitral; pues según 

lo aducido, el laudo fue emitido a los 254 días contados a partir de la audiencia de 

sustanciación. 

 

Finalmente, en el considerando Décimo, la Presidencia de la Corte Provincial de 

Justicia de Pichincha señala que “los motivos de nulidad se encuentran 

taxativamente establecidos en el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación, y a 

ellos debe contraerse la acción contra el laudo arbitral…”; y, en el considerando 

Décimo Primero numeral 4, al referirse a la alegación de que el laudo fue notificado 

fuera de tiempo, se indica que dicho argumento no consta como causal de nulidad en 



el literal d) del Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación. En este caso se rechazó 

por improcedente la demanda de nulidad.  

 

Así mismo, la sentencia de fecha 15 de noviembre de 2011, emitida por la 

Presidencia de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, dentro del proceso No. 

28-2011 BL, Juicio Especial de Nulidad de Laudo Arbitral, se pronunció al respecto; 

dicha sentencia se agrega como Anexo 2. 

 

Del considerando Primero de la referida sentencia, en el punto 1.2, ii), se 

desprende que el accionante alegó la causal de nulidad contenida en el literal e) del 

Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación; que establece la designación de árbitros 

o constitución del tribunal arbitral, violando los procedimientos previstos en la ley o 

por las partes.  

 

El accionante señaló que el Tribunal se declaró competente para tramitar y 

resolver la causa, pero dicha competencia fue perdida por los árbitros al no respetar 

el término para emitir el laudo, término contemplado en el Art. 25 de la Ley de 

Arbitraje y Mediación, destacando, que el Tribunal estuvo en conocimiento de la 

causa más de 900 días, desde la audiencia de sustanciación; incumpliendo de esta 

manera el principio de legalidad y solicitando la nulidad del laudo arbitral. 

 

En base a lo expuesto, en el considerando Séptimo de la sentencia de nulidad de 

laudo arbitral, la Presidencia de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, 

examinó lo expuesto por los accionantes, a fin de evidenciar algún vicio de nulidad 



existente y en el numeral 4, punto 4.2, estableció que en la audiencia de 

sustanciación el tribunal se constituyó y se declaró competente para conocer el 

asunto. 

 

En cuanto a la demora manifestada, la Presidencia indicó que la misma no 

interfirió en la designación de árbitros y constitución del tribunal, además, que el 

tribunal decidió sobre su propia competencia tal como manda la Ley de la materia; y 

que no es atribución de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, revisar el fondo 

del laudo, ni el tiempo en que se emitió, ya que dentro de las causales de nulidad 

contempladas en el Art. 31 de la LAM, no consta ninguna que se refiera a la falta de 

competencia del Tribunal o al tiempo de emisión del laudo. 

 

Además, señaló que el Art. 25 de la Ley de Arbitraje y Mediación, permite 

prorrogar el término para dictar el laudo y que esto se realizó en el proceso según 

consta en providencia, adicionalmente, indicó que se debe tomar en cuenta el tiempo 

en que suspendió la competencia por recusaciones y excusas, hasta que el tribunal 

quedó legalmente constituido y reasumió el conocimiento de la causa. De esta forma 

indica que no se observa que el tribunal arbitral actuó fuera de los límites de su 

competencia y por ende no hay lugar a la causal alegada. 

 

Finalmente, la Presidencia de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, 

resolvió rechazar las acciones de nulidad propuestas en contra del laudo arbitral. 

 



Por lo antes expuesto, se puede concluir que la Corte Provincial de Justicia, al 

resolver las acciones de nulidad de los laudos arbitrales, se limita a la verificación de 

las causales establecidas taxativamente en el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y 

Mediación; quedando de esta manera fuera de lugar la alegación de nulidad por 

emisión del laudo fuera del término establecido en el Art. 25 de la referida Ley. 

 

 Debe constar por escrito, tener la mayoría de votos y la firma de cada uno de 

los árbitros, asimismo debe indicarse el lugar donde se desarrollo y estar en 

castellano. 

 

3.6 Inapelabilidad del Laudo Arbitral 

 

La legislación ecuatoriana señala que los laudos arbitrales dictados por los 

tribunales de arbitraje son inapelables, y  que no son susceptibles de ningún otro 

recurso que en la Ley de Arbitraje y Mediación no se establezca. 

 

Cuando se notifica a las partes con el contenido de la sentencia arbitral, comienza 

a correr el término de tres días para que se ejecutoríe y dentro de este término es 

posible a petición de parte solicitar se aclare o amplíe el laudo, además, los árbitros 

pueden corregir errores numéricos, tipográficos, etc., dentro del mismo término. Las 

solicitudes de ampliación o aclaración son resueltas dentro del término de 10 días 

desde su presentación y ellas no deben ser pretexto para modificar, alterar o revocar 

el laudo arbitral, pues no corresponde cambiar el fondo de la resolución.123 
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3.7 Nulidad del Laudo Arbitral 

 

3.7.1 Generalidades 

 

La acción de nulidad, en general, es aquella que se propone para reclamar a la 

justicia ordinaria que controle la actuación de un juez que emite un veredicto alejado 

de normas legales y garantías procesales de las partes; esta acción pretende que se 

declare la nulidad de la resolución emitida, pero esto se da siempre y cuando se 

presenten las causales determinadas en la ley. 

 

Según Mario Andrade Gagliardo, la acción de nulidad intentada contra toda 

sentencia, laudo, actuación judicial o arbitral, se basa en el hecho de que no se revisa 

las cuestiones de fondo del fallo, sino sólo actúa de control sobre la legalidad del 

procedimiento apegado a la ley y al debido proceso.124 

 

Esta acción es un medio de impugnación extraordinario del proceso arbitral. Este 

medio de reclamación es muy particular pues limita al órgano judicial que resuelve, 

en este caso la Presidencia de la Corte Provincial de Justicia, que se encuentra 

imposibilitada de pronunciarse sobre el fondo de la resolución, siendo de esta 

manera su única función la de determinar si se ha incurrido en cualquiera de las 

causales señaladas en el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación. 
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La Ley de Arbitraje y Mediación establece que la acción de nulidad se puede 

solicitar al órgano judicial competente, cuando concurra cualquiera de las causas 

previstas en el Art. 31 de la referida Ley; por lo tanto, los vicios que anulan un laudo 

arbitral no pueden ser otros que los expresamente indicados en el artículo ya 

mencionado. 

 

De esta manera, resulta indispensable que la interposición y fundamentación de 

una acción de nulidad de laudo arbitral sea completa, pues es un medio 

extraordinario de impugnación que no implica otra instancia para revisión de 

proceso principal. 

 

Leonello Bertini Chiriboga125, en su obra Acción de Nulidad de Laudos 

Arbitrales, cita la sentencia de 9 de diciembre del 2003, emitida por la Quinta Sala 

de lo Civil y Mercantil de la Corte Superior de Justicia de Quito, actual, Corte 

Provincial de Justicia de Pichincha, donde se menciona la definición que el tratadista 

Hugo Alsina da a la acción de nulidad de laudos: 

 

“La acción de nulidad de laudos arbitrales es un medio de impugnación 

característico y específico del juicio arbitral, existe en la generalidad de 

legislaciones y constituye una figura sui generis fundamentalmente distinta de las 

impugnaciones del proceso ordinario y sin parangón con las utilizadas contra las 

sentencias de los jueces. Tal acción de nulidad provoca un juicio de control a 

posteriori sobre la existencia de los presupuestos y de los caracteres funcionales y 
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formales que la ley exige para la eficacia y validez de los procedimientos y de las 

decisiones arbitrales”126. 

 

Por lo tanto, la acción de nulidad, es una garantía de que los procesos arbitrales, 

sean en derecho o en equidad, se desarrollan dentro de los parámetros que establece 

el debido proceso, y que se cumplen las exigencias legales necesarias para 

considerarlo válido; los vicios que pueden afectar la eficacia del laudo, como se 

había mencionado, se encuentran señalados puntualmente en el Art. 31 de la Ley de 

Arbitraje y Mediación. 

 

Nuestra legislación determina las siguientes causales para la acción de nulidad de 

laudos arbitrales127: 

 

a. Cuando el demandado no es citado legalmente, evitando que haga valer sus 

derechos: “No se haya citado legalmente con la demanda y el juicio se ha seguido y 

terminado en rebeldía. Será preciso que la falta de citación haya impedido que el 

demandado deduzca sus excepciones o haga valer sus derechos y, además, que el 

demandado reclame por tal omisión al tiempo de intervenir en la controversia;” 

 

b. Falta de notificación de providencias vulnerando el derecho a la defensa: “No 

se haya notificado a una de las partes con las providencias del tribunal y este hecho 

impida o limite el derecho de defensa de la parte; 
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c. Ausencia de convocatoria, dejando de practicarse pruebas importantes: 

“Cuando no se hubiere convocado, no se hubiere notificado la convocatoria, o 

luego de convocada no se hubiere practicado las pruebas, a pesar de la existencia 

de hechos que deban justificarse;” 

 

d. Ultra-petita o extra-petita: “El laudo se refiera a cuestiones no sometidas al 

arbitraje o conceda más allá de lo reclamado; o” 

 

e. Designación de árbitros infringiendo procedimientos de ley o de las partes: 

“Cuando se hayan violado los procedimientos previstos por esta Ley o por las 

partes para designar árbitros o constituir el tribunal arbitral”. 

 

Las causales de nulidad encuentran su fundamento en el debido proceso, en el 

derecho a la defensa, en el derecho de contradicción, la arbitrabilidad de la 

controversia y en el orden público; en caso incurrir en alguna de ellas se anula el 

laudo sin dictarse uno nuevo en su lugar. 

 

En este punto, cabe resaltar lo considerado por el Doctor Xavier Andrade Cadena, 

en su artículo “La nulidad de los laudos arbitrales” 128, donde menciona que deben 

incluirse algunas causales que la Ley no ha tomado en cuenta y que de alguna 

manera generarían inseguridad jurídica.   
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Estas causales son: 

a. Convenio arbitral nulo. 

b. Laudo contrario al orden público. 

c. Laudo pronunciado fuera del plazo. 

d. Haberse fallado en equidad debiendo ser en derecho o viceversa. 

e. No haberse decidido sobre cuestiones sujetas al arbitramento (incongruencia 

citra o minima petita). 

f. No haberse aceptado la recusación por el árbitro que concurre en alguna de 

las causas de recusación establecidas en la ley. 

 

Lo anotado, daría a entender, que las causales señaladas en la Ley de Arbitraje y 

Mediación, Art. 31, no contemplan todas las posibilidades y situaciones que pueden 

presentarse en el proceso arbitral, sin embargo, la Corte Provincial de Justicia, debe 

limitarse a lo que indica la Ley para los casos de nulidad de laudos arbitrales.  

 

Si recordamos, dentro del numeral 3.5 del presente trabajo, que trata sobre los 

requisitos para la validez de los laudos arbitrales, se analizó la causal c), mencionada 

por el Dr. Andrade, “laudo pronunciado fuera del plazo”, y en base a resoluciones 

emitidas por la Corte Provincial de Justicia, se determinó que para resolver las 

acciones de nulidad de los laudos arbitrales, únicamente se consideran como 

causales las establecidas en la Ley, sin que haya lugar a otras que puedan ser 

alegadas. 

 



Por lo tanto, las causales que el Doctor Xavier Andrade plantea que deben ser 

consideradas, y que no se encuentran contempladas en la Ley de Arbitraje y 

Mediación, dentro del Art. 31, mismo que señala taxativamente las causales por las 

que cualquiera de las partes pueden proponer la acción de nulidad de los laudos 

arbitrales, no son válidas por no estar reconocidas por la LAM. 

 

Asimismo, es importante recordar que la Corte Provincial de Justicia al resolver 

la acción de nulidad, no debe, ni puede tomar en cuenta el fondo de la resolución, la 

parte sustantiva, sino que debe observar que las formalidades esenciales se hayan 

cumplido, limitándose de esta manera, a analizar la parte procedimental, pues esta 

acción no es un recurso que evalúe la decisión de los árbitros, sino que el laudo se 

haya dictado correctamente, cumpliendo el procedimiento. 

 

Con el fin de conocer, la frecuencia en que se propone la acción de nulidad a los 

laudos expedidos, a continuación se detalla el número de acciones de nulidad 

presentadas y aceptadas a partir del año 2008 al 2011; estos datos se basan en los 

libros de causas de la Presidencia de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha. 

NUMERO DE ACCIONES DE NULIDAD PRESENTADAS

2008 2009 2010 2011
Total

15 16 8 15 54

NUMERO DE ACCIONES DE NULIDAD ACEPTADAS

1 3 1 0 5

JUICIOS ARBITRALES APROXIMADOS EN QUITO PERIODO 2008-2011

2008 2009 2010 2011
Total

120 140 160 180 600

Porcentaje de Acciones de Nulidad Aceptadas 1%

Porcentaje de Acciones de Nulidad Presentadas 9%
 



En el siguiente gráfico se puede observar, que ocurrió con cada acción de nulidad 

presentada; se indica claramente lo resuelto por la Presidencia de la Corte Provincial 

de Pichincha en cada año:  

 

GRÁFICO 2008 – 2011 

 

 

 

Conforme los datos que muestra el gráfico, en la mayoría de los casos de acción 

de nulidad de laudo arbitral, la Presidencia de la Corte Provincial de Pichincha ha 

fallado rechazando la acción propuesta, la cifra es muy alta en comparación de las 

demás resoluciones tomadas por el órgano competente. 

 



Finalmente, con el propósito de conocer un poco más sobre las acciones de 

nulidad de los laudos arbitrales, a continuación se expondrá brevemente los casos 

propuestos a partir del año 2008 hasta el 2011, en la Presidencia de la Corte 

Provincial de Justicia de Pichincha.129 

 

 

ACCIONES DE NULIDAD DE LAUDOS ARBITRALES AÑO 2008  

CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE PICHINCHA – PRESIDENCIA 
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No. # (caso) Encargado Ingresa Demandado Autor Resolución Descripción Procesos 2008 

1 14 BL 11/02/2008 
Sotomayor Pablo R. Legal USV 

Constructoras CA.  
Goyes Arroyo Patricio R. 
Legal Petroproducción 

Recurso 
Apelación 
Decreto 

06/05/09 of. 
2123 Sorteo 
21//05/09 

Salas Civiles 

 
Recurso de 
Apelación 

2 34 BL 12/03/2008 

Albán Gómez Ernesto García 
Sosa Renato Paz Parina Jorge 

Miembros Cámara de 
Comercio de Quito Ruilova 

Castilo Ricardo 

Navarrete Martínez Danilo 
Procurador Judicial de 

Andinatel S.A. 
30/09/2008 

Sentencia Acepta 
Demanda 

Acepta demanda 
- Acción de 

Nulidad 

3 35 BL 14/03/2008 
Regalado Cesar Presidente 
Ejecutivo de Andinatel S.A. 

Guerrero Ruiz Jaime Hernán 
Secretario Nacional de 

Telecominicaciones 
SENATEL 

21/11/2008 
Sentencia 

Deshecha Acción 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

4 36 BL 14/03/2008 
Luzuriaga Débora R. Legal CIA 

OLCORP S.A. 
Idrovo Murillo Carlos R. 

Legal de Cia MASGAS 

20/08/2008 
12/12/2008 

Rechaza 
Demanda 

Auto envía a 
Tribunal 

Constitucional 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

5 67 BL 08/05/2008 
Chávez Duque Francisco R. 
Legal Paulasan Oilgas S.A. 

Pinto Mancheno Mauricio 
Peña Romero Patricio 

10/11/2008 
Desecha 

demanda de 
nulidad 

Recurso de 
apelación 
08/01/09 

Recurso de 
Apelación 

6 69 BL 13/05/2008 Ruiz Torrez René Miguel  
Lenk Robieek Alberto 

Federico 
08/02/2010 

Sentencia 
Deshecha 
Demanda 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

7 97 BL 03/07/2008 Ronzelen Barba Susana Van  Galvez Vscócovich 

Resuelto Auto 
de 

desistimiento 
(archivo) 
10/11/08 

Devuelto a CCQ 

 

Desistimiento de 
Acción de 
Nulidad 



8 99 BL 10/07/2008 
Hidalgo Jaramillo Galo R. Legal 

Cia. Prostatus 
Flores Guerrero Edgar Iván 15/09/2008 

Sentencia Rechaza 
Demanda 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

9 104 BL 29/07/2008 
Fabara Vera José Eduardo R. 

Legal de Vial Fabara y 
Asociados Cia Ltda. 

Carrera Sanchez Vicente 
Director de Asesoramiento 

Legal de Ministerio de 
Obras Públicas y Transporte 

MOP 

19/11/2008 Sentencia Desecha 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

10 109 BL 18/08/2008 
Díaz de Mera Jorge Luis 

Representante 

Chorillo Castro Luis 
Presidente Ejecutivo de la 

Cia Poligráfica C.A. 
09/12/2008 

Sentencia Rechaza 
Demanda 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

11 122 BL 08/09/2008 
Osorno Flores Iván Gerente 
General Cia ESIGECO Ltda. 

Abad Guerrero Boris R. 
Legal Cias Petrobell Inc. Y 

Grant Mining S.A.  
12/02/2009 

Sentencia Rechaza 
Demanda 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

12 125 BL 10/09/2008 
Minchala Aguirre Tanya 

Marcela Gerente y R. Legal 
deAplitec S.A. 

Delgado Montenegro 
Camilo Vicepresidente y R. 
Legal de Petroproducción y 

P.G.E. 

23/03/2009 
Sentencia Rechaza 

Demanda 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

13 203 BL 18/12/2008 

Cooperativa de ahorro y 
crédito Casag/ Guaruin 

Guayasamín María de los 
Ángeles 

Obando Játiva Marco 
Vinicio Gerente General y R. 

Legal CIA Gestión 
Informática Gesinf Ltda. 

24/03/2009 
Sentencia 

Confirma Laudo 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

14 208 BL 22/12/2008 
Acosta Paredes Wilson 

Orlando 

Larrea Andrade Mario 
Procurador Judicial de la 

CIA Ecuador Bottling 
Company Corp. 

03/09/2009 
Sentencia Desecha 
Acción de Nulidad 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

15 209 BL 22/12/2008 
Degetav Hof Andrés P. Legal 

de CIA Localización S.A. Telital 
Locsat S.A. 

Donoso Echanique Andrés 
Procurador Judicial CIA 

OTECEL S.A. 
19/05/2009 

Sentencia Rechaza 
parcialmente la 

demanda 

Rechaza 
Parcialmente la 

demanda - 
Acción de 
Nulidad 

 



ACCIONES DE NULIDAD DE LAUDOS ARBITRALES AÑO 2009  CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE PICHINCHA – PRESIDENCIA 

No. 
No. 

(caso) 
Encargado Ingresa Demandado Autor Resolución Descripción 

Procesos 
2009 

1 1 BL 14/01/2009 
León Jaramillo Nelson Alfonso/ 

Giraldo Yépez Luz Marina 

Hidalgo Jaramillo Galo Gerente 
General y representante legal de 

la compañía "Prostatus S.A."  
02/06/2009 

Sentencia acepta 
demanda 

Acepta 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

2 23 BL 06/04/2009 
Najas Cortés Fernando R. Legal 
de la compañía "Promociones 

Todo S.A."  
Tevoger Massen Luz Marina 03/12/2009 

Sentencia rechaza 
demanda 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

3 30 BL 08/04/2009 
Suasnavas Soto Napoleón R. Legal 

de la CIA. "Metromerical Cia 
Ltda" 

Narváez Rivadeneira Luis R. Legal 
de la asociación de Funcionarios 
y Empleados del Servicio Exterior 

Ecuatoriano "AFESE"  

12/08/2009 
Sentencia rechaza 

acción 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

4 31 BL 08/04/2009 

Vega Martínez Ramón primer 
suplente del Gerente General de 
la CIA "Nestlé Ecuador S.A." Dr. 

José Piedraita Flores- Árbitro 
único y presidente del tribunal 

arbitral de la cámara de comercio 
ecuatoriano-americana (CCEA) 

Soria Paredes Gabriel Ramiro R. 
Legal de la CIA "Corso S.A." y 

otros 
24/03/2010 

Sentencia rechaza 
acción de nulidad 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

5 32 BL 13/04/2009 
Donoso Echanique Andrés 

Procurador Judicial de OTECEL 
S.A. 

Rodríguez Ortega Franklin R. 
Legal de la Compañía "Lizac S.A." 

25/06/2009 
Sentencia desecha 

archivo 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

6 41 BL 28/04/2009 
Yánez Murillo Alexandra Gerente 
General y Representante Legal de 
la CIA "DICHEM del Ecuador S.A." 

Tapia Avara Diego, 
Vicepresidente y R. Legal de 

Retroindustrial  
22/03/2010 

Sentencia acepta 
acción de nulidad 

Acepta 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 



7 64 BL 04/06/2009 
Ortega Morejón Patricio Gerente 

General CIA Reducía total Cia 
Ltda 

Romero Hidalgo Oscar Gerente 
del Club Voluntarios de la Fuerza 

Terrestre 
15/10/2009 

Sentencia desecha 
demanda 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

8 88 BL 30/07/2009 

Pérez Arteta Manuel Andrés 
Ignacio Presidente y reprsentante 

legal de la Asociación de 
Productores y Exportadores de 

Flores del Ecuador "EXPO 
FLORES" 

Bonilez Mejía Xavier Fernando 
Gerente y Representante Legal 

de la Compañía "Teleandes S.A." 
22/10/2009 

Sentencia rechaza 
demanda 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

9 89 BL 30/07/2009 

Marcus Andrew Benjamín Dod 
Representante Legal de la CIA 

OCEANOADVENTURES S.A. Frente 
Nelson Martínez Fernando 

Mauricio 

Terán López Mauricio Gerente 
General y Representante Legal 

de la CIA "Quasar Nautica 
Expedition S.A." Diez Cordovez 

Eduardo Francisco 

25/11/2009 
Sentencia rechaza 

demanda 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

10 94 BL 07/08/2009 …. 

Espinoza Sarmiento Nelson 
Enrique / Hernández Villalobos 

Lilian María Bayana Gerente 
General de la compañía 

"Stanfurs trust company" 
administradora de Fondos y 

Fideicomisos S.A. 

no hay no hay Sin resolver 

11 96 BL 19/08/2009 

Vaca Castillo Jorge Humberto 
Presidente y Representante Legal 
Subrogante de la CIA "productos 

Avon Ecuador S.A."  

Vélez Parrales Yoshio Fernando 
Gerente General y 

Representante Legal de la CIA "Ir 
Security Cia Ltda" 

30/06/2010 
Sentencia rechaza la 

nulidad del laudo 
arbitral  

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

12 97 BL 19/08/2009 
Crespo Vásquez Marco 

representante Legal de la CIA 
"LAB NYSE Cia Ltda" 

Carmillo Serrano Jaime 
Vinicio/Velasteguí Rojas Ivonne 

María Alexandra" 
09/04/2010 

Sentencia declara 
nulidad en contra del 
laudo arbitral dictado 

por la CCA el 
17/02/09 en el juicio 

arbitral N: 15-08  

Acepta 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

13 123 BL 07/10/2009 

Galarza Galo Terán Salazar 
Antonio/ Suria Madrid Salomón 

miembros del Tribunal Cámara de 
Comercio de Quito 

Andrade Narváez Fabián 
Procurador Metropolitano del 

Municipio de Quito y procurador 
General del Estado 

17/12/2009 
Sentencia rechaza 

demanda 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 



14 126 BL 08/10/2009 Roldán Torres Carlos Ernesto 

Mancero Gallegos Jeaneth 
Gerente y Representante Legal 

de la CIA (BI) Igualas medicas del 
Ecuador S.A. 

25/05/2010 
Sentencia desecha 

nulidad 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

15 147 BL 03/12/2009 Cueva Cumbajín Luis Gonzalo 

Iglesias Tapia Jorge Antonio 
Gerente General y 

Representante Legal de la Cia 
Inmobiliaria y comercializadora 

S.A. Inmusolución 

17/05/2010 
Sentencia desecha 

nulidad 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

16 154 BL 29/12/2009 

Holmes García Manuel Enrique 
Nathan Presidente y 

representante legal de la Cia "Vía 
ADVISORS Ecuador VIADIVISA" 

Espín Tobar Augusto Gerente y 
representante Legal de la Cia 
"Telecomunicaciones Móviles 

del Ecuador, TELEC S.A." y 
presidente General 

21/09/2010 
Sentencia desecha 

nulidad 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 
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Acepta demanda - 
Acción de Nulidad 
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ACCIONES DE NULIDAD DE LAUDOS ARBITRALES AÑO 2010  CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE PICHINCHA – PRESIDENCIA 

No. 
No. 

(caso) 
Encargado Ingresa Demandado Autor Resolución Descripción 

Procesos 
2010 

1 3 BL 22/01/2010 
Moscoso Montaño Rubén Darío 

Gerente y R. Legal de Cia 
Costecam Cia Ltda 

Donoso Echanique Andrés 
Procurador Judicial de Cia 

OTECEL S.A. 
08/07/2010 

Sentencia Rechaza 
Demanda 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

2 6 BL 04/02/2010 Setti Binimelis Ivone Sandra 
Binimelis Morales Miriam Julia 
R. Legal de Centro Educativo 

"Pitágoras" 
30/08/2010 

Sentencia Rechaza 
Demanda 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

3 31 BL 14/05/2010 
Dr. Rodrigo Bermeo Rosales R. 

Legal Cia Intercom Security 
Sistems Inc. 

MSC Washington Recalde 
Ponce R. Legal de Servicios de 
Seguridad Privada del Ecuador  

02/08/2010 
Auto acepta 

Desistimiento 

Desistimiento 
de Acción de 

Nulidad 

4 48 BL 28/06/2010 
Diego Espinoza Álvarez Gerente y 

R. Legal Cia SCB S.A. 

Dr. Jaime Recalde Bucheli 
Gerente Cia Zona Franca 

MAREC Cia Ltda derechos 
11/08/2010 

Abstiene de 
Tramitar 

Abstiene de 
Tramitar 

5 58 BL 15/07/2010 
Eduardo Augusto Acuña  Chávez 

propietario de Gasolinera San 
Eduardo 

Dr. Carlos Idrovo Murillo 
Gerente y R. Legal Cia MASGAS 

15/06/2011 Sentencia Rechaza 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

6 65 BL 29/07/2010 
Ma. Paulina Mogollón Moya 

Gerente y R. Legal de Cia 
Goldpersons S.A. 

Robert Ramia Enríquez Gerente 
Cia Quito Lindo S.A. 

no hay no hay Sin resolver 

7 86 BL 10/11/2010 Pinto Yanzapanta Aurelia Lorena 
Azanza Boca Carlos Gonzalo R. 
Legal de Cia HOMEDIVID S.A. 

13/06/2011 Sentencia Rechaza 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 
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ACCIONES DE NULIDAD DE LAUDOS ARBITRALES AÑO 2011  CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE PICHINCHA – PRESIDENCIA 

No. No. (caso) Encargado Ingresa Demandado Autor Resolución Descripción 
Procesos 

2011 

1 4 BL 05/01/2011 
Lasala Gomez Juan Carlos 

James Robert Monterson G 
Presidente Cia Proveedora 

Noroña Illescas Renato Pablo 
Gerente General Cia EPS Empresa 

de Provisiones y Servicios Cia 
Ltda. 

no hay no hay Sin resolver 

2 8 BL 10/01/2011 

Sanchez Valdivieso Herman / 
Jijón Letor Rodrigo 

Procurador Judicial de Cras 
Constructoras 

Galindo Cardona Álvaro Hernán 
Director Nacional de Asuntos 
Internacionales y Árbitro de la 

Procuraduría  

29/03/2011 
Sentencia 

Rechaza Acción 
de Nulidad 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

3 17 BL 01/02/2011 
Allan Law Charles Gerente 

General Cia Lafarge 
Cementos S.A. 

Guerrero Suarez Agustín Gerente 
General y Representante Legal 

Cia Primax Comercial del Ecuador 
S.A. 

26/04/2011 
Sentencia 

Rechaza Acción 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

4 28 BL 21/02/2011 
Eduardo Speck Andrade 

Gerente General 
Hidrocarburos S.A. 

Calderón Peñaloza Mario R. Legal 
Cuerpo de Ingenieros del Ejército 
/ Arboleda Terán Néstor Director 

Nacional 

no hay no hay Sin resolver 

5 31 BL 01/03/2011 

Sanchez Ponce William 
Mauricio Procurador Judicial 
de Corporación Nacional de 

Telecomunicaciones 

Bermeo Castillo Eduardo Alfonso 
Procurador Judicial Cia CELTEL 
Construcciones y Servicios Cia 

Ltda 

21/06/2011 
Sentencia 
Rechaza 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

6 42 BL 25/03/2011 

Báez Vera Leonardo 
Procurador común y R. Legal 

del Consorcio BIGDIG y 
Asociados 

González Camacho Cristina 
Procuradora Judicial de Empresa 
Pública Metropolitana de Agua 

Potable 

23/08/2011 
Sentencia 

Rechaza Acción 
de Nulidad 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

7 43 BL 28/03/2011 

Rivadeneira Barba Alfredo 
Gerente General de Cia 

Alfredo Rivadeneira 
Arquitectos Cia Ltda 

Yépez Maldonado Patricio R. 
Legal Cia Inmodiursa S.A. 

no hay no hay Sin resolver 



8 45 BL 07/04/2011 
Salas León Edgar Gerente 

General Cia Construcción y 
Servicios de Minería 

Herdoiza Dávalos Carlos 
Manuel/Herdoiza Dávalos Miguel 

Ángel 
10/05/2011 

Sentencia 
Rechaza Acción 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

9 52 BL 02/06/2011 

Vela Descalzo Oscar 
Procurador Judicial Cia E.G. 
Mill Company Inc Sucursal 

Ecuador 

Herrera Zambrano Marcelo 
Gerente General y Representante 

Legal Cia Inmobiliaria 
Southgarden S.A. 

30/08/2011 

Sentencia 
Rechaza Acción 
Nulidad laudo 

arbitral 

Rechaza 
demanda - 
Acción de 
Nulidad 

10 59 BL 08/07/2011 
Pérez Aguirre Francisco 
Javier Barreiro Serrano 

Bernarda 
Pérez Aguirre Juan Alfonso no hay no hay Sin resolver 

11 60 BL 08/07/2011 
Monserrate López Florencio 

Agustín 
Guaycha Flores Miriam Joel R. 
Legal Cia TIMESHARING S.A. 

no hay no hay Sin resolver 

12 61 BL 12/07/2011 
Cagigal Guayachanin María 

de las Mercedes Cagigal 
Guayachanin Pedro José 

Márquez Mantilla Doubosky 
Dellos 

no hay no hay Sin resolver 

13 65 BL 10/08/2011 Lupera Zurita Bolívar 
Hernández Villalobos Dayana 
Gerente General y R. Legal de 

Fiduecuador S.A. 
no hay no hay Sin resolver 

14 66 BL 10/08/2011 
Barrera Patrick Pérez Arteta 

Sebastián Miembros Tribunal 
Arbitral Centro A y M 

Moser Cazar Hernán Adolfo R. 
Legal Fundación Sembrar 

Esperanza Sembres 
no hay no hay Sin resolver 

15 67 BL 10/08/2011 Espinoza Álvarez Francisco 
Merchán Núñez Néstor Gerente 
General Zona  OCLOCK Cia Ltda 

no hay no hay Sin resolver 
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3.7.2 Trámite procesal 

 

El trámite procesal que contempla la legislación ecuatoriana para llevar a cabo la 

acción de nulidad de los laudos arbitrales se encuentra establecido en la Ley de Arbitraje 

y Mediación. El  Art. 31 indica que cualquiera de las partes puede interponer acción de 

nulidad de un laudo arbitral cuando se ha incurrido en determinadas causales.  

 

La acción de nulidad del laudo se presenta ante el árbitro o tribunal arbitral en el 

término de 10 días desde que el laudo se ejecutorió. Presentada la acción, el árbitro o 

tribunal remite en el término de 3 días el proceso a la Presidencia de la Corte Provincial 

de Justicia, para que ésta resuelva la acción planteada en el término de 30 días contados 

desde el conocimiento de la causa.  

 

Si la acción de nulidad es presentada fuera del término establecido se entiende como 

no interpuesta y no se acepta a trámite. Quien interpone esta acción puede solicitar al 

árbitro o tribunal arbitral suspender la ejecución del laudo, rindiendo una caución 

suficiente, la misma que es fijada por el árbitro o tribunal arbitral en el término de tres 

días tomando en cuenta los perjuicios que la demora de la ejecución puede causar a la 

otra parte; además debe ser constituida por la parte solicitante en el término de tres 

contados desde su notificación.130 
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En este punto, que se ha mencionado la posibilidad de solicitar la suspensión de la 

ejecución del laudo arbitral, al interponer la acción de nulidad; es importante analizar el 

efecto que ésta acción causa en el laudo arbitral, y para ello se considerarán los 

siguientes conceptos: 

 

Efecto Devolutivo131.- “… Hay efecto devolutivo, pues, cuando por causa de la 

interposición de un recurso o por mandato legal, se produce la inmediata sumisión, total 

o parcial, del asunto resuelto por un juez, al conocimiento de otro juez de jerarquía 

superior; el juez de alzada, entra de lleno a ejercer competencia desde el punto de vista 

funcional. …” 

 

“… El impugnante no puede invocar motivos ajenos a los taxativamente enumerados 

en la ley, ni el tribunal ad quem puede rever ex novo la causa, pues, tiene que respetar 

una doble reducción: la impuesta por la ley y, dentro de ella, la impuesta por la 

voluntad del impugnante. Por eso es que en estos casos no puede hablarse propiamente 

de una segunda instancia. …” 

 

Guillermo Cabanellas132, al respecto del efecto devolutivo, señala que: “En caso de 

apelación u otro recurso frente a la resolución de un juez o tribunal, cuando su 

conocimiento se atribuye a un superior, con respecto al que ha dictado la sentencia, 

                                                 
131

 ENCICLOPEDIA JURÍDICA OMEBA, Tomo IX (DIVI – EMOC). Editorial Bibliográfica Argentina. 

Buenos Aires – Argentina, 1958, pág. 658 y 660. 

 
132
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auto o providencia, el que no tiene efecto para impedir la ejecución, provisional al 

menos, de lo resuelto por el inferior, ni paraliza el curso de la acción principal o de la 

causa. …” 

 

“… Más explícitamente, no se suspenderá la ejecución de la sentencia, auto o 

providencia apeladas cuando haya sido admitida la apelación en un solo efecto. …” 

 

El conocimiento que en las apelaciones recibe el juez o tribunal superior de las 

resoluciones del inferior, sin suspender la ejecución de las mismas. Lo subrayado es 

mío.133 

 

Efecto Suspensivo134.- “Cuando la ley concede… la facultad de impugnar una 

concreta actividad procesal, mientras ella no caduque o se renuncie o mientras se 

tramita la impugnación formulada, debe suspenderse, por regla general, toda actividad 

consecuencial del acto impugnado…”. 

 

“… queda suspendida toda actividad consecuencial de la misma, sea de orden 

sustancial o formal. La sentencia definitiva, si es de condena, no podrá ejecutarse;…”, 

“… no se produce efecto suspensivo ante la posibilidad de oponer nulidades,…”. 
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“Con respecto a la oposiciones, la ley no suele sentar generalmente la regla del 

efecto suspensivo, pero en muchos casos ésta surge por necesidad procesal, y otras 

veces porque para el caso la ley lo establece expresamente.” 

 

Efecto suspensivo es el que tiene un recurso cuando paraliza la ejecución de la 

resolución que con él se impugna.135 

 

Tomando en cuenta los conceptos anotados anteriormente, se puede decir que la 

acción de nulidad de los laudos arbitrales, en nuestra legislación, en primera instancia 

tiene efecto devolutivo, ya que al proponerla no se suspende la ejecución del laudo 

arbitral; al ser un proceso independiente no tienen que suspenderse los efectos del laudo. 

 

Sin embargo, la Ley otorga la posibilidad de que el recurrente, solicite la suspensión 

de la ejecución del laudo arbitral, siempre y cuando cumpla con los requisitos 

establecidos, esto es, entregando una caución, la misma que es fijada y debe ser 

constituida en los términos de ley; dicha caución se constituye por los posibles perjuicios 

que la demora de la ejecución, pueda causar a la otra parte. 

 

Al proponerse esta solicitud, el efecto que la acción de nulidad causa en el laudo 

arbitral, se vuelve suspensivo, pues se deberá esperar que la acción de nulidad del laudo 

sea resuelta por la Presidencia de la Corte Provincial de Justicia, para que se pueda llevar 

a cabo la ejecución del laudo arbitral; esto, en caso de que el órgano competente rechace 
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la acción de nulidad del laudo arbitral, ya que si la acepta, el laudo es anulado quedando 

sin efecto. 

 

A continuación, con el fin de realizar un estudio completo y a la vez práctico del 

trámite procesal de la acción de nulidad del laudo arbitral, se analizará, el proceso N. 17-

2011, seguido en la Corte Provincial de Justicia de Pichincha; estableciendo si se 

cumplen las etapas procesales y demás requisitos legales. 

 

En primera instancia se estudiará el laudo arbitral contra el cual se interpuso la acción 

de nulidad, para ante la Corte Provincial de Justicia de Pichincha. El mismo que fue 

emitido por el Tribunal Arbitral del Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de 

Comercio Ecuatoriano Americana de Quito, el 03 de Diciembre de 2010, dentro del 

proceso arbitral 36-2009. (Anexo 3) 

 

Del laudo se desprende que la demanda fue presentada por el actor el 12 de junio de 

2009 y  admitida a trámite el 30 de junio del mismo año, por el director del centro de 

arbitraje y mediación. Se practicaron las citaciones al demandado el 1, 2 y 3 de julio de 

2009 y el demandado contestó la demanda el 17 de julio del mismo año, adjuntando y 

solicitando las pruebas de las que se creía asistido; de esta manera se dio cumplimiento 

el Art. 11 de la Ley de Arbitraje y Mediación. 

 

 El convenio arbitral establecido por las partes en el contrato, fundamento de la litis, 

disponía que en primera instancia toda controversia derivada del mismo, fuera resuelta 



por mediación y en el caso que no llegarse a un acuerdo, las partes se someterían a 

arbitraje. Efectivamente, se realizó la audiencia de mediación el 08 de mayo de 2009 y 

por no llegarse a un arreglo, se levantó el Acta de Imposibilidad de Mediación; 

cumpliéndose lo estipulado en el convenio arbitral, en concordancia con el Art. 15 de la 

LAM. 

 

Para conformar el Tribunal Arbitral, se realizaron varios sorteos, debido a la falta de 

acuerdo de las partes al nombrar a los árbitros y a las excusas o falta de aceptación por 

parte de los árbitros nombrados. Finalmente, el tribunal arbitral se constituyó el 25 de 

septiembre de 2009, conforme consta del acta de posesión de cargos; dándose 

cumplimiento a los Art. 16 y 17 de la LAM. 

 

Una vez constituido el Tribunal Arbitral, se llevó a cabo la Audiencia de 

Sustanciación, el 06 de octubre de 2009. Las partes intervinieron precisando sus 

pretensiones, fundamentos de hecho y de derecho; el Tribunal por su parte, nombró y 

posesionó al secretario y decidió sobre su competencia. Se declaró competente para 

conocer la causa y señaló que el arbitraje sería en derecho y confidencial, de acuerdo al 

convenio arbitral; acatando de esta manera el Art. 22 de la LAM. 

 

Dentro del proceso arbitral, tuvo lugar la Audiencia de Estrados, el 07 de julio de 

2010, en aplicación del Art. 24 de la Ley de Arbitraje y Mediación. 

 



Finalmente, el laudo arbitral fue dictado el 03 de diciembre de 2010, por el Tribunal 

Arbitral competente y dentro del término legal, cumpliéndose el Art. 25 de la Ley de 

Arbitraje y Mediación. El mismo, declaró sin lugar la demanda presentada por el actor 

en todas sus partes y aceptó dos de las cinco excepciones deducidas por el demandado, 

dejó a salvo los derechos del actor para entablar acciones legales pertinentes y no 

estableció costas. El laudo, fue dado a conocer a las partes en audiencia, el 08 de 

Diciembre del mismo año conforme lo estipulado en el Art. 29 de la LAM. 

 

Del estudio realizado, se puede concluir, que el proceso arbitral desde la presentación 

de la demanda hasta la expedición y conocimiento del laudo arbitral, tardó 

aproximadamente un año y medio (18 meses), reflejándose de esta manera la celeridad 

de los procesos arbitrales y el cumplimiento de la Ley. 

 

A continuación, se procederá a analizar la acción de nulidad interpuesta contra el 

laudo arbitral estudiado. 

 

El actor insatisfecho por la resolución emitida dentro del proceso arbitral, interpuso 

ante el mismo Tribunal Arbitral que dictó el laudo, la acción de nulidad contra éste, para 

ante la Corte Provincial de Justicia de Pichincha. La demanda de nulidad136 fue 

presentada el 27 de diciembre de 2010, dentro del término legal, esto es, 10 días 

contados desde que se ejecutorió el laudo arbitral; tal como lo establece el inciso 

segundo del Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación. 
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La acción de nulidad, tuvo fundamento en la causal d) del Art. 31 de la LAM137, ya 

que el actor consideraba que el laudo arbitral en todo su texto contenía cuestiones no 

sometidas a arbitraje. Al exponer sus argumentos, el actor solicitó, independientemente 

de la resolución de la acción de nulidad, la revisión del fondo del laudo, fundado en el 

principio de doble instancia establecido en la Constitución de la República del Ecuador. 

Recurrió el fallo por falta de valoración de pruebas presentadas y error de derecho al 

confundir terminación de contrato con extinción de obligación.  

 

Solicitó, no solamente que se declare la nulidad del laudo arbitral, sino también, que 

se rectifique el laudo mediante providencia, aceptándose la demanda arbitral propuesta y 

condenando al demandado al pago de los valores pretendidos en demanda inicial.  

 

Evidentemente, el actor no observó el Art. 30 de la LAM, que señala que los laudos 

arbitrales son inapelables y no son susceptibles de ningún otro recurso que no establece 

la Ley de la materia. Siendo los únicos recursos permitidos el de ampliación y 

aclaración.  

 

Cabe anotar que, por la naturaleza de la resolución, en la demanda de nulidad no se 

solicitó la suspensión de ejecución del laudo arbitral, pues dicha petición era inaplicable 

en este caso. 
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 Art. 31.- “Cualquiera de las partes podrá intentar la acción de nulidad de un laudo arbitral, cuando: … d) 

El laudo se refiera a cuestiones no sometidas al arbitraje o conceda más allá de lo reclamado; …” 



 

Presentada la demanda de nulidad, el Tribunal Arbitral mediante providencia de 30 de 

diciembre de 2010 (Anexo 5), agregó al proceso la misma y dispuso que por encontrarse 

dentro el término, se remita el proceso al Presidente de la Corte Provincial de Justicia de 

Pichincha, para la resolución, conforme lo establecido en el inciso segundo del Art. 31 

de la LAM. La providencia, se puso en conocimiento de las partes el 4 de enero de 2011. 

 

Remitido el proceso a la Presidencia de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, 

ésta mediante providencia de 04 de febrero de 2011, solicitó al actor presentar 

documentos, y una vez que se dio cumplimiento a lo ordenado, mediante auto138 de 15 de 

febrero de 2011, se calificó la demanda y se aceptó a trámite especial, conforme el inciso 

segundo del Art. 31 de la LAM. Ordenó, además, citar al demandado para que el término 

de ocho días conteste la demanda, a fin de que se trabe la litis y dictar la resolución 

respectiva. 

 

El demandado, citado legalmente y dentro del término concedido en auto inicial, 

presentó la contestación a la demanda de nulidad (Anexo 7), el 10 de marzo de 2011. El 

demandado contestó a todas las pretensiones del actor, hizo un análisis sobre la 

pretendida nulidad del laudo, por haber incurrido en la causal d) del Art. 31 de la LAM; 

con dicho análisis demostró que no existió tal causal y que el tribunal actuó dentro de los 

límites establecidos, resolviendo únicamente las cuestiones sometidas al arbitraje tanto 

en la demanda como en la contestación. 
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De manera especial objetó la pretensión de revisión y rectificación del laudo, 

fundamentó la imposibilidad de dicha pretensión, en la Ley, los principios universales 

del derecho, doctrina y jurisprudencia. Alegó que la Ley de la materia no permite 

interponer contra el laudo arbitral ningún recurso que en ella no se establezca, señalando 

que la única acción procedente contra los laudos arbitrales es la nulidad. Indicó que la 

acción de nulidad se encuentra establecida en el Art. 31 de la LAM y que únicamente 

procede cuando se ha incurrido en alguna de las cinco causales establecidas y que el 

actor estaba mal interpretando el principio de doble instancia establecido en la 

Constitución. 

 

El demandado planteó sus excepciones y solicitó el rechazo de la acción de nulidad 

interpuesta por el actor, además pidió se condene al actor a costas incluyendo 

honorarios. 

 

La Presidencia de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, mediante 

providencia139 de fecha 17 de marzo de 2011, avocó conocimiento de la causa y en base 

al pedido formulado por el actor, el 15 de marzo de 2011, señaló día y hora para la 

Audiencia de Estrados. Tomando en cuenta el término legal para resolver, establecido en 

el Art. 31 de la LAM, de 30 días desde la fecha que se avocó conocimiento, dicho 

término expiraba el 28 de Abril de 2011. 
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Realizada la Audiencia de Estrados, en providencia140 de 31 de marzo de 2011, 

debido al estado de la causa, la Presidencia de la Corte Provincial de Justicia de 

Pichincha, dictó autos para resolver. 

 

La Presidencia de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, dentro del juicio 

especial de Nulidad de Laudo Arbitral, el 26 de Abril de 2011, encontrándose dentro del 

término establecido por la Ley para la resolver, Art. 25 LAM, emitió la sentencia141 

correspondiente.  

 

La acción de nulidad fue rechazada por la Corte, tras analizar la causal d) del Art. 31 

de la LAM, invocada por el actor en su demanda de nulidad. Se descartó que el Tribunal 

Arbitral haya resuelto sobre cuestiones no sometidas al arbitraje y más bien en mérito a 

las piezas procesales estaba claro que el Tribunal, no concedió mas allá de lo reclamado, 

indicando la existencia del vicio de incongruencia por extrapetita.  

 

Además, consideró que el laudo resolvió el petitum tanto de la demanda, como de las 

excepciones planteadas en la contestación a la demanda y no sobre hechos ajenos al 

conflicto, por lo que el Tribunal Arbitral actuó dentro de los límites de su competencia, 

desvaneciéndose de esta manera la causal d) del Art. 31 de la LAM, invocada por el 

actor. 
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También, se pronunció sobre el pedido del actor, de revisión y rectificación del laudo, 

aduciendo que la competencia legal que tiene como autoridad al conocer y resolver la 

acción de nulidad, radica exclusivamente en observar si existe o no el motivo de nulidad 

alegado.  

 

Señaló que los laudos arbitrales son inapelables conforme a la Ley, y que solo puede 

interponerse acción de nulidad como única vía legal para atacar el laudo, esto debido a 

que es considerada una acción extraordinaria y limitada, concebida como mecanismo de 

control judicial del procedimiento arbitral y no como instancia de revisión íntegra de la 

controversia resuelta por el laudo. Por los motivos mencionados, desechó la pretensión 

del accionante, puesto que, rebasaba los límites dentro de los cuales como Autoridad 

podía actuar. 

 

Con el análisis realizado al proceso de Acción de Nulidad que antecede, se puede 

observar que en este caso los términos legales se cumplieron tal como manda la Ley. 

Efectivizando el principio de celeridad procesal consagrado en el Art. 169 de la 

Constitución de la República del Ecuador. 

 

En base a este estudio se puede afirmar que los medios alternativos de solución de 

conflictos son efectivos en su mayoría, cumplen las disposiciones legales, los principios 

que los rigen y principalmente brindan a las partes la agilidad para resolver su 

controversia. 

 



Como parte de investigación en el presente trabajo, se realizó una entrevista al 

Director del Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio Ecuatoriano 

Americana y se obtuvo información en los archivos del Centro de Arbitraje y Mediación 

de la Cámara de Comercio de Quito, esto, a fin de elaborar un estudio comparativo de 

los datos proporcionados por estos dos Centros de Arbitraje y Mediación de la ciudad de 

Quito, relacionados a la Acción de Nulidad que se desarrolló dentro de este capítulo. 

 

Al final del presente trabajo se incorporan como anexos 11, 12 y 13 la entrevista, 

información y estudio comparativo, que sirven como complemento al estudio de la 

Acción de Nulidad de los Laudos Arbitrales, en sus numerales 1 al 7.142 

 

3.7.3 Estudio Comparado 

 

o Argentina 

 

En materia de recurribilidad de los laudos arbitrales en la legislación argentina, es 

difícil establecer una norma general. La revisión de los laudos está a lo dispuesto por las 

partes en el convenio arbitral. Doctrinariamente encontramos que contra los laudos 

arbitrales es posible interponer cuatro recursos, cada uno con características y requisitos 

propios; así, existe: el recurso de aclaratoria, el recurso de apelación, la impugnación por 

nulidad y el recurso extraordinario. 
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Recurso de Aclaratoria.- Este recurso procede contra los laudos dictados por 

árbitros de derecho (declaratoria legal expresa) y en arbitraje de amigables 

componedores (declaratoria tácita). Con este recurso se pretende que el mismo árbitro 

que emitió la resolución enmiende errores materiales, aclare conceptos oscuros o supla 

omisiones en que se haya incurrido, siempre y cuando estas enmiendas, aclaraciones o 

agregados no modifiquen el contenido sustancial del laudo. 

 

Este recurso debe interponerse debidamente fundado, dentro del tercer día de 

notificado el laudo, se resuelve sin sustanciación, el tribunal tiene plazo de 15 días para 

resolver y los árbitros están facultados para proceder de oficio en estos casos.143 

 

La legislación ecuatoriana por su parte, establece en su Art. 30 de la Ley de Arbitraje 

y Mediación que los laudos arbitrales pueden aclararse o ampliarse, esto sin hacer 

distinción alguna entre arbitraje en derecho o en equidad. 

 

Además, señala que el término de presentación de la solicitud de aclaración o 

ampliación es de 3 días después de notificado el laudo, es decir, antes de que éste se 

ejecutoríe. La Ley también faculta a los árbitros a proceder de oficio, para enmendar 

errores de cálculo, numéricos, etc., dentro del mismo término. 

 

Finalmente, la legislación ecuatoriana establece el término de 10 días desde la 

presentación de aclaración o ampliación, para que los árbitros la resuelvan. 
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A continuación, se ilustrará en un cuadro las semejanzas y diferencias que el Recurso 

de Aclaratoria presenta en la legislación argentina y ecuatoriana. 

 

PREGUNTAS ARGENTINA ECUADOR 

¿Existe Recurso de Aclaratoria contra los 

laudos arbitrales? 

SI SI 

¿El Recurso de Aclaratoria se propone 

contra los laudos en derecho y equidad? 

SI SI 

¿El Recurso de Aclaratoria se propone 

dentro de los 3 días de notificado el laudo? 

SI SI 

¿Pueden proceder de oficio los árbitros en el 

Recurso de Aclaratoria? 

SI SI 

¿Cuánto tiempo tienen los árbitros para 

resolver el Recurso de Aclaratoria, una vez 

presentado? 

15 DÍAS 

PLAZO 

10 DÍAS 

TÉRMINO 

 

Recurso de Apelación.- La legislación argentina divide la procedencia del recurso de 

apelación de los laudos arbitrales, cuando estos han sido dictados por árbitros de derecho 

o por amigables componedores. 

 



En principio los laudos de árbitros de derecho son recurribles, salvo pacto en 

contrario, es decir, las partes pueden renunciar a este recurso o limitarlo, imponiendo 

ciertos requisitos de admisibilidad. 

 

Generalmente cuando se imponen requisitos de admisibilidad o límites para recurrir 

los laudos de los árbitros iuris, se fijan multas a cargo de quien pretenda recurrir el laudo 

o es posible establecer los tribunales ordinarios ante quienes se tramitará el recurso, es 

decir, se puede pactar una competencia territorial. 

 

Cuando las partes no han determinado la competencia territorial para resolver el 

recurso, este generalmente recae para su resolución, en el tribunal judicial de alzada del 

juez que hubiese sido competente en caso de no haberse sometido a arbitraje, esto, 

ordinariamente es la Cámara de Apelaciones que corresponda por materia y territorio. 

 

Los tribunales ordinarios para resolver el recurso de apelación contra laudos dictados 

por árbitros iuris, deben tener presente las pautas del compromiso arbitral, ya que su 

actuación se ve alcanzada por lo que las partes hayan pactado en esfera de su libertad. 

 

Al contrario de lo estipulado para los laudos dictados por árbitros de derecho, en el 

caso de la amigable composición, el principio de recurribilidad no se contempla en la 

legislación argentina, pues en ella se establece que los laudos de los arbitradores no son 

recurribles a excepción de la nulidad. 

 



Esta disposición tiene su lógica, pues, los jueces iuris y los amigables componedores 

no tienen los mismos parámetros de juzgamiento, los primeros se apegan estrictamente a 

las leyes y los segundos a resolver de acuerdo a la sana crítica y valoración; por lo que, 

si los laudos emitidos por amigables componedores fueran apelables, existiría la 

posibilidad de que se modifique la amigable composición por un juicio de derecho, 

sustituyendo el sistema elegido, la equidad.144 

 

La legislación ecuatoriana al contrario de la argentina, establece que los laudos 

arbitrales sean dictados en derecho o equidad son inapelables y contra él, no caben más 

recursos que los que establece la Ley de Arbitraje y Mediación.145  

 

Impugnación del laudo por nulidad.- En la legislación argentina, la impugnación 

por nulidad de los laudos arbitrales, dictados por árbitros de derecho o amigable 

componedores, es irrenunciable, esto quiere decir que, todo laudo puede ser atacado por 

nulidad cuando se presentan determinadas causales. 

 

Al proponer la impugnación por nulidad no se  revisa el contenido del laudo, sino que 

se haya cumplido con las solemnidades procesales. Este pedido es a petición de parte y 

se realiza por separado del trámite de ejecución de laudo arbitral. 
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En cuanto a las causales de nulidad, la legislación argentina contiene disposiciones 

diferentes cuando la nulidad está referida a laudos de árbitros en derecho o a los emitidos 

por amigables componedores. 

 

 

Las causales de nulidad de laudos de derecho son: falta esencial de procedimiento, 

haber fallado fuera del plazo, haber fallado sobre puntos no comprometidos y contener 

en la parte dispositiva disposiciones incompatibles entre sí. 

 

En este punto es importante hacer un análisis de las causales de nulidad de los laudos 

arbitrales  de derecho en la legislación argentina, en comparación con las causales de 

nulidad que establece la legislación ecuatoriana. En primer lugar se encuentra la falta 

esencial de procedimiento, esta causal encierra principalmente la omisión de reglas 

básicas que afectan el debido proceso, el incumplimiento de principios procesales que 

afecta las garantías constitucionales de las partes, como por ejemplo el derecho a la 

defensa. 

 

Esta causal se equipara en nuestra legislación, a las causales establecidas en los 

literales a), b), c) y e) del Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación, puesto que las 

mismas son omisiones sustanciales de procedimiento; así, el literal a) establece que el 

laudo es nulo cuando el demandado no es citado legalmente, evitando que haga valer sus 

derechos, es decir, la falta de citación y la indefensión por omisión de la misma acarrea 

la nulidad del laudo arbitral.  



 

El literal b) indica que la falta de notificación de providencias, vulnerando el derecho 

a la defensa de cualquiera de las partes es causal de nulidad del laudo arbitral; el literal 

c) señala que la ausencia de convocatoria, y la falta de práctica de pruebas importantes 

para probar hechos que deben justificarse acarrea nulidad; y, finalmente el literal e) 

establece que genera nulidad, la violación de procedimientos señalados en la ley o por 

las partes para la designación de árbitros o tribunal arbitral. 

 

En segundo lugar, la legislación argentina plantea como causal el hecho de haber 

fallado fuera del plazo. Esta disposición se fundamenta en la importancia de que se 

respete estrictamente el plazo otorgado por la ley o las partes, ya que su vencimiento, 

conlleva la pérdida de jurisdicción arbitral y en consecuencia el laudo dictado fuera del 

plazo, sería considerado un exceso de funciones concedidas a los árbitros.  

 

Sin embargo, esta condición no opera de forma automática, sino que se requiere de la 

oposición de las partes al respecto y la legislación para el efecto establece que se debe 

presentar la oposición en un plazo de 5 días de haberse vencido el plazo para laudar. Si 

las partes dejan transcurrir el plazo indicado no podrán impugnar el laudo una vez 

emitido, pues la falta de oposición es tomada como consentimiento tácito de extender el 

plazo para laudar, subsanando la nulidad. 

 



Nuestra legislación por su parte, no consiente en ninguna de sus causales, establecidas 

en el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación, la nulidad por fallar fuera de término, 

este tema fue analizado en instancias anteriores del presente trabajo. 

 

En tercer lugar, se encuentra la causal de haber fallado sobre puntos no 

comprometidos. Esta causal reviste la importancia de que los árbitros se sujeten a las 

cuestiones planteadas por las partes, ya que su jurisdicción proviene de la voluntad de 

ellas. En base a esto, los árbitros deben atenerse estrictamente a los puntos 

comprometidos, evitando pronunciarse en otras cuestiones sobre las cuales no poseen 

jurisdicción.  

 

Al cotejar la legislación ecuatoriana, respecto a esta causal de nulidad, encontramos 

que el literal d) del Art. 31 de la LAM, señala que se puede proponer acción de nulidad 

“cuando el laudo se refiera a cuestiones no sometidas a arbitraje o conceda más allá de 

los reclamado;…”146, es decir, que nuestra legislación al igual que la argentina, 

considera que los árbitros únicamente tienen facultad para resolver las cuestiones 

sometidas voluntariamente por las partes, impidiéndoles resolver temas no sometidos al 

arbitraje, ni conceder más allá de lo reclamado. 

 

Al analizar el literal d), se puede determinar dos cuestiones, que la nulidad se enfoca: 

en la incongruencia del laudo y en la resolución de cuestiones no sometidas al arbitraje. 
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Finalmente, en cuarto lugar se encuentra la causal de nulidad, por el laudo contener 

en la parte dispositiva disposiciones incompatibles entre sí. La causal se basa en que 

no puede ser válido un acto jurisdiccional que viole el principio de congruencia, es decir, 

un laudo que contenga disposiciones contradictorias a las pretensiones es nulo. 

 

El tratadista Ernesto Salcedo Verduga, señala que “la fundamentación del laudo, en 

su parte dispositiva, debe adecuarse a lo que sea objeto del arbitraje, es decir, que debe 

haber una relación entre el laudo y la pretensión procesal expuesta por las partes. Esta 

vinculación, requisito del fallo mismo, lleva el nombre de congruencia.”147  

 

La congruencia supone: a) que el laudo no contenga más allá de lo pedido por las 

partes, ultra petita; b) que el laudo no contenga menos de lo pedido por las partes, citra 

petita; y, c) que el laudo no contenga algo distinto a lo pedido por las partes, extra 

petita.148 

 

De lo anotado, puede deducirse que en la legislación ecuatoriana, el literal d) del Art. 

31 de la LAM, contiene el principio de congruencia; determinando que la acción de 

nulidad puede proponerse cuando el laudo resuelva cuestiones no sometidas al arbitraje o 

conceda más allá de lo reclamado, esto, de la misma forma que la legislación argentina. 
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En cuanto al trámite procesal, para la nulidad de los laudos arbitrales de derecho, la 

legislación argentina establece que es un recurso que debe interponerse por escrito 

debidamente fundado, ante el propio tribunal arbitral, dentro de los 5 días de notificado 

el laudo. Este recurso se resuelve sin sustanciación alguna y el órgano competente para 

conocerlo es el Tribunal Judicial de Segunda Instancia del fuero de que se trate, al igual 

que el recurso de apelación. 

 

En lo que respecta a la ejecución del laudo arbitral de derecho, mientras se tramita el 

recurso de nulidad del mismo, por principio general el recurso procede en efecto 

suspensivo a menos que la ley disponga que lo sea en el devolutivo. Es decir, 

generalmente, su ejecución está suspensa hasta la resolución del recurso de nulidad. 

 

Para completar el estudio de la impugnación del laudo por nulidad, se anotan las 

causales de nulidad de los laudos de amigables componedores. Estas causales son más 

limitadas que las de los laudos dictados en derecho, siendo únicamente dos: haber 

fallado fuera del plazo y haber fallado sobre puntos no comprometidos.  

 

Esto tiene su lógica, ya que el arbitraje en equidad es informal comparado con el 

arbitraje en derecho y porque la amigable composición se limita a recibir la 

documentación y argumentos de las partes, para fallar según su leal saber y entender.  

 



El trámite procesal, para la nulidad de los laudos arbitrales de amigables 

componedores, en la legislación argentina, señala que la pretensión de nulidad se tramita 

como una acción, debe interponerse por escrito, dentro de los 5 días de notificado el 

laudo.  

 

Presentada la demanda el juez corre traslado a la otra parte por 5 días, vencido el 

plazo y contestado o no el traslado por la otra parte, el juez resolverá acerca de la validez 

o nulidad del laudo. El órgano competente para conocer esta acción en laudos de 

amigables componedores es el Tribunal Judicial de Primera Instancia, es decir, el juez de 

primera instancia que corresponda en función de la materia. 

 

Respecto a la ejecución del laudo arbitral de amigables componedores, mientras se 

tramita la acción de nulidad del mismo, la jurisprudencia argentina, ha fallado 

reiteradamente que el ejercicio de la acción de nulidad, no impide su ejecución, ni 

suspende sus efectos, es decir,  procede en efecto devolutivo y no suspensivo, como en 

los casos del recurso de nulidad de los laudos de derecho.149 

 

Del estudio realizado, a manera de comparación, podemos concluir que la legislación 

ecuatoriana al igual que la legislación argentina, tiene como objeto de la acción de 

nulidad, no revisar el fondo de la resolución emitida por los árbitros, sino cuestiones 

procedimentales; y, que dicha nulidad procede a petición de parte. 
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En la legislación ecuatoriana, la acción de nulidad procede contra los laudos arbitrales 

sean en derecho o equidad sin diferencia alguna y son cinco las causales en las que se 

puede apoyar dicha acción, causales que se encuentran establecidas en el Art. 31 de la 

Ley de Arbitraje y Mediación. La legislación argentina por su parte, contempla un 

régimen específico para los laudos en derecho y para los laudos dictados en equidad, 

estableciendo causales para cada caso.  

 

En cuanto al trámite procesal, nuestra legislación establece que contra los laudos 

arbitrales sean en derecho o equidad, se propone la acción de nulidad, ante el tribunal 

arbitral o árbitro que emitió el fallo, en el término de 10 días contados desde la fecha que 

el laudo se ejecutorió.  

 

Presentada la acción de nulidad, el tribunal arbitral dentro del término de 3 días debe 

remitir el proceso a la Presidencia de la Corte Provincial respectiva, para que conozca y 

resuelva dicha acción en un término de 30 días contados desde la fecha que avocó 

conocimiento de la causa. 

 

En cuanto a la ejecución del laudo arbitral, en la legislación ecuatoriana, esta no se 

suspende, es decir, la resolución tiene efecto devolutivo; salvo que quien interponga la 

acción de nulidad, solicite al tribunal arbitral suspender la ejecución rindiendo caución 

suficiente, la misma que debe ser fijada por el tribunal arbitral en el término de 3 días y 



constituida en el mismo término contado desde que fue notificada, adquiriendo la 

resolución efecto suspensivo.150 

 

La legislación argentina por su parte, establece plazos distintos y disposiciones 

diferentes para el trámite procesal de nulidad de los laudos de derecho y los laudos de 

amigables componedores, tal como se analizó anteriormente. 

 

Recurso Extraordinario.- este recurso es admisible contra las sentencias definitivas 

y es de conocimiento de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En el caso de los 

laudos arbitrales contra los que se admite apelación, la sentencia definitiva es la que 

pronuncia el tribunal judicial que conoció el recurso; cuando se trata de laudos de 

árbitros de derecho en los cuales se renunció a la apelación o laudos que provienen de 

amigables componedores, se debe previamente agotar la vía de nulidad para intentar el 

recurso extraordinario, siendo la sentencia que rechace la nulidad y convalide el laudo la 

definitiva. 

 

Al ser interpuesto el recurso extraordinario, el recurrente debe indicar claramente de 

lo que se vio privado en sede arbitral, fundamentar suficientemente el recurso e 

invocarlo temporáneamente.151 
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La Constitución de la República del Ecuador, expedida en el 2008, incorporó la 

Acción Extraordinaria de Protección, en el Art. 94, donde se establece que:  

 

“La acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos 

definitivos en los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la 

Constitución, y se interpondrá ante la Corte Constitucional. El recurso procederá 

cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término 

legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la 

negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado.”152 

 

Además, la Carta Magna en su Art. 437, indica que: “Los ciudadanos en forma 

individual o colectiva podrán presentar una acción extraordinaria de protección contra 

sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia. Para la admisión de 

este recurso la Corte constatará el cumplimiento de los siguientes requisitos: 

 

1. Que se trate de sentencias, autos y resoluciones firmes o ejecutoriados. 

2. Que el recurrente demuestre que en el juzgamiento se ha violado, por acción u 

omisión, el debido proceso u otros derechos reconocidos en la Constitución.”153 
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Nuestra legislación permite interponer acción extraordinaria de protección contra 

sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia. Esta acción se la 

tramita ante la Corte Constitucional y su objeto154 es proteger los derechos 

constitucionales y el debido proceso en sentencias, autos definitivos, resoluciones con 

fuerza de sentencia, en los que se hayan violado por acción u omisión derechos 

reconocidos en la Constitución. 

 

De acuerdo a lo establecido por el Art. 62 de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional, inciso 4, “… La admisión de la acción no 

suspende los efectos del auto o sentencia objeto de la acción…”155, es decir, el laudo 

arbitral tiene efecto devolutivo en caso de que se admita la Acción Extraordinaria de 

Protección.  

 

El tiempo para interponer esta acción es de 20 días término, contados desde la 

notificación de la decisión judicial.156 Considerando que el laudo arbitral tiene efecto de 

sentencia ejecutoriada y cosa juzgada, puede concluirse que es posible que se interponga 

la acción extraordinaria de protección contra los laudos arbitrales, una vez se hayan 

agotado todos los medios procesales de impugnación. 
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o Guatemala 

 

La legislación Guatemalteca establece como único recurso contra el laudo arbitral, el 

de Revisión, el mismo que es interpuesto ante la Corte de Apelaciones del lugar donde 

fue emitido el laudo, en el Ecuador la Corte de Apelaciones de Guatemala, equivale a la 

Corte Provincial del lugar donde se desarrolló el arbitraje y se emitió el laudo. 

  

Esta Corte de Apelaciones resuelve la petición confirmando, revocando o 

modificando el laudo arbitral; diferencia absoluta con nuestra legislación ya que el laudo 

no es confirmado, revocado, o modificado, sino que la sentencia al ser inhibitoria acepta 

o desecha de la demanda de Acción de Nulidad de Laudo Arbitral y devuelve al Árbitro 

o Tribunal que la dictó. 

 

Esta legislación señala dos causales:  

1) Las que deben ser probadas por el recurrente; y,  

2) Las que el tribunal por gravedad declara de oficio.  

 

Las causales que debe probar el recurrente son: falta de capacidad de alguna de las 

partes que firmó el acuerdo arbitral, invalidez del acuerdo arbitral, falta de notificación 

de la designación de árbitros y demás actuaciones, resolución de puntos no sometidos al 

arbitraje, y, falta de oportunidad del recurrente de hacer valer sus derechos durante el 

procedimiento arbitral. 

 



En la Legislación Ecuatoriana, la falta de capacidad de una de las partes que firmó el 

acuerdo arbitral y la invalidez del mismo; equivale a la incapacidad de las partes para 

someterse al arbitraje, puesto que la LAM en su Art. 4, establece que pueden someterse a 

arbitraje las personas naturales y jurídicas que tengan capacidad para transigir, al no 

cumplir con este requisito sería inválido del convenio arbitral.  

 

Por otra parte en la legislación guatemalteca, las causales que se declaran de oficio 

son: materia no susceptible de arbitraje y que el laudo afecte al orden público. La 

legislación ecuatoriana no observa la posibilidad de que se declare de oficio la nulidad 

de un laudo arbitral. 

 

Es importante anotar que este sistema no utiliza las razones que anteceden como 

causales de nulidad sino como causales de revisión de los laudos arbitrales. Por esto el 

efecto no es anular el laudo, sino que éste sea confirmado, revocado o modificado, y en 

los dos últimos casos, cuando se declara de oficio, que se dicte una nueva resolución. 

 

En cuanto a la petición de revisión del laudo arbitral, debe ser presentada antes de que 

transcurra un mes contado desde la recepción, corrección, adición o interpretación del 

laudo. En el caso del Ecuador la Acción de Nulidad de Laudo Arbitral debe ser 

interpuesta en el término de 10 días contados a partir de la fecha en que éste se 

ejecutorió. 



CAPÍTULO IV 

 

4. EJECUCIÓN DE LOS LAUDOS ARBITRALES 

 

4.1 Definición de Ejecución 

 

Ejecución es un proceso por el cual los juzgados o tribunales dan efectividad a un 

título ejecutivo, judicial o extrajudicial, mediante una serie de actos.157 

 

El Código de Procedimiento Civil ecuatoriano en su Art. 1 define acertadamente a la 

JURISDICCIÓN como el poder de administrar justicia que consiste en la potestad 

pública de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado; entendiéndose que comprende 2 aspectos: 

el conocimiento y la ejecución.158 

 

Guillermo Cabanellas por su parte define a la ejecución como: “Efectuación, 

realización, cumplimiento; acción o efecto de ejecutar o poner por obra alguna cosa. 

Efectividad o cumplimiento de una sentencia o fallo de juez o tribunal competente; como 

cuando se toman los bienes del deudor moroso para satisfacer a los acreedores 

mediante dicha orden judicial”.159 
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Dentro del Derecho Procesal Civil existen conflictos que se solucionan con la mera 

declaración del derecho, es el caso de las sentencias declarativas y constitutivas. Pero 

hay ocasiones, en que la declaración deja existente la controversia, por ejemplo con las 

sentencias de condena, donde el fallo por sí solo no satisface al acreedor, y es necesario 

obligar al deudor a cumplir su obligación, siendo el encargado de esto el juez ordinario 

que cuenta con los medios suficientes para hacer ejecutar lo juzgado.    

 

Puede entenderse entonces que la ejecución tiene como propósito efectivizar una 

resolución ejecutoriada por el Ministerio de la Ley, misma que fue emitida por un 

tribunal o juzgado. 

 

4.2 Generalidades 

 

Al estudiar la institución del arbitraje se ha mencionado que la resolución emanada 

por los árbitros tiene el mismo valor que una sentencia dictada dentro de un proceso 

judicial, con efecto de ejecutoriedad y de cosa juzgada. Sin embargo, la facultad de hacer 

ejecutar lo juzgado, en caso de que alguna de las partes no acate el laudo, no es del 

árbitro o tribunal arbitral que lo dictó, pues no tiene facultad coercitiva, sino que la 

ejecución es competencia única de los jueces civiles ordinarios. 

 

La Ley de Arbitraje y Mediación en su Art. 32 claramente señala que “… cualquiera 

de las partes podrá pedir a los jueces ordinarios, que ordenen la ejecución del 



laudo…”160; estableciéndose de esta manera la facultad de ejecutar lo juzgado por un 

árbitro o tribunal arbitral a un juez de la justicia ordinaria. 

  

Cuando se desconoce al tribunal arbitral la facultad de hacer ejecutar lo juzgado, se 

evidencia la falta de Imperium de los árbitros, quienes no pueden aplicar fuerza 

coercitiva en caso de ser incumplidas las resoluciones que emitieron. 

 

4.2.1 Requisitos 

 

Para que un laudo arbitral sea ejecutado debe cumplir ciertos requisitos que se 

encuentran establecidos en la Ley.  

    

 Ejecutoriado.-  Los laudos arbitrales se ejecutorían en el término de tres días 

contados desde la fecha de notificación a las partes. El laudo arbitral debe estar 

debidamente ejecutoriado por el Ministerio de la Ley, es decir, que haya pasado en 

autoridad de cosa juzgada y por lo tanto pueda ejecutarse. Cualquiera de las partes al 

pedir a los jueces ordinarios su ejecución, debe presentar una copia certificada del laudo, 

con la respectiva razón de estar ejecutoriado, emitida por las autoridades competentes.  

 

 Plazo de cumplimiento vencido.- Toda sentencia condenatoria concede un tiempo 

efectivo para su cumplimiento, este plazo señalado debe estar vencido, para que la parte 
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beneficiada por la resolución pueda solicitar la ejecución forzosa de la misma. En el caso 

de los laudos arbitrales se debe recordar que una vez ejecutoriado, es de inmediato 

cumplimiento para las partes.161 

 

 Acción de Nulidad agotada.- Según la LAM, cualquiera de las partes puede 

proponer una acción de nulidad contra un laudo arbitral, cuando se dan las causales 

legales previstas y siempre que se encuentre dentro del término legal establecido para 

presentarla. Una vez que esta vía ha sido agotada por las partes, o en el caso de que dicha 

acción no fue propuesta dentro del término, o si al ser propuesta no se solicitó la 

suspensión de la ejecución del laudo, es procedente la ejecución del laudo arbitral. 

 

Como se estudió en el capítulo anterior, la acción de nulidad de los laudos arbitrales, 

en nuestra legislación, en primera instancia tiene efecto devolutivo, ya que al proponerla 

no suspende la ejecución del laudo. Sin embargo, la Ley otorga la posibilidad de que el 

recurrente, solicite la suspensión de la ejecución del laudo, siempre y cuando cumpla con 

los requisitos establecidos.  

 

Al proponerse esta solicitud, el efecto que la acción de nulidad causa en el laudo 

arbitral, se vuelve suspensivo, ya que es necesario esperar que la acción de nulidad del 

laudo sea resuelta, para que se pueda llevar a cabo la ejecución del laudo arbitral, ante la 

justicia ordinaria. 
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4.2.2 Trámite - Procedimiento para el cumplimiento o ejecución mediante 

orden judicial 

 

La Ley reconoce al laudo arbitral como una sentencia judicial, con carácter vinculante 

y obligatorio, como expresa Caivano, pero en caso de incumplimiento el tribunal arbitral 

carece de fuerza coercitiva para hacer cumplir su propio laudo, y es necesario acudir ante 

la justicia ordinaria para que por vía de apremio se ejecute el laudo dictado. 

 

La vía de apremio es un proceso de ejecución puro, ya que existe la declaración 

previa de un juez o árbitro, sobre un derecho controvertido. Esta vía es utilizada en 

sentencias judiciales de última instancia e instrumentos que la Ley ha otorgado la misma 

fuerza, como por ejemplo los laudos arbitrales y actas de mediación. 

 

Dentro de este proceso, el juez ordinario no puede aceptar excepciones, salvo las que 

se originan posterior a la ejecutoria, de acuerdo a lo dispuesto en el Art. 429 del Código 

de Procedimiento Civil, “… Si la demanda se hubiere aparejado con sentencia 

ejecutoriada, sólo se admitirán las excepciones nacidas después de la ejecutoria.”162 

 

De la misma forma, la Ley de Arbitraje y Mediación en su Art. 32, inc. 3 señala que: 

“… Los laudos arbitrales tienen efecto de sentencia ejecutoriada y de cosa juzgada y se 
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ejecutarán del mismo modo que las sentencias de última instancia, siguiendo la vía de 

apremio, sin que el juez de la ejecución acepte excepción alguna, salvo las que se 

originen con posterioridad a la expedición del laudo.”163 Lo subrayado es mío. 

 

La ejecución forzosa de una sentencia, se puede dar en aquellas consideradas 

condenatorias, ya que en éstas se encuentra una obligación ejecutiva, es decir, pura, 

líquida, determinada y de plazo vencido. 

 

El tratadista Hugo Alsina164, coincide con la legislación ecuatoriana, al referirse a las 

condiciones para que una sentencia sea ejecutable, estableciendo así, que la sentencia se 

encuentre ejecutoriada, se encuentre vencido el plazo para su cumplimiento y que 

proceda a pedido de la parte interesada.  

 

El juez competente para ejecutar el laudo arbitral es el juez civil, sea del domicilio del 

demandado, el del domicilio convenido por las partes en el convenio arbitral o aquellos 

establecidos en el Art. 29 del CPC. La demanda en que se solicita la ejecución forzosa 

del laudo debe obligatoriamente estar acompañada de la copia certificada del laudo con 

la razón de ejecutoría sentada por el secretario arbitral, el director del centro, él o los 

árbitros.  
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En caso de haberse presentado Acción de Nulidad y en ella haber solicitado la 

suspensión de la ejecución del laudo, una vez la acción de nulidad haya sido resuelta por 

la Corte Provincial, rechazando la misma, se debe adjuntar copia de dicha sentencia 

ejecutoriada. 

 

Una vez presentada la demanda ante el juez civil, éste la califica, siguiendo la vía de 

apremio conforme lo establecido en los Arts. 438 y 488 del Código de Procedimiento 

Civil, en concordancia con el Art. 32 de la Ley de Arbitraje y Mediación. Tomando en 

cuenta, principalmente, que no caben excepciones, salvo las mencionadas anteriormente 

y que se encuentran en el Art. 429 del CPC y Art. 32 inc. 3 de la LAM.  

 

En el caso que deba liquidarse costas e intereses, el juez nombra un perito, quien 

elabora la liquidación con la cual se corre traslado por el término de (generalmente) 72 

horas a las partes, a fin de poner en conocimiento de ellas para que prueben u observen 

dicha liquidación, y posteriormente se dicta mandamiento de ejecución. Si no se condena 

a costas se va directo al mandamiento de ejecución. 

 

En el mandamiento de ejecución, se solicita al deudor  pagar o dimitir bienes 

equivalentes al capital, intereses y costas, de ser el caso, en el término de 24 horas. Si el 

deudor no paga ni dimite bienes, el acreedor puede señalarlos para que sean embargados 

y posteriormente rematados, de acuerdo a lo establecido en el Art. 439 del Código de 

Procedimiento Civil. 

 



La dimisión de bienes no debe ser maliciosa, los bienes deben encontrarse en la 

República y cubrir el capital e intereses, según lo establecido por el inciso 1 del Art. 439 

del CPC. Una vez embargados los bienes inmuebles, se procede al avalúo pericial de 

acuerdo al Art. 455 del Código de Procedimiento Civil. Los bienes embargados se 

rematan en subasta pública, conforme el procedimiento establecido en el Art. 456 y 

siguientes del Código de Procedimiento Civil. 

 

En el caso que el deudor pague parcialmente, no se levantan las medidas cautelares, si 

las hay, y se imputa a los intereses lo entregado siguiendo la vía de apremio. Si el deudor 

paga totalmente se levantan las medidas cautelares, se declara cancelada y extinta la 

obligación, y posteriormente se procede al archivo el proceso. 

 

El Art. 32 de la Ley de Arbitraje y Mediación establece:  

“Ejecutoriado el laudo las partes deberán cumplirlo de inmediato. 

 

Cualquiera de las partes podrá pedir a los jueces ordinarios, que ordenen la 

ejecución del laudo o de las transacciones celebradas, presentado una copia certificada 

del laudo o acta transaccional, otorgada por el secretario del tribunal, el director del 

centro o del árbitro o árbitros, respectivamente con la razón de estar ejecutoriada. 

 

Los laudos arbitrales tienen efecto de sentencia ejecutoriada y de cosa juzgada y se 

ejecutarán del mismo modo que las sentencias de última instancia, siguiendo la vía de 



apremio, sin que el juez de la ejecución acepte excepción alguna, salvo las que se 

originen con posterioridad a la expedición del laudo.”165  

 

Del artículo que antecede, se desprende que el trámite de ejecución de los laudos 

arbitrales es Especial. Además, en él se menciona las pautas para que éste se lleve a 

cabo, indicando quien puede proponerlo, cuando, ante quien, la forma y requisitos para 

la presentación, el efecto y la vía a seguirse. 

 

Por lo expuesto se puede determinar qué: quien puede proponer la ejecución del laudo 

arbitral es cualquiera de las partes procesales, cuando el laudo se encuentre ejecutoriado, 

ante un juez de la justicia ordinaria, presentando la demanda acompañada de la copia 

certificada del laudo con la razón sentada por el secretario, árbitro o árbitros, de que se 

encuentra ejecutoriado por el Ministerio de la Ley.  

 

Se reconoce su efecto de sentencia ejecutoriada y cosa juzgada, el trámite es especial, 

la vía de apremio es la que debe seguirse para su ejecución, al igual que las sentencias de 

última instancia y se prohíbe al juez aceptar excepciones anteriores a la emisión de la 

resolución. 

 

Es importante anotar que el juez ordinario está limitado al ejecutar el laudo arbitral, 

pues la ley le impide expresamente revisar el fondo del fallo arbitral, o aceptar 
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excepciones deducibles de posibles errores dentro del proceso arbitral, anteriores a la 

resolución. 

 

Sin embargo, se tiene conocimiento que en la mayoría de los casos la parte ejecutada 

utiliza argucias para incidentar la ejecución del laudo arbitral, por ejemplo, recusando al 

juez de la causa, conforme al Art. 856 del Código de Procedimiento Civil; alegando error 

esencial al informe pericial, en base al Art. 258 del mismo cuerpo legal; solicitando 

revocatorias, nulidades y/o ampliaciones o aclaraciones de las providencias de mero 

trámite, entre otras, entorpeciendo de esta manera el proceso de ejecución del laudo 

arbitral. 

 

En cuanto a las excepciones, queda claramente establecido en el Art. 32 de la Ley de 

Arbitraje y Mediación que el juez de ejecución no puede aceptar excepción alguna, salvo 

las que se originen posteriormente a la emisión del laudo. Es decir, se puede alegar 

excepciones que se hayan producido después de haberse dictado el laudo arbitral, tales 

como: pago efectivo, transacción, compensación, novación, espera, pacto de no pedir y 

cualquier arreglo que modifique la obligación. Esto según lo dispuesto en el Art. 489 del 

Código de Procedimiento Civil, ley que es supletoria de acuerdo al Art. 37 de la Ley de 

Arbitraje y Mediación.   

 

Para realizar un estudio completo y práctico del trámite de ejecución de laudo arbitral, 

se ha incorporado como Anexo 14 al presente trabajo, el Juicio Especial de Ejecución de 



Laudo Arbitral No. 493-2004, con el fin de analizar si en él se cumplen las disposiciones 

legales. 

 

La demanda de ejecución de laudo arbitral fue presentada el 12 de Mayo de 2004, 

ante un Juez de lo Civil. A la demanda se acompañó una copia certificada del laudo 

arbitral, auto de ampliación y la razón de encontrarse ejecutoriado, emitida por la 

secretaría Ad-hoc del Centro de Arbitraje y Mediación donde se siguió el proceso 

arbitral. Puede observarse que se cumplió con el Art. 32, inc. 2 de la LAM. Además, 

cabe anotar que la demanda en términos generales, cumplió con los requisitos 

establecidos en el Art. 67 del Código de Procedimiento Civil. 

 

La judicatura a la que se le designó la causa, en primera instancia se inhibió de 

conocer la misma, por considerar falta de competencia por razón del territorio de 

acuerdo al Art. 26 del Código de Procedimiento Civil166. 

 

El actor, dentro del término legal señalado en los Arts. 289 y 281 del CPC, solicitó se 

revoque la providencia inicial, alegando que las partes voluntariamente en el contrato 

materia del arbitraje, renunciaron a la justicia ordinaria, fuero y/o domicilio. Además, 

fundamentó acorde al numeral 1 del Art. 29 del cuerpo Adjetivo Civil, donde se 
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establece que también es compete el juez “… del lugar donde debe hacerse el pago 

cumplirse la obligación”167. 

 

Desde esta etapa procesal, se puede observar como el juez no tomó en cuenta reglas 

generales,  básicas en cualquier clase de juicio, como es la aplicación de la competencia. 

 

El juez, al caer en cuenta de su error, el 09 de Julio de 2004, revocó el auto inicial 

dictado y una vez que cumplió con el inciso 1 del Art. 69 del CPC, avocó conocimiento 

de la causa, la calificó y aceptó a trámite especial. En el auto de calificación, el juez 

ordenó citar al demandado mediante deprecatorio, por encontrarse inmerso en el Art. 87 

del Código de Procedimiento Civil. 

 

En el mismo auto inicial, el juez emitió el Mandamiento de ejecución, ordenando que 

el demandado una vez citado, pague en el término de 24 horas el monto adeudado o 

dimita bienes equivalentes, de acuerdo al inciso 1 del Art. 438 del CPC. En este caso el 

juez no consideró necesaria la liquidación por parte de un perito, y ordenó al demandado 

cancelar el monto solicitado por el actor en su demanda. 

 

Conforme se desprende de las actas de citación constantes en el proceso, conforme el 

Art. 74 de CPC, el demandado fue citado en legal y debida forma en octubre del 2004. 
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Por su parte el demandado no compareció en el proceso,  incumpliendo el mandamiento 

de ejecución ordenado en el auto de calificación. 

 

El actor en septiembre del año 2005, es decir, casi 11 meses después de la citación, 

solicitó que se siente la razón de incumplimiento del mandamiento de ejecución por 

parte del demandado. Insistiendo al pedido realizado y no proveído, 9 meses después, el 

actor pidió se siente razón de incumplimiento, en marzo del 2006. Al no tener respuesta 

por parte del juzgado, el actor una vez más requirió se siente la razón respectiva, en 

agosto del año 2007, es decir, casi a los 18 meses.  

 

El abogado y su cliente, evidentemente, desatendieron el proceso de ejecución, al no 

impulsar debidamente el juicio, para el despacho de escritos. Por su parte, el juez 

tampoco atendió los pedidos realizados y deja sin dar trámite a la causa por todo ese 

tiempo. 

 

Finalmente el juez mediante providencia de 11 de Septiembre de 2007, ordenó se 

siente la razón de incumplimiento del Mandamiento de Ejecución, la misma que tiene 

fecha de 17 de septiembre de 2007.  

 

El actor se pronunció tres años después de sentada la razón de incumplimiento, en 

marzo de 2010, solicitó ordenar el embargo en una cuenta del demandado, la cantidad 

adeudada, conforme el Art. 439, inciso 1 del CPC y la entrega del dinero al actor. 

Nuevamente se observa la falta de diligencia en el proceso. 



 

En julio de 2010, el juez conforme a la razón de incumplimiento de mandamiento de 

ejecución y fundamentado en el Art. 439, inc.1 del Código de Procedimiento Civil168 

ordenó el embargo de la deuda, sin embargo, dictaminó que la diligencia se realice en el 

domicilio del demandado, sin tomar en cuenta que era posible realizar la misma en su 

jurisdicción.  

 

El actor dentro del término legal establecido en el Art. 289 y 281 del CPC, solicitó se 

reforme la providencia de julio 2010, debido a que las circunstancias permitían realizar 

la diligencia de embargo en la jurisdicción donde se estaba tramitando el proceso. 

 

Una vez más, el juez incurre en un error de jurisdicción, por lo que revocó 

parcialmente la providencia disponiendo el embargo con la asistencia de un depositario 

judicial, de acuerdo a lo establecido en el inciso 3 del Art. 439 del Código de 

Procedimiento Civil. 

 

En septiembre de 2010, el depositario judicial procedió al embargo ordenado, no 

obstante, no pudo cumplir su encargo por el total adeudado, debido a que la cuenta no 

contaba con los fondos suficientes. El actor de manera inmediata solicitó la entrega del 

                                                 
168

 www.lexis.com.ec  Código de Procedimiento Civil, Codificación. Registro Oficial Suplemento 58, de 12 de 

Julio de 2005. “Art. 439.- Si el deudor no señalare bienes para el embargo,…a solicitud del acreedor, se 

procederá al embargo de los bienes que éste señale, prefiriendo dinero, los bienes dados en prenda o  

hipoteca, o los que fueron materia de la prohibición, secuestro o retención….” 

http://www.lexis.com.ec/


monto embargado y dos meses después, insistió se ordene la retención del remanente 

adeudado de otra cuenta del demandado. 

 

El juez en providencia de enero de 2011, meses después, ordenó la entrega del dinero 

embargado y  la retención del remanente de la cuenta indicada por el actor. El dinero fue 

debidamente retirado. 

 

Del proceso consta que hasta la presente fecha, no se ha realizado el retiro del 

remanente embargado, en septiembre de 2011. La causa hasta el momento se encuentra 

inconclusa por falta de interés como se ha visto a lo largo del juicio, por parte del actor, 

así como por la falta de diligencia de la judicatura encargada. 

 

Una vez estudiado el caso práctico, es posible concluir que en él se cumplieron las 

disposiciones legales, puesto que: quien propuso la ejecución del laudo arbitral fue una 

de las partes, cuando el laudo se encontraba debidamente ejecutoriado. La acción se 

interpuso ante un juez de la justicia ordinaria, presentando la demanda de acuerdo a lo 

establecido en el inciso 2 del Art.32 de la Ley de Arbitraje y Mediación. El trámite con 

el que se sustanció el proceso fue el Especial, siguiendo la vía de apremio. Y, en esta 

causa el juez ordinario se limitó a ejecutar el laudo arbitral, sin revisar el fondo del 

mismo, así como lo señala el inciso 3 del Art. 32 de la LAM. 

 

A pesar del cumplimiento de las disposiciones legales es fácil observar la demora de 

los procesos en la justicia ordinaria, un laudo que está ejecutoriado desde febrero del año 



2004 aún no puede ser ejecutado totalmente. La lentitud por la sobrecarga judicial que 

existe atenta contra la celeridad de los procesos, este caso tiene 8 años y aún no llega a 

su fin, claro está que el descuido por parte de los litigantes también es causal de demora, 

porque como se pudo observar el actor dejaba pasar meses y hasta años sin atender la 

causa, olvidando que es necesario impulsar el proceso. 

 

De esta manera se evidencia como la etapa de ejecución de un laudo arbitral perjudica 

la naturaleza de la institución arbitral, puesto que, ésta se considera un medio alternativo 

de solución de conflictos que pretende agilitar la resolución de controversias, llevando 

procesos cortos, rápidos y aliviando así un poco la sobrecarga de los jueces comunes, sin 

embargo, cuando interviene la justicia ordinaria la agilidad se interrumpe y las partes 

deben esperar un promedio de mínimo 2 años, para obtener lo que se les concedió en una 

resolución con carácter de sentencia ejecutoriada y cosa juzgada. 

 

Cabe recordar que el Art. 32 en su inciso 3 de la LAM, determina que el juez de la 

ejecución no puede aceptar excepciones, ya que el laudo arbitral tiene afecto de 

sentencia ejecutoriada y cosa juzgada; salvo las excepciones que se originen con 

posterioridad a la emisión del laudo, esto es, aquellas contempladas en el Art. 489 del 

Código de Procedimiento Civil.  

 

Se hace referencia al tema de excepciones, debido a la falta de comparecencia de la 

parte demandada dentro del proceso, tanto arbitral como el de ejecución. Causa que no 

permitió conocer ningún argumento u objeción del demandado sobretodo en el proceso 



de ejecución, en donde, en caso de asistirle, podía proponer las excepciones que 

establece el Art. 489 del CPC.  

 

La demora en este caso, únicamente se debió al desinterés del actor y en algunas 

etapas a la errónea aplicación de la ley por parte del juez de ejecución. Los jueces 

generalmente en esta materia, comenten muchos errores, por desconocimiento de la Ley 

y además porque la frecuencia de estos casos es muy poca, según la investigación 

realizada en la Sala de Sorteos y Casilleros Judiciales de Pichincha es de 30 a 50 

demandas anuales, entre laudos arbitrales y actas de mediación. 

 

Como complemento, en la investigación del presente trabajo, dentro de la entrevista 

que se realizó al Director del Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de 

Comercio Ecuatoriano Americana y la información que se obtuvo en los archivos del 

Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio de Quito, se incluyó el tema 

de Ejecución Forzosa de los Laudos Arbitrales, que ha sido estudiado dentro de este 

capítulo y que es la temática principal de este trabajo. 

 

En la parte final, se incorporan como anexos 11, 12 y 13, la entrevista, información y 

estudio comparativo realizados, que aportan al tema de la Ejecución Forzosa de los 

Laudos Arbitrales, en sus numerales 8 al 10.169 
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4.2.3 Normativa Aplicable 

 

La normativa interna ecuatoriana que es aplicable para ejecutar los laudos arbitrales 

incumplidos es: 

 La Constitución de la República del Ecuador; 

 La Ley de Arbitraje y Mediación; y, 

 El Código de Procedimiento Civil.  

 

La Constitución de la República da reconocimiento constitucional a la institución del 

Arbitraje, estableciendo en su Art. 190.- “se reconoce el arbitraje, la mediación y otros 

procedimientos alternativos para la solución de conflictos. Estos procedimientos se 

aplicarán con sujeción a la ley, en materias en las que por su naturaleza se pueda 

transigir. 

En la contratación pública procederá el arbitraje en derecho, previo 

pronunciamiento favorable de la Procuraduría General del Estado, conforme a las 

condiciones establecidas en la ley.”170 

 

La Ley de Arbitraje y Mediación indica el trámite a seguirse en la ejecución de los 

laudos arbitrales en su Art. 32; además el Art. 37 establece las normas supletorias para lo 

que no esté previsto en la ley, siendo estas el Código Civil, el Código de Procedimiento 

Civil o el Código de Comercio, cuando se trate de arbitraje en derecho.  
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4.3 Estudio Comparado 

 

4.3.1 Argentina 

 

El proceso de ejecución del laudo arbitral es la consecuencia del incumplimiento 

espontáneo del derecho que mediante laudo se reconoció a una de las partes. La 

ejecución de los laudos arbitrares es llevado a cabo por la misma vía que las sentencias 

judiciales (apremio) y el órgano encargado de realizar dicho proceso es el estatal, a 

través de los jueces ordinarios del lugar donde el laudo deba cumplirse, puesto que, los 

árbitros después de emitir el laudo no tienen la facultad para ejecutarlo, legitimación de 

la que sí gozan los jueces estatales.  

 

Para que sea procedente la ejecución del laudo arbitral se debe cumplir con ciertos 

requisitos: estar ejecutoriado, el plazo de cumplimiento vencido, agotado en vía 

recursiva y solicitado a petición de parte. A la demanda se debe acompañar una copia 

certificada del laudo como único título de reconocimiento de derecho, en ocasiones los 

jueces solicitan el expediente del proceso arbitral, siendo ilógico este requerimiento pues 

su obligación es ejecutar lo declarado en el laudo y no revisar el fondo del mismo.171 
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4.3.2 España 

 

El momento en que una de las partes no cumple el laudo es posible acudir a la 

jurisdicción ordinaria, para que sean ejecutados forzosamente.  

 

El laudo arbitral es eficaz desde su notificación a las partes y tras el plazo de cinco 

días desde su notificación, si aún no es cumplido voluntariamente, podrá solicitarse la 

ejecución forzosa. Adjunto a la demanda de ejecución forzosa se debe acompañar: una 

copia autorizada del laudo arbitral, documentos que acrediten la notificación a las partes, 

copia del convenio arbitral y si el laudo fue recurrido anteriormente copia de la 

resolución judicial que lo resolvió. 

 

La Ley de Arbitraje española vigente denominada Ley 60/2003 de 23 de diciembre, 

establece en su Título VIII la ejecución forzosa del laudo. Esta ley señala la posibilidad 

de una ejecución forzosa del laudo, le atribuye fuerza ejecutiva y trata de ponderar los 

intereses del ejecutante y del ejecutado. El ordenamiento español permite la ejecución 

provisional de la sentencia por eso la ejecutividad del laudo no depende de su firmeza, el 

ejecutado puede solicitar la suspensión de la ejecución rindiendo una caución suficiente, 

más las costas y los daños y perjuicios que por demorar la ejecución causare a la otra 

parte. La Ley de Enjuiciamiento Civil contiene todas las normas, generales y específicas, 

sobre esta materia de ejecución. 



 

La ejecución del laudo puede ser suspensa, sobreseído o reanudada en caso de 

interponerse contra él la acción de anulación, el Art. 45 de la Ley 60/2003 de Arbitraje 

indica las tres razones por las cuales se pueden dar esta suspensión, sobreseimiento o 

reanudación:  

 

a. El laudo es ejecutable aún si contra él se ha presentado acción de anulación, pero en 

estos casos el ejecutado puede solicitar al tribunal competente la suspensión de la 

ejecución, ofreciendo una caución, la misma que es resuelta por el tribunal y contra esto 

no hay recurso alguno. 

 

b. La suspensión es levantada y se ordena la ejecución del laudo cuando se ha 

desestimado la acción de nulidad, sin perjuicio del derecho del ejecutante a solicitar, 

indemnización por los daños y perjuicios causados por la demora de la ejecución. 

 

c. Pero también se levanta la ejecución, cuando se ha admitido la acción de anulación 

del laudo. 

 

4.4 Posibles soluciones para agilitar la Ejecución de los Laudos Arbitrales 

 

En la actualidad los avances tecnológicos, científicos, y demás están llevando al 

mundo a una nueva realidad y empujan a las personas naturales y jurídicas a ingresar al 

mercado no solo nacional sino también internacional, por la llamada globalización; los 



contratos que nacen de la voluntad de las partes para dar, hacer, o no hacer algo deben 

brindar seguridad jurídica suficiente para que se concreten las negociaciones, esto con el 

único fin de respaldar las inversiones y negocios que se den entre ellos. 

 

En todos los contratos se prevé la posibilidad de que surja una controversia, por lo 

que se establece la jurisdicción a la que las partes contratantes van a someterse en caso 

de conflictos; y es aquí cuando en materia transigible es posible someterse a una 

jurisdicción distinta a la justicia ordinaria, encargada a los jueces comunes estatales, es 

factible someterse al arbitraje, sea en equidad o en derecho, según el acuerdo de 

voluntades de  los comparecientes. Esta institución jurídica goza de suficiente 

reconocimiento constitucional y respaldo legal para resolver conflictos. 

 

El arbitraje es un método alternativo de solución de conflictos que pretende a través 

de un proceso práctico y eficaz resolver las controversias que las partes voluntariamente 

sometieron a árbitros electos por ellos para obtener una oportuna decisión sobre sus 

conflictos. Y, efectivamente cumple su cometido ya que el proceso arbitral resuelve las 

controversias mediante un proceso ágil, efectivo y legal, a diferencia de los procesos 

judiciales que tardan años. 

 

La resolución emanada por los árbitros tiene el mismo reconocimiento que una 

sentencia judicial, causa ejecutoria y efecto de cosa juzgada, además, en apego al 

acuerdo de voluntades es obligatorio para las partes acatarlo, sin embargo, existen casos 

en los que la parte vencida en el proceso arbitral no conforme con la decisión del tribunal 



arbitral o árbitro que dictó el laudo, interpone la acción de nulidad prevista en la 

legislación ecuatoriana, única acción, debido a que los laudos arbitrales son inapelables y 

contra ellos no cabe ningún tipo de recursos más que la aclaración, ampliación y acción 

de nulidad.  

 

Una vez que se han agotado los recursos y la acción mencionada la parte vencida debe 

cumplir con lo ordenado en el laudo o sentencia arbitral y en casos de incumplimiento es 

necesario ejecutar el laudo a través de la justicia ordinaria, de los jueces ordinarios, ya 

que, si bien los árbitros gozan de facultad para juzgar, carecen de facultad para ejecutar 

lo juzgado, poder del que está envestido únicamente los jueces comunes. 

 

El Estado como ente protector de los ciudadanos tiene como fin brindar: justicia, paz, 

seguridad jurídica y velar por el bienestar común. Además por ser el encargado de la 

administración de justicia está en la obligación de buscar la manera de agilitar los 

procesos, a fin que los ciudadanos puedan resolver sus conflictos sin trabas ni demoras 

procesales, evitando la impunidad, y todo esto debe realizarse de una manera efectiva, 

rápida y consolidando su derecho. 

 

Específicamente hablando de la ejecución de los laudos arbitrales que son sometidos a 

jueces comunes, es necesario anotar que la falta de conocimiento por parte de algunos 

jueces, funcionarios o abogados, así como también la poca afluencia de éstos en 

juzgados, y la acumulación de causas judiciales, provoca el retraso de la ejecución de los 

laudos arbitrales, quebrantando la seguridad jurídica que las partes deseaban aseverar 



mediante el convenio arbitral. Si bien el trámite de ejecución del laudo arbitral es 

especial y se sigue por vía de apremio en los juzgados tarda meses incluso varios años 

para ser ejecutado. 

 

Por la problemática expuesta y con el fin de agilitar el proceso de ejecución de los 

laudos arbitrales señalo las posibles soluciones que considero ayudarían a afianzar la 

seguridad jurídica de las personas que voluntariamente pretenden al someterse al 

arbitraje. 

 

 Otorgar una verdadera jurisdicción a los árbitros, dándoles la potestad de juzgar y 

hacer EJECUTAR lo juzgado por él, terminando el ejercicio de su jurisdicción con la 

ejecución, si es el caso, del laudo arbitral incumplido. 

 

 Crear un TRIBUNAL DE ARBITRAJE específico, con jurisdicción y 

competencia a nivel nacional, que conozca y ejecute los laudos arbitrales que han sido 

incumplidos por cualquiera de las partes. 



CONCLUSIONES 

 

A lo largo del presente trabajo, se ha estudiado a la institución del Arbitraje en 

general y a la ejecución de los laudos arbitrales de manera específica. El estudio 

realizado abarca la historia del Arbitraje como institución jurídica desde la edad antigua 

hasta nuestros días; se proporcionan datos de su origen, evolución en el tiempo y como 

actualmente se presenta en diferentes legislaciones, tratando de manera especial la 

legislación ecuatoriana. 

 

Con la investigación realizada, es fácil darse cuenta como el Arbitraje ha estado 

presente siempre y que sus lineamientos generales se mantienen hasta la actualidad, 

además, se puede observar como poco ha poco ha incrementado el uso de este 

mecanismo alternativo de solución de controversias en la sociedad. 

 

El tema central de la investigación, es la ejecución de laudos arbitrales, las 

limitaciones que se presentan en la justicia ordinaria debido a la falta de celeridad, 

desconocimiento, aglomeración de procesos, etc., y cómo esto perjudica la esencia del 

arbitraje. 

 

Una vez que se ha finalizado el presente trabajo puedo concluir lo siguiente: 

 La institución jurídica del arbitraje es un medio alternativo de solución de 

conflictos que tiene como propósito solucionar las controversias en materia transigible, 



entre particulares, a través de árbitros elegidos por ellos mismo para que resuelvan en 

derecho o equidad. Tiene reconocimiento constitucional y normativa propia. 

 

 El proceso arbitral resulta más práctico, rápido y eficaz frente al proceso judicial 

que es lento e inefectivo en muchas ocasiones. 

 

 La voluntad y autonomía de las partes para someterse al arbitraje hace que tengan 

confianza en el proceso; debido a que los árbitros y el procedimiento fue elegido por 

ellos. 

 

 Las ventajas del arbitraje son: celeridad, confidencialidad, elección de árbitros y 

de procedimiento, resolución equivalente a sentencia judicial con los mismos efectos que 

ellas producen. 

 

 Los laudos arbitrares tienen fuerza vinculante y obligatoria para las partes, ponen 

fin al litigio, debe contener los puntos controvertidos y estar fundamentados. Gozan de 

eficacia jurídica y pueden ser ejecutados ante la justicia ordinaria. 

 

 Los laudos arbitrales son inapelables, cabiendo únicamente los recursos de 

aclaración y ampliación, o en su defecto la acción de nulidad cuando se ha incurrido en 

las causales previstas en la ley. 

 



 La justicia ordinaria interviene cuando se ha propuesto una acción de nulidad de 

un laudo arbitral; la ley establece que la Corte Provincial es la encargada de conocer y 

resolver esta acción cumpliendo con las disposiciones legales de objeto y términos que 

se establecen. Además, interviene en la ejecución del laudo arbitral, debido a que tiene la 

fuerza coercitiva, de la que carecen los árbitros. 

 

 El laudo arbitral al ser reconocido como una auténtica sentencia puede ser 

ejecutada ante la justicia ordinaria, atendiendo la vía de apremio y el trámite especial 

respectivo, lastimosamente al llegar a conocimiento de la justicia ordinaria se produce 

una serie de arbitrariedades, falencias y retrasos que perjudican la agilidad del arbitraje. 

 

 Cuando se analizó el caso práctico de Nulidad de Laudo Arbitral ante la Corte 

Provincial, se pudo observar que el proceso se llevó a cabo sin menores contratiempos, 

en un plazo aproximado de tres meses y que se cumplieron las disposiciones legales 

establecidas.  

 

Sin embargo, al analizar el Juicio Especial de Ejecución de Laudo Arbitral, ante un 

Juzgado Civil, que lleva ocho años y no ha sido concluido, se observó la falta de 

diligencia de la parte actora, así como el retraso y claro desconocimiento de los 

funcionarios judiciales para este trámite, que de cierta manera, atropella el proceso. Esto 

sin tomar en cuenta, la cantidad de causas que los juzgados manejan sin dar abasto. 



RECOMENDACIONES 

 

Como se aprecia en la investigación realizada, el Arbitraje es el mecanismo 

alternativo de solución de conflictos, en el cual las partes voluntariamente someten sus 

controversias, existentes o futuras y que son susceptibles de transacción, para que sean 

resueltas por tribunales de arbitraje administrado o árbitros independientes, dejando de 

lado a la justicia ordinaria. 

 

Esta inclinación al arbitraje y desapego a la justicia ordinaria, en las materias que la 

Ley permite, se da debido a las múltiples falencias que existen en el sistema judicial, y a 

la necesidad de las partes, de conseguir una solución ágil a sus controversias, necesidad 

que hasta cierto punto es cubierta por el sistema arbitral. 

 

Sin embargo, el sistema arbitral presenta un inconveniente, en el caso de que una vez 

emitido y ejecutoriado el laudo, éste no haya sido cumplido inmediatamente por las 

partes como efectivamente manda la Ley, es necesario acudir a la justicia ordinaria para 

que un juez estatal lo ejecute, debido a que los árbitros no tienen fuerza coercitiva para 

ejecutar el laudo. 

 

A pesar de que los laudos arbitrales tienen efecto de sentencia ejecutoriada y de cosa 

juzgada, y que se ejecutan de la misma forma que las sentencias de última instancia, es 

decir siguiendo la vía de apremio, se dan una serie de trabas al proceso, tanto por las 

partes, como por los funcionarios judiciales. 



 

Generalmente, el demandado dentro del proceso de ejecución del laudo arbitral, 

pretende dilatar el proceso y en la mayoría de ocasiones plantea excepciones fundadas en 

hechos anteriores a la expedición del laudo; esto, junto al desconocimiento de los 

funcionarios judiciales, de los mismos jueces ordinarios, quienes muchas veces atienden 

este tipo de excepciones, sin tomar en cuenta que la Ley permite únicamente aceptar 

excepciones que se originen con posterioridad a la emisión de laudo arbitral, genera la 

problemática que se ha planteado en este trabajo . 

 

A esto, se suma la aglomeración de causas en los juzgados, el rezago de los juicios 

por años, y demás hechos que bloquean el proceso, dando como resultado falta de 

celeridad procesal y pérdida de la esencia del arbitraje. 

 

Por lo expuesto, y con el fin de buscar alternativas que ayuden a que sea efectivo y 

ágil el proceso de ejecución de los laudos arbitrales, me permito recomendar lo 

siguiente: 

 

 Otorgar una verdadera jurisdicción a los árbitros, dándoles la potestad de juzgar y 

hacer EJECUTAR lo juzgado por él, terminando el ejercicio de su jurisdicción con la 

ejecución, si es el caso, del laudo arbitral incumplido. Para esto debe realizarse una 

reforma a la Ley. 

 



 Crear un TRIBUNAL DE ARBITRAJE específico, con jurisdicción y 

competencia a nivel nacional, que conozca y ejecute los laudos arbitrales que han sido 

incumplidos por cualquiera de las partes. 

 

 Difundir el arbitraje como medio alternativo de solución de conflictos para que de 

esta manera las personas que tienen conflictos susceptibles de transacción o puede que 

lleguen a tenerlos opten por el arbitraje o la mediación que imparte justicia pronta y 

eficaz. 

 

 Calificar al personal judicial pues su falta de conocimiento de procesos especiales 

como el de ejecución de laudo arbitral, hace que se obstaculice el trámite dado a la 

causa, produciendo una demora absurda y desvirtuando la esencia del Arbitraje. 



 

 

ANEXOS 











































































































































































































ANEXO 11 

ENTREVISTA AL DR. HUGO GARCÍA LARRIVA, DIRECTOR DEL 

CENTRO DE ARBITRAJE Y MEDIACIÓN DE LA CÁMARA DE 

COMERCIO ECUATORIANO AMERICANA 

 

1. ¿Cómo ve usted, la práctica del Arbitraje en el Ecuador en los últimos años? 

¿Se ha incrementado el uso de éste método alternativo de solución de conflictos? 

¿El sistema se desarrolla conforme a la Ley de la materia, cumpliendo su fin? 

 

Es claro que en la realidad ecuatoriana a partir de la expedición de la LAM (Ley de 

Arbitraje y Mediación) en 1997 la dinámica de este sistema cambio diametralmente. 

A partir de esa fecha existe un incremento constante en la utilización de este 

mecanismo como el idóneo para la resolución de ciertas disputas de orden 

contractual. La práctica del arbitraje en los últimos años ha mejorado 

ostensiblemente gracias a la sofisticación que el foro –en especial quiteño- ha 

alcanzado, además que, el creciente número de arbitraje, ha incorporado cada vez 

más a abogados litigantes en el ámbito del arbitraje. Yo me atrevería –con excepción 

de las acciones de nulidad- a decir, que en general el arbitraje ha cumplido con su 

propósito y se ha llevado a cabo conforme a la Ley. 

 

 



2. Cuando una de las partes presenta Acción de Nulidad contra un laudo arbitral, 

solicitando la suspensión de la ejecución del laudo, ¿cómo procede la parte 

interesada con la entrega de la caución que fijan los árbitros? ¿Es depositada en 

una cuenta específica? ¿Cuándo debe ser entregada a la parte afectada o 

restituida a la parte que propuso la acción, y en qué tiempo? 

 

En el caso de AMCHAM la caución por nulidad se encuentra normada en el 

reglamento funcional del Centro: 

“Art. 66.- Cuando se haya solicitado la suspensión de la ejecución del laudo por 

haberse interpuesto acción de nulidad, el tribunal fijará la caución teniendo en 

cuenta los perjuicios estimados que la demora en la ejecución de lo ordenado en el 

laudo pueda irrogar a la parte vencedora del arbitraje. 

 

Las cauciones que podrán rendirse son: 

1. Garantía incondicional, irrevocable y de cobro inmediato, otorgada por un banco, 

o institución financiera, establecidos en el país o por intermedio de ellos; 

2. Fianza instrumentada en una póliza de seguros, incondicional e irrevocable, de 

cobro inmediato, emitida por una compañía de seguros establecida en el país; 

3. Efectivo o Cheque Certificado de una institución financiera establecida en el país 

consignado en la Cámara de Comercio Ecuatoriano Americana, que deberá ser 

depositado en una cuenta de la misma. 

 



La caución se constituirá a favor del vencedor del arbitraje y se entregará a la 

Cámara de Comercio Ecuatoriano Americana, quien dispondrá su entrega a quien 

corresponda, una vez ejecutoriada la sentencia que resuelva la acción de nulidad. 

 

La caución rendida deberá ser renovable automáticamente antes de su vencimiento o 

a la sola solicitud del Centro. De no ser renovada la caución esta se efectivizará y la 

Cámara tendrá los fondos disponibles hasta cuando se resuelva la acción de 

nulidad.” 

 

3. En base a los registros o estadísticas que maneja el Centro de Arbitraje y 

Mediación, de los laudos arbitrales emitidos ¿cuál es el porcentaje de Acciones de 

Nulidad presentadas contra  éstos? 

Menos del 10%. 

 

4. De acuerdo a su experiencia, ¿cuál o cuáles son las causales de nulidad más 

frecuentes, por las que se interpone la Acción de Nulidad en contra de los laudos 

arbitrales?   

1) Causal d 

2) Causal b  

 

5. Una vez que el Centro de Arbitraje y Mediación remite el proceso a la 

Presidencia de la Corte Provincial de Justicia para que resuelva la Acción de 



Nulidad interpuesta, ¿se cumple con los 30 días que la ley señala para resolver 

dicha acción, una vez que la Corte Provincial avoca conocimiento? 

Una vez que el presidente avoca conocimiento actualmente se cumplen los treinta 

días. La demora es hasta que pasa a presidencia. 

 

6. En base a la información del Centro, en sus resoluciones la Presidencia de la 

Corte Provincial de Justicia ¿Acepta o Rechaza la Acción de Nulidad contra los 

laudos arbitrales? 

Habitualmente se rechaza. Menos del 10% de los Laudos son declarados nulos. 

 

7. A su criterio, ¿qué tan efectiva y ágil es la intervención de la Justicia Ordinaria 

en la fase de resolución de las Acciones de Nulidad de los laudos arbitrales? 

Actualmente las acciones de nulidad se resuelven de manera “relativamente” ágil. 

Su demora actualmente es de 6 meses. 

 

8. En los casos de ejecución forzosa del laudo arbitral, los jueces ordinarios son 

los encargados de ejecutar los laudos arbitrales siguiendo la vía de apremio, ¿es 

efectiva la intervención de los jueces estatales en la ejecución del laudo? ¿Ayuda 

u obstaculiza ésta intervención con el fin del proceso arbitral y a la celeridad de 

resolución de controversias? 



Dependiendo, si es contra el Estado se genera varios problemas y complicaciones, si 

es entre privados no hay mayores problemas. 

 

9. Desde su punto de vista, ¿cree que si la Ley les otorgara a los árbitros la 

potestad de ejecutar lo juzgado por ellos,  la institución arbitral se fortalecería? 

Por economía procesal sería una manera de fortalecer la institución. 

 

10. ¿Qué posibles soluciones podría dar usted, para agilitar la ejecución forzosa 

de los laudos arbitrales?  

Instruir de mejor manera a los jueces y demás funcionarios de la justicia ordinaria en 

cuanto a la institución del arbitraje.  



ANEXO 12 

INFORMACIÓN OBTENIDA DE LOS ARCHIVOS DEL CENTRO DE 

ARBITRAJE Y MEDIACIÓN DE LA CÁMARA DE COMERCIO DE QUITO  

 

1. ¿Cómo ve usted, la práctica del Arbitraje en el Ecuador en los últimos 

años? ¿Se ha incrementado el uso de éste método alternativo de solución de 

conflictos? ¿El sistema se desarrolla conforme a la Ley de la materia, cumpliendo 

su fin? 

En los últimos años el Arbitraje ha ido adquiriendo mayor presencia en el sistema de 

administración de justicia ecuatoriana. Cabe tener en cuenta que los mecanismos 

alternativos de solución de conflictos, principalmente la negociación y mediación 

fueron utilizados desde la época de las antiguas Grecia y Roma pero es en las 

últimas décadas que los abogados de este país se han ido despojando de a poco de la 

cultura litigiosa y considerando opciones distintas a la justicia ordinaria. El arbitraje 

se ha consolidado, principalmente en la última década, como una figura 

transparente, ágil y eficaz para resolver conflictos en materia susceptible de 

transacción. Naturalmente el uso del arbitraje y la mediación ha incrementado pues 

las partes, abogados, árbitros y mediadores al constatar la eficacia de estos 

mecanismos y la celeridad con que se tramitan sus causas procuran incorporar 

cláusulas compromisorias en contratos u otros instrumentos o solicitar una 

mediación en caso de presentarse una controversia. El procedimiento arbitral se rige 

en base a la Ley de Arbitraje y Mediación que sin duda es una de las más completas 



y claras, el fin del arbitraje se va cumpliendo en tanto en cuanto las partes actúen de 

buena fe y sin crear incidentes o dilaciones al proceso.  

 

2. Cuando una de las partes presenta Acción de Nulidad contra un laudo 

arbitral, solicitando la suspensión de la ejecución del laudo, ¿cómo procede la 

parte interesada con la entrega de la caución que fijan los árbitros? ¿Es 

depositada en una cuenta específica? ¿Cuándo debe ser entregada a la parte 

afectada o restituida a la parte que propuso la acción, y en qué tiempo? 

El proponente de la acción de nulidad debe rendir la caución en la forma y término 

que establezca el Tribunal mediante providencia, conforme a lo establecido por la 

LAM. 

 

3. En base a los registros o estadísticas que maneja el Centro de Arbitraje y 

Mediación, de los laudos arbitrales emitidos ¿cuál es el porcentaje de Acciones de 

Nulidad presentadas contra  éstos? 

Se plantea acción de nulidad en un 60% de los casos.  

 

4. De acuerdo a su experiencia, ¿cuál o cuáles son las causales de nulidad 

más frecuentes, por las que se interpone la Acción de Nulidad en contra de los 

laudos arbitrales?   

Causales b y d del artículo 31 LAM. 



 

5. Una vez que el Centro de Arbitraje y Mediación remite el proceso a la 

Presidencia de la Corte Provincial de Justicia para que resuelva la Acción de 

Nulidad interpuesta, ¿se cumple con los 30 días que la ley señala para resolver 

dicha acción, una vez que la Corte Provincial avoca conocimiento? 

No, al menos de lo que tenemos conocimiento.   

 

6. En base a la información del Centro, en sus resoluciones la Presidencia de 

la Corte Provincial de Justicia ¿Acepta o Rechaza la Acción de Nulidad contra los 

laudos arbitrales? 

Se han rechazado la mayoría de acciones de nulidad propuestas en contra de laudos 

arbitrales. El CAM tiene registrado que desde su funcionamiento (1997) hasta el 

presente año se han aceptado no más de 10 acciones de nulidad planteadas. 

 

7. A su criterio, ¿que tan efectiva y ágil es la intervención de la Justicia 

Ordinaria en la fase de resolución de las Acciones de Nulidad de los laudos 

arbitrales? 

No podemos emitir juicios de valor respecto a la actuación de la Corte Provincial y 

Corte Nacional en la intervención y resolución de las acciones de nulidad, es una 

pregunta que corresponde responder a las partes. 

 



8. En los casos de ejecución forzosa del laudo arbitral, los jueces ordinarios 

son los encargados de ejecutar los laudos arbitrales siguiendo la vía de apremio, 

¿es efectiva la intervención de los jueces estatales en la ejecución del laudo? 

¿Ayuda u obstaculiza ésta intervención con el fin del proceso arbitral y a la 

celeridad de resolución de controversias? 

No podría emitir juicios de valor respecto a la actuación de la justicia ordinaria en la 

ejecución de laudos arbitrales, esta pregunta debe realizarse a los usuarios del 

sistema (a las partes). Tenemos conocimiento por lo que se nos ha manifestado que 

en la justicia ordinaria no todos los jueces conocen el procedimiento para ejecutar 

los laudos arbitrales surgiendo así discrepancias y no uniformidad entre casos. 

 

9. Desde su punto de vista, ¿cree que si la Ley les otorgara a los árbitros la 

potestad de ejecutar lo juzgado por ellos,  la institución arbitral se fortalecería? 

Considero que para que el arbitraje se fortalezca no es necesario que los árbitros 

tengan la potestad de ejecutar los laudos, sino que se promueva y capacite a los 

estudiantes de derecho, abogados, jueces y funcionarios de la justicia ordinaria 

respecto al arbitraje y mediación. De tal manera que la actuación de los jueces sea 

más ágil y que no acepten dilaciones por las partes. 

 

10. ¿Qué posibles soluciones podría dar usted, para agilitar la ejecución 

forzosa de los laudos arbitrales? 

Capacitar a los funcionarios de la justicia ordinaria respecto a este tema.  



ANEXO 13 

ESTUDIO COMPARATIVO DE ENTREVISTAS 

 

A continuación se presenta un estudio comparativo de las entrevistas realizadas en el 

Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio Ecuatoriano Americana 

y en el Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio de Quito. 

 

1. ¿Cómo ve usted, la práctica del Arbitraje en el Ecuador en los últimos años? 

¿Se ha incrementado el uso de éste método alternativo de solución de conflictos? 

¿El sistema se desarrolla conforme a la Ley de la materia, cumpliendo su fin? 

 

De acuerdo a la información obtenida en los dos Centros de Arbitraje y Mediación 

más importantes de la ciudad de Quito, se puede decir que el arbitraje es un 

mecanismo alternativo de solución de conflictos que se ha consolidado en la última 

década por ser ágil y eficaz, además, que su práctica ha mejorado debido a la 

acogida que ha tenido por los profesionales del derecho y por las partes, quienes 

voluntariamente prefieren someterse al Arbitraje en caso de controversias presentes 

o futuras que se originen en materias susceptibles de transacción. Y, que el sistema 

cumple su fin conforme a la Ley de la materia. 

 



2. Cuando una de las partes presenta Acción de Nulidad contra un laudo arbitral, 

solicitando la suspensión de la ejecución del laudo, ¿cómo procede la parte 

interesada con la entrega de la caución que fijan los árbitros? ¿Es depositada en 

una cuenta específica? ¿Cuándo debe ser entregada a la parte afectada o 

restituida a la parte que propuso la acción, y en qué tiempo? 

 

En cuanto al rendimiento de la caución, en los casos de suspensión de ejecución del 

laudo arbitral, por interposición de la acción de nulidad, el Centro de Arbitraje y 

Mediación de la Cámara de Comercio Ecuatoriano Americana, establece el proceder 

de las mismas en su Reglamento, Art. 66. 

 

El Art. 66 del Reglamento Funcional del Centro de Arbitraje y Mediación de la 

Cámara de Comercio Ecuatoriano Americana, dispone que el tribunal teniendo en 

cuenta los perjuicios que cause la demora de la ejecución a la parte vencedora del 

arbitraje, fijará la caución que se debe rendir y una vez ejecutoriada la sentencia que 

resuelva la acción de nulidad, esta será entregada a quien corresponda. Existen tres 

formas para rendir la caución: garantía bancaria de cobro inmediato, una fianza en 

póliza de seguro o; efectivo o cheque certificado que se deposita en una Cuenta de la 

Cámara de Comercio Ecuatoriano Americana. 

 

En el Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio de Quito, el 

tribunal mediante providencia fija la forma y término para que la parte que propone 



la acción de nulidad rinda la caución para suspender la ejecución del laudo arbitral, 

conforme lo establecido por el Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación, incisos 3, 

4 y 5. 

 

3. En base a los registros o estadísticas que maneja el Centro de Arbitraje y 

Mediación, de los laudos arbitrales emitidos ¿cuál es el porcentaje de Acciones de 

Nulidad presentadas contra  éstos? 

 

En base a los registros del Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de 

Comercio Ecuatoriano Americana, el porcentaje de acciones de nulidad presentadas 

contra los laudos emitidos en dicho centro, es menos del 10 %; mientras que en el 

Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio de Quito en el 60% de 

los laudos emitidos se propone acción de nulidad contra los mismos.  

 

Tomando en cuenta el número de casos que maneja el Centro de Arbitraje y 

Mediación de la Cámara de Comercio Ecuatoriano Americana y la de Quito, puede 

establecerse que aproximadamente del total de laudos emitidos en ambos Centros, 

contra un 35% al 40% de los casos se plantea acción de nulidad. 

  



4. De acuerdo a su experiencia, ¿cuál o cuáles son las causales de nulidad más 

frecuentes, por las que se interpone la Acción de Nulidad en contra de los laudos 

arbitrales? 

 

Según el Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio Ecuatoriano 

Americana y el Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio de 

Quito, las causales más frecuentes al interponer acción de nulidad son la b y d del 

Art. 31 de la Ley de Arbitraje y Mediación. 

“Art. 31.- … 

b) No se haya notificado a una de las partes con las providencias del tribunal y este 

hecho impida o limite el derecho a la defensa de la parte; 

d) El laudo se refiera a cuestiones no sometidas al arbitraje o conceda más allá de lo 

reclamado; …” 

 

5. Una vez que el Centro de Arbitraje y Mediación remite el proceso a la 

Presidencia de la Corte Provincial de Justicia para que resuelva la Acción de 

Nulidad interpuesta, ¿se cumple con los 30 días que la ley señala para resolver 

dicha acción, una vez que la Corte Provincial avoca conocimiento? 

 

El Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio Ecuatoriano 

Americana manifestó que se cumplen los 30 días una vez la Presidencia de la Corte 



Provincial de Justicia avoca conocimiento; la demora se da hasta que pase el proceso 

a la Presidencia. 

 

El Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio de Quito de lo que 

tienen conocimiento no  se cumplen los 30 días. 

 

6. En base a la información del Centro, en sus resoluciones la Presidencia de la 

Corte Provincial de Justicia ¿Acepta o Rechaza la Acción de Nulidad contra los 

laudos arbitrales? 

 

De acuerdo a lo manifestado por el Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de 

Comercio Ecuatoriano Americana y el Centro de Arbitraje y Mediación de la 

Cámara de Comercio de Quito la mayoría de acciones de nulidad planteadas son 

rechazadas.  

 

Por la información proporcionada, se puede decir que el porcentaje de acciones de 

nulidad aceptadas es mínimo (menor al 10%). 

 

  



7. A su criterio, ¿qué tan efectiva y ágil es la intervención de la Justicia Ordinaria 

en la fase de resolución de las Acciones de Nulidad de los laudos arbitrales? 

 

Para el Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio Ecuatoriano 

Americana, las acciones de nulidad se resuelven de una manera relativamente ágil, 

tomando un tiempo aproximado de 6 meses. 

 

Por su parte, el Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio de 

Quito, prefirió no emitir juicios de valor en cuanto a las actuaciones de la Corte 

Provincial y Corte Nacional en lo que se refiere a la intervención y resolución de las 

acciones de nulidad de los laudos arbitrales.  

 

8. En los casos de ejecución forzosa del laudo arbitral, los jueces ordinarios son 

los encargados de ejecutar los laudos arbitrales siguiendo la vía de apremio, ¿es 

efectiva la intervención de los jueces estatales en la ejecución del laudo? ¿Ayuda 

u obstaculiza ésta intervención con el fin del proceso arbitral y a la celeridad de 

resolución de controversias? 

 

El Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio Ecuatoriano 

Americana estima que depende el caso, pues si la ejecución forzosa se da contra el 

Estado, se generan varias complicaciones, pero en el caso de particulares no hay 

mayor dificultad en la ejecución forzosa de laudos arbitrales. 



 

El Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio de Quito, si bien 

prefirió no emitir juicios de valor en cuanto a la intervención de los jueces estatales, 

mencionó que tienen conocimiento porque se les ha manifestado en ocasiones, que 

surgen discrepancias porque en la justicia ordinaria no todos los jueces conocen el 

procedimiento para ejecutar los laudos arbitrales. 

 

Por lo expuesto, puede decirse a manera general que si existen dificultades o 

complicaciones en las ejecuciones forzosas de los laudos arbitrales, debido al 

desconocimiento de los jueces estatales y demás funcionarios de la justicia ordinaria 

respecto al tema, esto generaría dificultades que obstaculizan el fin del proceso 

arbitral, esto es la celeridad de la resolución de controversias. 

 

9. Desde su punto de vista, ¿cree que si la Ley les otorgara a los árbitros la 

potestad de ejecutar lo juzgado por ellos,  la institución arbitral se fortalecería? 

 

El Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio Ecuatoriano 

Americana considera que por economía procesal es una alternativa de fortalecer la 

institución del arbitraje, sin embargo, el Centro de Arbitraje y Mediación de la 

Cámara de Comercio de Quito expuso que para fortalecer el arbitraje no es necesario 

que los árbitros tengan la potestad de ejecutar los laudos arbitrales, sino que se 

capacite y promueva la utilización del sistema en los estudiantes de derecho, 



abogados, jueces y demás funcionarios de la justicia ordinaria, a fin de agilitar el 

proceso sin dilaciones. 

 

Desde mi punto de vista, la Ley al otorgar la facultad de ejecutar lo juzgado a los 

árbitros ayudaría a que la institución del arbitraje se fortalezca, puesto que, la 

demora absurda en el proceso de ejecución ante los jueces estatales desvirtúa 

totalmente la característica de celeridad procesal del arbitraje, además, se 

proporcionaría una verdadera ayuda a la justicia ordinaria, aliviando de alguna 

manera la sobrecargada de trabajo que tiene.  

 

10. ¿Qué posibles soluciones podría dar usted, para agilitar la ejecución forzosa 

de los laudos arbitrales?  

 

Tanto para el Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara de Comercio 

Ecuatoriano Americana, como para el Centro de Arbitraje y Mediación de la Cámara 

de Comercio de Quito, la solución para agilitar la ejecución forzosa de los laudos 

arbitrales es capacitar a los funcionarios de la justicia ordinaria respecto al arbitraje 

y proceso de ejecución de los mismos. 

 

En las recomendaciones del presente trabajo de investigación, las posibles 

soluciones que por mi parte propongo para agilitar la ejecución forzosa de los laudos 

arbitrales son: 



 Otorgar a los árbitros la potestad de ejecutar lo juzgado por ellos, 

realizándose una reforma a la ley. 

 

 La creación de un Tribunal de Arbitraje, con jurisdicción y competencia a 

nivel nacional. 

 

 Mayor difusión del arbitraje como medio alternativo de solución de 

conflictos. 

 

 Capacitación al personal judicial respecto al proceso especial de ejecución de 

laudo arbitral, a fin de que su intervención sea efectiva y no obstaculice el 

trámite dado a la causa. 
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